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En Montevideo, a los treinta días del mes de junio del año dos mil dieciséis, 
siendo la hora nueve y dieciocho minutos, se reúne la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda, a efectos de considerar el 
siguiente Orden del Día: RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE 
EJECUCIÓN PRESUPUESTAL - EJERCICIO 2015. Aprobación. (C/1126/16. 
Rep. 479 y Anexo | al XVIII). Recibir: 1%.- Oficina Nacional del Servicio Civil. 2*.- 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. ---------------- 
Presiden: Señores Representantes Óscar Groba (Presidente) y Sebastián 
Andújar (Vicepresidente). -- ocacion 
Miembros: Señores Representantes Germán Cardozo, Omar Lafluf, Sergio 
Mier, Jorge Pozzi y Stella Viel. -------- ocioso 
Integrantes: Señores Representantes Alfredo Asti, Sonia Cayetano, Gonzalo 
Civila, Lilián Raquel Galán, Jorge Gandini, Benjamín Eduardo lIrazábal, 
Gonzalo Mujica, Gustavo Penadés, Iván Posada y Conrado Rodríguez. ---------- 
Delegados de sector: Señores Representantes Pablo Abdala y Eduardo 


Asisten: Señores Representantes José Andrés Arocena, Luis Enrique Gallo 
Cantera, Roberto Chiazzaro y Susana Pereyra. nn 
Concurren: Señor Secretario Relator de la Cámara de Representantes, Juan 
Spinoglio, y Director del Área Legislativa, señor Francisco Aversa. -------—--- 
Invitados: Por la Oficina Nacional del Servicio Civil: Director, doctor Alberto 
Scavarelli; Sub Directora, doctora Gabriela Hendler; Gerente de Asuntos 
Jurídicos, doctora Magela Pollero; Gerente de Organización y Gestión del 
Trabajo, contadora Celia Tiscornia; Jefa de Departamento de Gestión Humana 
del Estado, licenciada Analía Corti; Adscripto a la Dirección, contador Philippe 
Koche; Gerente de Reclutamiento y Selección, doctor Ariel Sánchez; Asesora 


del área de Reclutamiento y Selección, señora Natalia Jordán; Jefe del 
Departamento de Gestión de Personal, contadora Beatriz Pugliesi; Director de 
la División de Administración, señor Daniel Milans; Secretaria de 
Comnunicación Institucional, licenciada Yanina Meirelles; Directora de la 
Escuela Nacional de Administración Pública (ENAP), licenciada Haydée 
Rodríguez; Secretaria privada de la Dirección, señora Silvia Sanabria; 
Encargado de Registro de Vínculos con el Estado - Sistema de Gestión 
Humana, ingeniero Hernán Castro, y escribano Guillermo Galmés. ---------------- 
Por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente: 
Ministra, arquitecta Eneida de León; Subsecretario, arquitecto Jorge Rucks; 
Director General de Secretaría, doctor Homero Guerrero; Director Nacional de 
Aguas, ingeniero Daniel Greif; Director Nacional de Vivienda, arquitecto 
Salvador Schelotto; Director Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto 
José Freitas; Director de Planeamiento de Medio Ambiente, señora Cecilia 
Cairo; Director Nacional de Medio Ambiente, ingeniero químico, Alejandro 
Nario; Asesoras, economista Sandra Rodríguez y señora Paula Mosca. ---------- 
Asimismo, asisten por el Ministerio de Economía y Finanzas: contadoras, 
Nancy Clavijo y María Titina Batista, y economista Jessika Mosteiro. -------------- 
Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto: Técnica Luján Lapenne y 
Marisa ROQrÍguez. === 
Por la Oficina Nacional del Servicio Civil: contador Kenneth Strongitharm y 
Asesora de Gestión y Evaluación, escribana Laura GONZÁLEZ. ---- iia 
Actúan en Secretaría: Señora Beatriz Méndez y señor Eduardo Sánchez, 
Secretarios, y señora Lylián Carballo, Prosecretaria. ------- cinco 
Asuntos Entrados: - Ingresa en el día de la fecha Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al Ejercicio 2015 de la 
Fiscalía General de la Nación y de la Administración Nacional de Educación 
PÚDIICA. === 
- Solicitud de Audiencia de COOPACE y CONCOOPACE para exponer sobre 
una iniciativa legislativa acerca de la consolidación del modelo cooperativo.----- 
Abierto el acto, el señor Presidente da la bienvenida a la delegación de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y le cede la palabra al señor Director, para 
realizar una exposición en particular sobre los artículos 3* al 5%, referentes a 
dicha Oficina, y a su vez general del proyecto de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal - Ejercicio 201 5. ----iiiinnananononocicicoo- 
Se retira de sala la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil y se 
pasa a intermedio hasta la hora dieciséis y treinta minutos. ----------=—=--=--=-=--- 
Se reanuda la reunión e ingresa a sala delegación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y el señor Presidente les da la 
bienvenida y le cede la palabra a la señora Ministra, quien realiza una 
pormenorizada exposición sobre su Cartera. =-- ii -- 
Los señores Representantes realizan consideraciones y preguntas, que son 
respondidas por la delegación visitante. ---- > 


De lo actuado, se toma versión taquigráfica sin corregir, que consta de 
folios, los que debidamente rubricados, pasan a formar parte de la presente 


Sin más asuntos que considerar y siendo la hora diecinueve y veintiséis 
minutos, se levanta la reunión. --rornonacnonannncnnccnncn nana 
Para constancia, se labra la presente, que firman el señor Presidente de la 
Comisión y los SecretariOS. === 


ÓSCAR GROBA 
Presidente 


BEATRIZ MÉNDEZ - EDUARDO SÁNCHEZ 


Secretarios 


COMISIÓN DE PRESUPUESTOS INTEGRADA CON LA DE HACIENDA 
(Sesión del 30 de junio de 2016) 
(Asisten representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 13) 
——_Buenos días a todas y a todos. 


Continuando con el trabajo de la rendición de cuentas y balance de 
ejecución presupuestal de esta Comisión de Presupuestos integrada con 
Hacienda, y en cumplimiento con lo acordado, vamos a escuchar la 
presentación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Queremos dar la cálida bienvenida a toda la delegación: al director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, doctor Alberto Scavarelli; a la subdirectora, 
doctora Gabriela Hendler; a la gerenta de Asuntos Jurídicos, doctora Magela 
Pollero; a la gerenta de Organización y Gestión del Trabajo, contadora Celia 
Tiscornia; a la jefa de Departamento de Gestión Humana del Estado, licenciada 
Analía Corti; al adscripto a la dirección, contador Philipe Koche; al gerente de 
Reclutamiento y Selección, doctor Ariel Sánchez; a la asesora del Area de 
Reclutamiento y Selección, señora Natalia Jordán; a la jefa del Departamento 
de Gestión de Personal, contadora Beatriz Pugliesi; al director de la División de 
Administración, señor Daniel Milans; a la secretaria de Comunicación 
Institucional, Janina Meirelles; a la directora de la ENAP, licenciada Haydée 
Rodríguez; a la secretaria privada de la dirección, señora Silvia Sanabria; al 
encargado de Registro de Vínculos con el Estado, Sistema de Gestión 
Humana, ingeniero Hernán Castro, y al escribano Guillermo Galves. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Una vez más, deseo agradecer a la vida por 
poder estar en este ámbito, en este lugar que uno tanto quiere y valora. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil va a estar haciendo a lo largo de 
esta jornada, salvo mejor disposición de ustedes, una presentación inicial de 
cuál es la fotografía del estado de situación a diciembre de 2015 en materia de 
función pública en general. Además, presentaremos los tres artículos que están 
en la transversalidad, que tienen que ver con funcionarios públicos y que 
figuran en el proyecto de rendición de cuentas. 


Voy a comenzar con lo que debería terminar, que es un cuadro que nos 
va a orientar para tener una fotografía de la situación numérica; luego 
pasaremos a desarrollar este y otros puntos. 


En este cuadro sinóptico previo voy a hacer referencia a lo que 
denominamos "vínculos laborales con el Estado" a diciembre de 2015; les pido 
particular atención porque se trata de una serie de números, que siempre son 
densos, pero muy demostrativos. 


Recuérdese lo que ustedes ya dominan, que cuando uno habla de 
vínculos, no está refiriendo a personas, porque hay personas que tienen más 
de un vínculo. De acuerdo con lo que las Comisiones tanto de diputados como 
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de senadores nos plantearon en instancias pasadas, vamos a traer números de 
personas, además de vínculos, en un proceso que se está desarrollando y que 
es de alta complejidad. En ese marco preferimos traer lo que ya tenemos 
relevado para que podamos tener el universo humano que está trabajando en 
el Estado y los vínculos que esas personas tienen dentro del esquema del 
Estado en general. 


La cantidad de vínculos laborales de funcionarios públicos al 31 de 
diciembre de 2015 asciende a 291.333; la cantidad de vínculos sin calidad de 
funcionarios públicos -a la misma fecha-, asciende a 13.690. La sumatoria del 
total de vínculos de funcionarios y no funcionarios al 31 de diciembre asciende 
a 305.023. 


A partir de bases de datos diversas que están en proceso de desarrollo y 
de la información que el observatorio de gestión de la Oficina Nacional de 
Servicio Civil viene desempeñando con particular dedicación, debemos decir 
que el total de personas físicas al 31 de diciembre de 2015, relevadas a partir 
de esta información, es de 270.089, desplegadas en la totalidad de la actividad. 


(Interrupción del señor representante Gandini) 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Exacto: por todo concepto. Así como los 
vínculos de funcionarios y no funcionarios ascendía a un total de 305.023, hoy 
estamos en condiciones de aproximarles un número de personas físicas de 
270.089. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- ¿Eso incluiría al total del Estado? 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Efectivamente. Así como los 305.023 
incluye a la totalidad del Estado en el sentido amplio de la expresión. 


Al 31 de diciembre de 2014 -este es un dato que me parece importante 
tener en cuenta- tenemos una reducción de 1.140 vínculos de funcionarios -un 
0,4% menos de funcionarios públicos- como resultante de restar los 291.333 
precedentes a los 292.473 del relevamiento actual. En relación a vínculos de 
no funcionarios, tenemos una reducción a nivel de todo el Estado de 1.928 
vínculos, es decir, un 12,3%, que es la diferencia entre los 13.690 y los 15.618. 
Esto significa que en 2015, en lo que refiere a vínculos de funcionarios y no 
funcionarios respecto a diciembre de 2014, hay 3.068 menos. Reitero que 
estamos hablando de vínculos. 


Comenzamos a desarrollar estos aspectos: vamos a reiterar mucho de lo 
que hemos dicho hasta ahora, pero nos pareció que nos podía ayudar como 
cuadro inicial para ir orientando el debate y el diálogo. Como dijimos, la 
cantidad de vínculos de funcionarios públicos al 31 de diciembre de 2015 es de 
291.333 y la de vínculos sin calidad de funcionarios públicos es de 13.690. Con 
respecto a diciembre de 2014, en diciembre de 2015 se reporta un total de 
3.068 vínculos laborales menos con el Estado. La cantidad de vínculos 
laborales de funcionarios públicos disminuyó en 0,4% -1.140 menos- y la de 
vínculos de no funcionarios públicos se redujo en un 12,3%, es decir, 1.928 
menos. 


Los 291.333 vínculos de funcionarios se dividen de la siguiente manera: 
hay 109.114 presupuestados, lo que representa 37,5% del universo; 83.047 
docentes efectivos, interinos y suplentes -28,5%-; 29.919 efectivos y contratos 
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policiales -10,3%-; 26.384 efectivos militares, correspondientes a personal 
superior y subalterno -9,1%-; 27.447 contratos permanentes o de función 
pública -9,4%-; 8.756 zafrales y eventuales -3%-; 154 provisoriatos -0,1%-, 
entre los cuales hay 150 del Poder Ejecutivo y 4 del Inumet y Fiscalía General 
de la Nación. Después iremos viendo cómo estos números se han ido 
corriendo en función de los cambios de naturaleza jurídica y desprendimientos 
dentro de la Administración, en proceso de transformación, pero aún así hay 
reducciones efectivas, más allá de esas modificaciones. 


Hay 89 contratos de trabajo por el artículo 92 de la Ley N* 19.121 y 
6.423 vínculos de funcionarios públicos con otro tipo de vínculos que 
representan el 2,2%. Estando de ese lado y de este, siempre se genera la duda 
de qué es ese otro tipo de vínculos y en ese sentido, se ha hecho un informe 
básico para determinar en qué consisten: 3.265 son contratos realizados por el 
artículo 410 de la Ley N* 16.170 -que son los suplentes- y, por el artículo 256 
de la Ley N* 18.834 -provisoriatos-, todos de ASSE. Ese 2,2% -6.423 vínculos- 
incluye 908 docentes en los proyectos de ANEP; 1.713 jornaleros, de los 
cuales 1.711 están en las distintas intendencias -cuadro que después veremos 
aparte- y 2 en el INDA, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como 
referencia. Hay 189 vínculos reincorporados y reservistas del Ministerio de 
Defensa Nacional y del Ministerio del Interior. Asimismo, tenemos 233 zafrales 
del Ministerio del Interior, habilitados por el artículo 98 de la Ley N* 18.996 y 
por el artículo 224 de la Ley 18.719. Tenemos 19 vínculos de la ex Pluna/AFE 
-y aquí hay todo un proceso de redistribución en marcha, que está funcionando 
con eficacia-; 31 contratos de alta especialización y 38 secretarios de ediles. 
Mediante la información recibida por la Oficina Nacional del Servicio Civil, todos 
estos secretarios de ediles están en la Junta Departamental de Durazno. Esto 
no quiere decir que en las demás no existan sino que, sencillamente, en otras 
Juntas aún no se han reportado como funcionarios públicos. Por vía de la 
exhortación y comunicación hemos puesto en marcha todo un proceso por el 
cual, seguramente para el año que viene, tendremos un informe más detallado 
en la próxima rendición de cuentas. Continuando con las cifras, hay 15 
residentes médicos en la Intendencia de Montevideo en base al convenio con 
la Udelar. Hasta aquí he dado una muestra de lo que denominamos vínculos 
con calidad de funcionarios públicos que ascienden a 291.333 al cierre del 
ejercicio diciembre 2015. 


Ahora vamos a pasar a los 13.690 vínculos que no tienen calidad de 
funcionarios públicos, que se dividen de la siguiente manera: 1.559 becarios, 
que representan 11,4%; 1.630 pasantes, -11,9%-; 379 arrendamientos de obra, 
-2,8%-; 32 arrendamientos de obra con organismos internacionales, -0,2%-; 
431 arrendamientos de servicio, -3,1%-; 1.289 arrendamientos de servicio con 
organismos internacionales, -9,4%-; 1.730 contratos a término, -12,6%-; 246 
contratos temporales de derecho público, -1,8%-; 404 contratos laborales, 
-3%-; 77 contratos artísticos, -0,6%-; 5.913 vínculos de otros no funcionarios, 
43,2%. Volvemos a avanzar en el concepto de "otros no funcionarios” para 
aproximarnos a una mayor precisión. Este 43,2%, que representa 5.913 
vínculos de otros no funcionarios, está compuesto principalmente por: contratos 
con pagos por única vez en ANEP -fundamentalmente para tribunales, 
evaluadores, aplicadores de pruebas, etcétera-, 1.576 vínculos; contratos 
docentes en el Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable y horas 
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docentes de los centros MEC y centros de capacitación, 992. Pasando al ítem 
docentes no escalafonados, en el Ministerio del Interior tenemos 359 vínculos; 
en el Ministerio de Defensa Nacional, 179; en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, 6; en la ENAP -que es nuestra joyita: permítaseme vender 
el producto-, 69. Estos docentes no forman parte de un cuerpo permanente, 
sino contingente que se convoca según los cursos. Continuando en el mismo 
ítem, en la Intendencia de Flores, tenemos 59 vínculos y en la Intendencia de 
San José, 2. 


En lo que tiene que ver con los contratos mediante convenios con 
organizaciones de la sociedad civil, tenemos 970 en el Mides. Como ustedes 
saben, este es un cuadro a diciembre de 2015 en un proceso de adecuación, 
de acuerdo con las propias normas que aprobó el Parlamento nacional, en el 
que la Oficina Nacional del Servicio Civil está trabajando con ese Ministerio. 


Hay 238 contratos de arrendamientos de servicio de organismos nacionales, 
que están relacionados con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 565 en 
Sanidad Policial; 35 en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente; 5 en el Ministerio de Economía y Finanzas; 2 en el Ministerio 
de Turismo y 2 en el Ministerio de Salud Pública. 


Los contratos de suplentes de salud en el Banco de Seguros del Estado 
ascienden a 204; las residencias médicas en ASSE a 115; los eventuales en el 
Banco de Previsión Social a 114; en la Intendencia de Paysandú a 73 y en la 
Intendencia de Salto a 4. Vuelvo a precisar que cada vez que mencionamos a 
una intendencia en particular es porque contamos con la información llegada 
de los respectivos gobiernos departamentales. Este es un proceso que viene 
en desarrollo hasta que oportunamente podamos terminar un cuadro completo. 
Además hay algunos programas de tipo informático en desarrollo, sobre lo que 
hablaremos más adelante. 


Luego tenemos adscriptos a los ministros -artículo 58 de la Ley 
N* 18.719-: 94 en total para todos los ministros. Asistentes reportados de los 
directores de entes autónomos y servicios descentralizados -artículo 23 de la 
Ley 17.556-: 34. Adscriptos y seguridad presidencial -Leyes N* 16.736 y 
N* 17.930-, 63. Contratos temporales de derecho público en Ancap, 19 


Asimismo, tenemos 20 asistentes de ministros, según el artículo 9? de la 
Ley N* 17.930. Cabe mencionar que en la norma el Parlamento estableció un 
mecanismo muy sofisticado y preciso de descripción y que, más adelante, 
vamos a hacer un pequeño paneo en tal sentido. Por su parte, los voluntarios 
sin salario en el INAU, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y en el 
Banco Central del Uruguay ascienden a 35. 


Hay otros vínculos como: 13 asistentes del INAU; debemos tener 
presente que el Sirpa está incluido en la información remitida por este 
organismo, hasta diciembre de 2015. Este dato es interesante en el sentido de 
que a diciembre de 2013 el ex Sirpa todavía estaba incluido dentro de la 
operativa del INAU; esa fue la primera transformación, ya que a posteriori vino 
el Inisa. Tenemos 19 jornaleros en el Instituto Nacional de Colonización; 23 
guardias médicas en el Ministerio de Salud Pública; 7 molineros de OSE; 8 
experiencias de trabajo para adolescentes privados de libertad en el marco del 
convenio INAU-Sirpa en la Junta Departamental de Montevideo; 4 contratos en 
la Junta Departamental de Salto; un secretario en el Instituto Nacional de 
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Colonización y 4 adscriptos en Antel. Hasta aquí el detalle de los 13.690 
vínculos que no tienen calidad de funcionarios públicos. 


En el Poder Legislativo, la cantidad de vínculos laborales de funcionarios 
públicos informada a diciembre de 2015 es de 1.223 y la de vínculos de no 
funcionarios públicos, es de 9. En este grupo aumentaron 7 vínculos de 
funcionarios y 2 de no funcionarios con respecto a diciembre de 2014. 


En el Poder Ejecutivo los vínculos de funcionarios -no personas- son 
78.172 y los de no funcionarios, 5.785. Aquí es conveniente establecer que hay 
una disminución de 1.449 vínculos de funcionarios y uno de no funcionarios. El 
44% de esta disminución -645 vínculos- se refieren a lo que ya anticipé: la 
transformación del Inumet, exfiscalías y Jutep que pasaron a ser servicios 
descentralizados. El restante 56% de esa disminución, que representan 805 
vínculos, comprende a la disminución efectiva de vínculos de funcionarios en 
los ministerios, con la excepción de los Ministerios del Interior y de Desarrollo 
Social que incrementaron sus vínculos laborales en 576 y 158 respectivamente, 
pero están comprendidos en el número de la disminución global. 


En los organismos del artículo 220 de la Constitución de la República se 
informaron 138.011 vínculos de funcionarios públicos y 3.537 de no 
funcionarios. En este grupo se informaron 1.196 vínculos más de funcionarios y 
828 vínculos menos de los no funcionarios. El 54% del aumento de los vínculos 
de funcionarios se debe a los tres organismos que, como dijimos, con el marco 
normativo habilitante, pasaron a ser servicios descentralizados. Reitero que 
estamos hablando de Inumet, las exfiscalías -la Fiscalía General de la Nación- 
y la Jutep, a las que se definió como organismos con otra naturaleza jurídica. A 
su vez, aumentaron sus vínculos los funcionarios de ASSE -552-; la 
Universidad de la República -145-; el Poder Judicial -134-, y la UTEC, 54. La 
disminución de vínculos de funcionarios es de 244 en la ANEP; de 67 en la 
Corte Electoral; de 19 en el Tribunal de Cuentas y de 9 en el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


La disminución de vínculos de no funcionarios se da, fundamentalmente, 
en función de lo informado por ANEP, en donde hay una reducción de 446, en 
el INAU de 374 y en Udelar, 33. 


Así terminamos con los organismos del artículo 220 de la Constitución y 
pasamos a los organismos del 221. 


En estos organismos se informaron 34.871 vínculos de funcionarios y 
2.894 de no funcionarios. Se informan 126 vínculos menos de funcionarios y 
942 de no funcionarios respecto de 2014. En este grupo, los organismos 
disminuyeron su cantidad de vínculos de funcionarios públicos, a excepción de 
Antel con 709, el Correo con 98 y el Instituto Nacional de Colonización con 5. 
Es conveniente destacar, para tener presentes estos números y poder 
interpretarlos, que en el caso de Antel, el aumento de funcionarios -estos que 
referíamos, 709- se da conjuntamente con la disminución de los vínculos de no 
funcionarios, ya que se transforman contratos a término en contratos 
permanentes, siempre en cumplimiento de normas presupuestales. 


En los Gobiernos departamentales se informaron 39.056 vínculos de 
funcionarios públicos y 1.465 de no funcionarios públicos. Esto significa que en 
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cifras globales de los Gobiernos departamentales hay 768 vínculos menos de 
funcionarios y 159 menos de no funcionarios. 


Ustedes cuentan con cuadros descriptivos -a los que, con mucho gusto, 
puedo dar lectura- en los que figura la información por Gobierno departamental. 
Nosotros queremos dejar constancia de los que tienen cifras más significativas 
de disminución. 


Se nos comunica que los Gobiernos departamentales que informaron 
más diferencias con respecto a 2014 fueron: la Intendencia de Canelones con 
219 vínculos totales menos de ambas naturalezas -funcionarios y no 
funcionarios-, la de Salto con 236 vínculos menos de las dos naturalezas, la de 
Montevideo con 133 totales menos, la de Río Negro con 79 vínculos totales 
menos y la de Tacuarembó con 47 vínculos de los dos tipos totales menos. 


Tengo por acá el cuadro -que ustedes también lo poseen- que detalla 
Intendencia por Intendencia. Si quieren, le doy lectura y si el presidente lo 
autoriza, dejo el material para que figure en la versión taquigráfica. Si están de 
acuerdo hago una lectura breve de las columnas principales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien; haga esa lectura y después nosotros nos 
haremos del material. 


SEÑOR SCARAVELLI (Alberto).- En cuanto al total de Gobiernos 
departamentales hacemos el despliegue desde el 2005 a 2010 y 2014-2015. 


En el total de los Gobiernos departamentales, en 2005, eran 37.047; en 
2010, 40.469; en 2014, 41.448 y en 2015, un abatimiento que lleva a 40.521. 
Esto significa que la variación de 2005 a 2015 en materia de vínculos, entre 
todos los Gobiernos departamentales, fueron 3.474 vínculos -un 9%-; de 2005 
a 2010, 3.422 -9%-; de 2010 a 2015, 52% de incremento y de 2014 a 2015, 
927, lo que significa un abatimiento del 2%. 


Solo para dejar sentados los números, cabe señalar que el Gobierno 
departamental de Artigas pasa de 1.330 en 2005 a 1.701 en 2010; en 2014, 
1.725 y en 2015, 1.656; el Gobierno departamental de Canelones, en 2005, 
4.336, en 2010, 4.610, en 2014, 4.696 y en 2015, 4.473; el Gobierno 
departamental de Cerro Largo, en 2005, 1.302, en 2010, 1.396, en 2014, 1.389 
y en 2015, 1.404; el Gobierno departamental de Colonia, en 2005, 1.622, en 
2010, 1570, en 2014, 1.637 y en 2015, 1.692; el de Durazno, 1.321 en 2005, 
1.430 en 2010, 1.558 en 2014 y 1.468 en 2015; el de Flores, 627 en 2005, 667 
en 2010, 845 en 2014 y 776 en 2015; el de Florida, 1.319 en 2005, 1.079 en 
2010, 1.120 en 2014 y 1.100 en 2015; el de Lavalleja, 1.336 en 2005, 1.582 en 
2010, 1.505 en 2014 y 1.466 en 2015; el de Maldonado, 3.005 en 2005, 3.309 
en 2010, 3.152 en 2014 y 3.121 en 2015; el de Paysandú, 1.721 en 2005, 
1.914 en 2010, 2.103 en 2014 y 2.140 en 2015; el de Río Negro, 1.166 en 
2005, 1.631 en 2010, 1.783 en 2014 y 1.703 en 2015; el de Rivera 1.045 en 
2005, 1.180 en 2010, 1.076 en 2014 y 1.076 en 2015; el de Rocha, 1.703 en 
2005, 1.831 en 2010, 1.828 en 2014 y 1.804 en 2015; el de Salto, 1.494 en 
2005, 1.886 en 2010, 2.046 en 2014 y 1.809 en 2015; el de San José, 783 en 
2005, 840 en 2010, 866 en 2014 y 869 en 2015; el de Soriano, 1.116 en 2005, 
1.658 en 2010, 1.690 en 2014 y 1.710 en 2015; el de Tacuarembó, 1.650 en 
2005, 1.593 en 2010, 1.588 en 2014 y 1.541 en 2015; el de Treinta y tres, 
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1.090 en 2005, 1.165 en 2010, 1.226 en 2014 y 1.232 en 2015 y, por último, el 
de Montevideo, 9.081 en 2005, 9.427 en 2010, 9.600 en 2014 y 9.466 en 2015. 


Parecería complementario informar sobre los Congresos de Intendentes. 
Podemos informar que en el Congreso de Intendentes de 2005 y 2010, eso 
representaba rubro cero, pero en 2014 y 2015 aparecen 15 y 15 vínculos. 


En el resto del cuadro aparecen las variaciones. Allí tienen la descripción 
de los porcentajes de disminución o mantenimiento, departamento por 
departamento. 


Pasamos a analizar el capítulo relativo a "Altas y bajas del total de 
vínculos en el período del 1* de enero de 2015 al 31 de diciembre de 2015.- 
Metodología del relevamiento de datos". 


Las altas y bajas que se dieron durante el año se relevan mediante un 
formulario diferente al de vínculos al 31 de diciembre de cada año. El 
Observatorio de la Oficina Nacional del Servicio Civil, hace el relevamiento de 
datos en función de altas y bajas en total de vínculos para el período 1* de 
enero al 31 de diciembre de 2015. Hago un paréntesis para explicar que se 
trata de un proceso de altísima complejidad, porque requiere el suministro de 
información del total de la Administración; el relevamiento, reenvío, la 
corrección y el ajuste siempre son procesos altamente complejos, y valoramos 
mucho el esfuerzo que se hace en esta materia. El desarrollo del Registro de 
Vínculos con el Estado, que está teniendo un fuerte impulso de reorganización, 
incluso de disponibilidad de mecanismos informáticos y del propio Sistema de 
Gestión Humana, con el 3.0 en desarrollo, nos facilitará este objetivo. 


Sin duda, la conducta que ha asumido la Oficina Nacional del Servicio 
Civil es mantener un contacto lo más intenso y directo posible con las 
jerarquías de toda la Administración para exhortar que se remita la información 
en tiempo. El año que viene, inclusive este año, estamos logrando que la 
información sea más intensa. 


En el formulario de altas y bajas se ingresan los vínculos que el 
organismo informó para el 31 de diciembre del año a rendir, 2015, y lo que 
informó para el 31 de diciembre del año anterior, 2014, y se solicita se consigne 
los motivos de altas y bajas, transformaciones y renovaciones. Es decir, no se 
trata de un listado frío con números, sino que tiene que venir con una serie de 
información complementaria. Como explicaba, esa información no se obtiene 
en forma totalmente completa de consultas a los sistemas de información de 
los organismos. Los Incisos deben realizar relevamientos entre sus unidades 
ejecutoras para obtenerlas. En este sentido, el nuevo Sistema de Registro de 
Vínculos con el Estado -que, para estar a la moda, hemos llamado Registro de 
Vínculos con el Estado 2.0- de la Oficina Nacional del Servicio Civil ha sido un 
impulso para que muchos organismos avancen y mejoren sus sistemas, porque 
la aparición de dificultades en la recepción de la información no responde a la 
buena o mala voluntad de los jerarcas, sino a la complejidad de los 
procedimientos de relevamiento. El RVE 2.0 y la cercanía de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil en el apoyo y formación de los funcionarios, nos está 
dando un instrumento cada vez más preciso para determinar políticas de 
Estado y de Gobierno en materia de gestión pública. 
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Es importante tener presente que las altas y bajas de cargos políticos 
-por ejemplo, legisladores, ministros, intendentes, ediles- y de particular 
confianza, se informan en este relevamiento, pero teniendo en cuenta que se 
consignan como bajas y como altas, aunque las personas que vuelvan a 
ocupar estos cargos sean las mismas que en el período anterior. Es decir, 
aunque repita el mandato, se baja cuando cierra el período y se sube cuando 
comienza el nuevo período. 


Pasamos a hablar de la cantidad de altas y bajas. Las altas informadas 
en el período 1* de enero 2015 al 31 de diciembre de 2015 fueron de un total 
de 39.952 personas. Quiero subrayar significativamente esta cifra: 39.952 altas. 
Por su parte, las bajas respecto de esas 39.952 personas fueron 39.157. Este 
saldo no coincide con la diferencia entre diciembre de 2015 y diciembre de 
2014, que fue de 3.068 vínculos, porque algunos organismos no enviaron la 
información de altas y de bajas completa o no lograron explicar, a los efectos 
que requiere la Oficina Nacional del Servicio Civil, correctamente los saldos, 
por no contar aun con los sistemas de información adecuados. Este es un 
enorme desafío que estamos desarrollando, porque sin duda contar con 
sistemas de información adecuados es lo que nos permite integrarnos. 


En la visita anterior conté que el objetivo, además del gobierno 
electrónico que viene para el próximo año, es la transversalidad de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil en materia de gestión humana, información, 
contralor y gestión. Precisamente, esto requiere el desarrollo de estos procesos 
informáticos, que ha tenido un gran fortalecimiento en las áreas internas de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil en materia de capacidad tecnológica y 
recursos humanos con la formación suficiente, pero también el desarrollo de 
algunos programas, fundamentalmente, con el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Un ejemplo de lo venía explicando de la aparición de dificultades en la 
información es el Consejo de Educación Secundaria, que no informó las altas y 
bajas de los vínculos de 2015. Entonces, cuando nos dicen "Secundaria no 
informó", uno pregunta por qué, y ahí nos explican técnicamente la complejidad 
de relevar las altas y bajas en materia de docentes, y es un gran desafío para 
precisar la información. Obviamente, toda esta gente percibe retribuciones 
controladas por la Contaduría General de la Nación y se sabe quiénes son. A lo 
que me refiero es a que la Oficina Nacional del Servicio Civil, tal como lo ha 
hecho siempre, pero más aun desde nuestra filosofía y desde la pauta de 
nuestro gobierno, se propone contar con los insumos necesarios para aplicar 
mejor las políticas públicas y las de Gobierno. Es decir, tomar decisiones sin la 
información suficiente corre el riesgo de afectar la inteligencia de la decisión 
tomada. La Oficina Nacional del Servicio Civil entiende que este es un deber y 
tiene que profundizar el esfuerzo. 


El 56,4% de las altas de los vínculos laborales de funcionarios públicos, 
según lo informado, fue por sorteo o algún tipo de concurso, el 11,7% por 
designación directa y el 31,9% por otros mecanismos; "otros mecanismos” son 
los resultantes de las elecciones nacionales y departamentales, es decir, 
cambio del elenco de Gobierno, aplicación de las listas de asignaciones, las 
incorporaciones a las Fuerzas Armadas, incorporación a las comisiones de 
apoyo y redistribución, que implican siempre altas y bajas. Sin tener en cuenta 
los cargos P -políticos- y los Q -de particular confianza- en el Poder Ejecutivo, 
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el 5,5% de las altas de vínculos de funcionarios públicos fue por designación 
directa; todos en funciones conexas a cargos políticos y de particular confianza 
y, por lo tanto, no permanentes; el 43,9% por sorteo o algún otro tipo de 
concurso, por ejemplo, oposición, méritos o antecedentes o méritos y 
antecedentes, y el 50,6% por otros mecanismos de selección. "Otros motivos" 
se refiere principalmente a cambios de gobierno, ingreso a las Fuerzas 
Armadas -Decreto-Ley N* 14.157, ley orgánica-, selecciones de becarios 
realizadas por otras instituciones con mecanismos propios. Esto se refiere a 
convenios con organizaciones de educación -UTU, etcétera-, donde se prevé la 
provisión de personal por esta transitoriedad y la selección no la hace el 
organismo que recibe sino el suministrante, siempre con ese criterio de 
precariedad. 


En los organismos del artículo 220 de la Constitución de la República, 
siempre exceptuando el personal P y Q, el 66,4% de las altas de vínculos de 
funcionarios públicos se produjo por sorteo y/o concursos, el 3,6% por 
designación directa -por ejemplo, personal de confianza de los directores-, el 
30% restante por otros mecanismos, proveniente fundamentalmente del 
llamado a aspiraciones. 


En los organismos previstos en el artículo 221 de la Constitución de la 
República, el 98,8% de las altas de vínculos de funcionarios públicos 
-nuevamente, exceptuando el personal P y Q- se produjo por sorteo y/o 
concurso, un 0,3 por designación directa y un 0, 9% por otros mecanismos. 


En los Gobiernos departamentales un 57,7% de las altas de vínculos de 
funcionarios públicos -nuevamente, exceptuando al personal P y Q- se produjo 
por designación directa, un 24% por sorteo y/o concurso y un 0,3% por otros 
mecanismos. Acá nos remitimos por una razón de economía de tiempo al 
cuadro número 5 que figura en las páginas 86, 87 y 88 del Informe de Vínculos 
de Altas y Bajas y la Tabla 20, página 36, del material que hemos enviado, 
como era nuestro deber. Por supuesto, cualquier aclaración estamos a las 
órdenes ahora o después o enviando los informes aclaratorios que se estimen 
necesarios. 


El 69% de las bajas de los vínculos laborales de los funcionarios 
públicos fue por renuncia o fin de contrato. Pido particular atención a estos 
números: el 69% fue por renuncia o fin de contrato, el 17% por jubilación, el 
1,7% por fallecimiento, el 1,3% por destitución y el 10% por otros motivos, por 
ejemplo, fin del mandato político, recambio de Gobierno, redistribuciones, entre 
otros. Quiero recordar que en materia de destitución, la Dirección de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tiene el honor de presidir la Comisión Nacional de 
Servicio Civil, que es el órgano que informa preceptivamente antes de tomar la 
decisión de destituir funcionarios públicos, en función de las causales que la 
Constitución de la República prevé. 


Nos remitimos a la página 10 de nuestro informe "Distribución de los 
vínculos por grupo temático". Estamos ingresando a este concepto de grupos 
temáticos de organismos, es decir, salimos de analizar organismos 
separadamente para analizar grupos temáticos por área de cumplimiento de los 
fines del Estado; digo esto porque a veces uno tiende a no entender 
claramente el presente. 
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Si se analiza la información por grupo temático de organismos, el grupo 
de educación, cultura y deporte -que agrupa cosas muy diferentes, pero todas 
con cometidos análogos, es decir, el Ministerio de Educación y Cultura, la 
ANEP, la Universidad de la República, la Dirección Nacional de Deportes y la 
UTEC- sigue siendo el que concentra la mayor cantidad de vínculos laborales 
con el Estado. El 36% de los vínculos de funcionarios y el 32,3% de vínculos de 
no funcionarios son los afectados a este grupo temático de educación, cultura y 
deporte, que define una filosofía de gestión de gobierno. 


Entre los vínculos de funcionarios públicos, a este primer grupo 
-educación, cultura y deporte- le siguen los gobiernos departamentales con el 
13,4%; seguridad, con el 11%; defensa, con el 9,8%; salud pública, con el 
8,4%; economía y finanzas, con el 3,8%; industria, energía y minería, con el 
3,4%; comunicaciones, con el 2,7%; vivienda y ordenamiento territorial, con el 
2%, y el resto -para hacer un colectivo de los demás grupos-, no alcanza el 2%. 


Ahora vamos a pasar a otro tema muy importante y muy descriptivo que 
todos siempre tenemos presente, que es la distribución de estos vínculos por 
género. El 46,207% -les va a llamar la atención que veremos tres cifras 
después de la coma, pero es necesario por algunos colectivos que tienen 
porcentajes menores a los que tenemos registrados- del total de vínculos 
informados son hombres, y el 53,791%, son mujeres. 


ANEP informó -este es un dato interesante, porque por primera vez 
tenemos esta información; uno diría que no es relevante en cuanto al número, 
porque solo habla de siete vínculos, pero tendemos a una profundización- siete 
vínculos de personas trans, que representan un 0,002% del total de vínculos. El 
Registro de Vínculos de la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene la posibilidad 
de incluir esta información, así como la variable etnia-raza, y así se procederá 
con el relevamiento 2016. 


Nos vamos a referir a una definición doctrinaria, pero que nos ayuda a 
entender el concepto de vínculos de personas trans. En esta llamada a pie de 
página se nos informa -este es un comentario doctrinario, por lo tanto, está 
redactado en esos términos-: "En las últimas décadas se impuso el término 
trans -más inclusivo- para nombrar a travestis, transexuales y transgénero, es 
decir aquellas personas que, viviendo en un género diferente del asignado al 
nacer, recurren o no a cirugías y/u hormonas. Lo que caracteriza a los trans es 
la contingencia: no existen ni dos sexos 'naturales' entre los cuales moverse, ni 
una relación obligatoria entre anatomía, identidad de género, expresión de 
género y sexualidad. [...]". 


Este trabajo corresponde al Mides, en el documento: "Hablando de 
derechos. Políticas públicas y diversidad sexual", de Diego Sempol. Nos 
pareció que era importante tener esto porque si no, uno expresa este número y 
no tiene claro cuál es la población comprendida. Obviamente, a partir de esta 
definición doctrinal, este número siete -tan pequeño-, no es otra cosa que la 
falta de una información más completa; es nuestro propósito en este ejercicio 
que en la próxima rendición de cuentas este número refleje de un modo mejor 
la realidad sobre este tema. 


En el Poder Legislativo se informó de un 53,6% de vínculos de hombres 
y un 46,4% de mujeres. En el Poder Ejecutivo hay un 63,8% de vínculos de 
hombres y 36,2% de vínculos de mujeres, teniendo un fuerte peso en la 
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masculinización los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior. En los 
organismos del artículo 220, el 72,8% de los vínculos corresponde a mujeres, y 
el 27,2% a hombres. En el Poder Judicial hay un 30% de hombres y un 70% de 
mujeres. En los organismos del artículo 221 hay un 58,6% de vínculos de 
hombres, y un 41,4% de vínculos de mujeres. Los gobiernos departamentales 
cuentan con un 64,2% de vínculos de hombres, y 35,8% de vínculos de 
mujeres. 


Ahora vamos a hablar de la distribución geográfica de los vínculos por 
lugar de trabajo. También aquí corresponde hacer una precisión previa, es 
decir que no nos estamos refiriendo a quienes trabajan como funcionarios de 
los gobiernos departamentales sino a los funcionarios desplegados en el 
territorio para cumplir la función pública en general, más allá de los gobiernos 
departamentales. 


Analizando la información por ubicación geográfica, de aquel número 
total inicial que mencionamos de 305.023 vínculos laborales de toda naturaleza 
con el Estado, el 49,1% cumple sus funciones en el departamento de 
Montevideo; el 9,3% en Canelones; el 4,4% en Maldonado; el 3,2% en 
Paysandú; el 3,2% en Salto, y el 3,1% en Colonia. Los departamentos en los 
que se informa menor porcentaje de vínculos laborales del Estado son Río 
Negro, con 1,9%, Treinta y Tres, con 1,7%, y Flores, con 0,9%. Es decir que el 
49,1% de los vínculos se despliega en Montevideo y la diferencia en el resto 
del territorio nacional. Nos parece que es un dato muy importante, porque la 
ubicación en el territorio resulta cada día más significativa en la aplicación y 
definición de políticas. 


Ahora vamos a pasar a lo que anunciamos previamente: las personas 
físicas. Ya habíamos dicho que los vínculos son más que las personas físicas 
-todos lo sabemos-, pero lo reitero para que no haya dudas sobre lo que vamos 
a hablar. 


Son 270.289 las personas con vínculos con el Estado al 31 de diciembre 
de 2015. Este dato debe tomarse como una aproximación -en este afán de 
procurar la mayor precisión por la naturaleza que sentimos que debe tener la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, es muy importante que se tenga en cuenta 
que es una aproximación que se va a acercando cada día más a la realidad, en 
virtud de que vamos sofisticando los procedimientos de medición y 
seguimiento- dado que surge, fundamentalmente, de lo que los organismos 
tienen registrados en el Registro de Vínculos al 31 de diciembre de 2015. Esta 
es una información que recibimos de los organismos, a los cuales estimulamos 
-de algún modo, hacemos un poquito más que estimular- cada día más. 


Esta información fue enviada por la Oficina Nacional del Servicio Civil a 
cada uno de los organismos al comenzar el relevamiento. Muchos de ellos 
realizaron modificaciones en los formularios, por lo que la información 
registrada se encuentra en permanente actualización, atendiendo a las 
dificultades que se presentan. 


Como un paréntesis, señalo que el año próximo estaremos cumpliendo 
cincuenta años desde su ley original, por lo que esperemos que nos puedan 
visitar por tratarse de una fecha muy relevante. 
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La Oficina Nacional del Servicio Civil está trabajando con otros 
organismos, a fin de ir logrando una mayor precisión sobre esta información. 
Se debe tener presente que el proceso de la conformación del Registro de 
Vínculos, creado por el artículo 13 de la Ley N* 18.719 -se trata de un registro 
de vínculos, y no solamente de personas- lleva tiempo porque hay distintas 
etapas y acciones a llevar a cabo -entre otros, el relevamiento y configuración 
de las estructuras de cada uno, el mapeo de los tipos de vínculo que se utiliza 
en Servicio Civil, la adecuación de su formato al del sistema de Servicio Civil- y 
se debe contar con la necesaria receptividad de los incisos. Es de destacar que 
la Dirección del Registro de Vínculos nos informa que el aporte de información 
que recibiremos para el mes de julio de 2016 en materia de aportación civil 
procederá del Banco de Previsión Social, lo que nos va a permitir tener un 
cruzamiento importante entre lo que aparece en el Banco de Previsión Social y 
lo que aparece en este registro. 


Lo dije muy al pasar, pero creo que hace a la seriedad de la 
metodología: la información que se recoge, después de procesada es 
reenviada al organismo de origen para que efectúe las precisiones, 
rectificaciones y adecuaciones. Esto permite ir depurando cada día más este 
número, que para nosotros es relevante y que el Parlamento lógicamente nos 
ha reclamado en más de una oportunidad. Tenemos que reconvertir nuestro 
Registro de Vínculos a un registro de personas físicas, y en ese trabajo 
estamos. Por eso hoy estamos informándoles sobre los 270.289, cifra sobre 
cuya autenticidad en materia de la información registral con que contamos 
damos fe, pero que sabemos que tenemos que seguir depurando. Esta cifra 
viene de un alto proceso de precisión, por lo que esperamos no tener 
demasiados márgenes de diferencia. 


Vamos a pasar a otros puntos, que tienen que ver con materias social y 
humanamente sensibles, algunas de las cuales -lo anticipo porque vamos a 
pedir un gran apoyo de parte del Parlamento- refieren a las comunidades: el 
ingreso de personas afrodescendientes y el de personas con discapacidades. 


El ingreso de personas afrodescendientes está previsto por la Ley 
N* 19.122. De acuerdo con lo que dispone la ley, en el año debe llenarse con 
personas afrodescendientes un mínimo del 8% de los puestos de trabajo. 
Comenzaremos diciendo quiénes no han cumplido. Aún no contamos con 
información total o parcialmente suficiente -estamos hablando del ejercicio 
2015- del INAU, de Conaprole, del Centro Uruguayo de Imagenología 
Molecular (Cudim) ni del Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria 
(INIA). Por parte de la Universidad de la República tenemos una información 
que no fue absolutamente completa. 


Me parece importante destacar que, de acuerdo con lo que nos informan 
nuestros técnicos, la jerarquía de algunos organismos, como puede ser el caso 
del Cudim y, tal vez, de Conaprole, por poner otro ejemplo, dada su naturaleza 
jurídica, pone en duda su obligación de cumplir con esto. Aclaramos que no 
pueden tener dudas en esa materia. Estamos hablando de un procedimiento 
que se consolida durante 2015, cuya fotografía cristaliza en diciembre de ese 
año. 


De la información con que contamos, ingresaron un total de 341 
personas afrodescendientes en el ejercicio 2015, mientras en en 2014 habían 
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ingresado 140. ¿Cómo se despliega el ingreso de estas personas? En el 
Ministerio de Defensa ingresaron 269; en el Ministerio de Economía y 
Finanzas, 1; en el Ministerio de Turismo y Deporte, 13; en la Universidad de la 
República, 6; en el Banco de Previsión Social, 1; en Ancap, 1; en Antel, 3; en 
OSE, 25; en el Correo, 5; en la Intendencia de Cerro Largo, 9; en la Intendencia 
de Treinta y Tres, 6; en el Inefop, 1, y en el Mevir, 1. Al respecto, tenemos que 
manifestar nuestro incumplimiento como país, como administración. Recuerdan 
que les dije que la Ley N* 19.122 nos exige un mínimo del 8 %. Si bien en este 
ejercicio pasamos de 140 a 341 ingresos, aún estamos lejos de cumplir con el 
porcentaje, porque solo llega al 2,7% de los puestos de trabajo cubiertos en 
2015. 


Peor aún -y lo decimos con profundo pesar- son las cifras de ingreso de 
personas con discapacidad, que nos producen gran frustración, y que a todos 
nos duele mucho. Por eso estamos proponiendo una norma que nos permita 
tener un instrumento más poderoso para poder cumplir. Estos ingresos están 
regulados por la Ley N* 18.651, Ley de Personas con Discapacidad, que 
establece deberán llenarse con estas personas un mínimo de 4% de vacantes 
y/o funciones contratadas de funcionarios públicos o créditos asociados con 
ellos. Volvemos a tener los mismos organismos con dificultades de información: 
INAU, Conaprole, Cudim, INIA y, parcialmente, Universidad de la República. 


Vamos a mencionar números que duelen. Ingresaron 22 personas en los 
siguientes organismos -en 2014 habían ingresado 75-: ANEP, 1; Udelar, 5; 
Banco de Seguros del Estado, 1; Correo, 2; Intendencia de Durazno, 1; 
Intendencia de Flores, 1; Intendencia de Paysandú, 7; Intendencia de Río 
Negro, 1; Intendencia de Soriano, 1; Intendencia de Treinta y Tres, 1; Comisión 
Honoraria del Patronato del Psicópata, 1. Esto alcanza un porcentaje de un 
0,33%, cuando debió haber sido de un 4% de las vacantes. 


Uno de los artículos que ponemos a consideración de la Cámara refiere 
a este punto: la Oficina Nacional del Servicio Civil, con instrucciones directas 
del Gobierno de la República -que me honro integrar-, ha tomado una decisión 
muy firme de dejar de ser meros elementos contables de lo que va sucediendo, 
para procurar tener instrumentos que, si no fuerzan, condicionen fuertemente el 
cumplimiento de estas cuotas, y a la explicación de su no cumplimiento. 


Tal como hemos informado en su momento, también es cierto que 
cuando se formulan llamados que no son de tipo genérico, que requieren 
perfiles de especialidad, no necesariamente existen personas de los grupos 
protegidos que puedan acceder; eso también hay que tenerlo en cuenta. Lo 
cierto es que los números indican que hay un abismo, y no vamos a quedarnos 
pasivamente en su contemplación, mucho menos cuando hay una baja que 
tiene este impacto. 


Hay una nota al pie que señala que la normativa que regula el ingreso de 
grupos legalmente protegidos -personas afrodescendientes y personas con 
discapacidad- tiene soluciones diferentes en cuanto a vacantes y puestos a 
considerar. Esto, que confieso es hilar muy fino, es muy interesante, por si 
alguno no lo tiene en cuenta. Mientras en el caso de las personas 
afrodescendientes -esta es una autodefinición de estas personas- se considera 
que deben cubrir el 8% de las vacantes o funciones, se entiende que el 
colectivo de personas con discapacidad debe llenar el 4% de las vacantes, 


14 


funciones o créditos asociados. En el ámbito de la Administración central, el 
Decreto N*79 de 2014 establece que se deberán efectuar llamados 
específicos, exclusivamente para personas con discapacidad. Solo de tal modo 
se puede lograr que efectivamente se ocupen los puestos para dar 
cumplimiento al porcentaje de 4% previsto por ley. Es necesario tener esto 
presente. De todas formas, volveremos sobre este punto cuando consideremos 
los artículos que proponemos, uno de los cuales refiere, precisamente, a esta 
cuestión. Mientras en el caso de los afrodescendientes los llamados son 
amplios, para las personas con discapacidad hay que hacer llamados 
específicos, lo que significa un requisito y una condición más, que implica una 
función más activa de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Trajimos una muy breve descripción de los roles de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, que ocupa un par de carillas; si la Comisión tiene paciencia, 
después me gustaría señalarlos porque, a veces, hablando con gente que 
conoce del Estado, uno tiene la sensación de que se cree que el rol de esta 
Oficina es poco más que un registro de situaciones. No es así. La Oficina 
Nacional del Servicio Civil, como organización del Estado, es un instrumento 
fundamental de gestión de Gobierno y sus productos de calidad son un insumo 
imprescindible para la toma de decisiones. En esa dirección se viene 
trabajando hace tiempo y nosotros queremos profundizar ese trabajo. 


Me voy a referir a los adscritos a los ministros de Estado, a los que 
refiere el artículo 58 de la Ley N* 18.719. En dicha norma se estableció que se 
debía informar con precisión cómo funciona este mecanismo. 


Entre el 1? de marzo y el 31 de diciembre del año 2015 se informó la 
contratación de 99 adscritos, de los cuales, en el mismo período, 5 fueron 
dados de baja. 


Conforme a lo dispuesto por el segundo inciso del artículo 11 de la Ley 
N?* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
debe remitir, simultáneamente con el proyecto de presupuesto nacional y con 
cada proyecto de rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal, 
información detallada sobre la aplicación de la facultad conferida a los ministros 
de Estado por el artículo 58 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 
Dicha facultad consiste en la posibilidad de que los ministros contraten 
personas en calidad de adscritos para colaborar directamente con el ministro 
que los designe. Quienes resulten contratados no adquieren la calidad de 
funcionarios públicos; si ya lo fueren, mantendrán en reserva el cargo de su 
oficina de origen. Por supuesto, cesan con el ministro, no con el período de 
gobierno. Eso está claro: el ministro nombra a su adscrito; si el ministro cambia, 
termina la relación del adscrito, salvo que el nuevo ministro vuelva a nombrarlo. 


En cuanto a su remuneración, el artículo 11 de la Ley N* 19.355 ya 
mencionado introdujo una modificación al límite máximo retributivo establecido 
por el artículo 58 de la Ley N* 18.719. En esa norma se dispuso que el tope 
será el 90% de la remuneración del director general de secretaría, establecida 
en el artículo 16 de la Ley N* 18.896, de 7 de noviembre de 2012. Estamos 
hablando de que el tope será el 90% del 70% de la retribución que por todo 
concepto corresponde al sueldo nominal de un senador de la República, que es 
el tope de la remuneración de los directores generales. 
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Según se dispuso, la información a remitir -la Oficina Nacional del 
Servicio Civil envió el informe al Parlamento, con el proyecto de rendición de 
cuentas- debe contener currículum vitae de las personas contratadas por cada 
secretaría de Estado, las tareas encomendadas, la debida acreditación de 
idoneidad para su desempeño, la retribución nominal por todo concepto y la 
resolución del jerarca con su correspondiente fundamentación. 


Es muy importante destacar que la ley asigna a cada uno de los 
ministros una partida fija para realizar estas contrataciones. Es decir, a cada 
ministro se le asigna un bolsón de dinero -como se dice en la jerga- con ese fin, 
que está topeado. Puede usarlo todo o puede usar la mitad; puede pagar 
sueldos de $ 20.000 o hasta el tope establecido, pero no puede superar el 
crédito asignado. No puede contratar adscritos por un monto superior a la 
partida asignada porque no tiene habilitación presupuestal para gastar más. 
Esto es importante; hay un tope establecido. 


Hay un cuadro, que ustedes ya tienen, pero que en este informe puede 
ser relevante, en el que se establece la cantidad de adscritos que cada ministro 
tiene. Aquí figuran los contratos de adscritos de los ministros, de acuerdo con 
el artículo 58 de la Ley N* 18.719, y también las bajas, en el período 
comprendido entre el 1? de marzo y el 31 de diciembre de 2015. 


El Inciso 03, Ministerio de Defensa Nacional, hizo 12 contratos de este 
tipo y hubo 2 bajas. Reitero que esta es una fotografía a diciembre de 2015. 


El Inciso 04, Ministerio del Interior, tiene 13 contratos de adscritos; el 
Ministerio de Economía y Finanzas, 7; el Ministerio de Relaciones Exteriores, 4; 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 10; el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, 4; el Ministerio de Turismo, 6; el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, 12; el Ministerio de Educación y Cultura, 8 -en este caso, se 
produjo 1 baja-; Ministerio de Salud Pública, 4; Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, 11; Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, 4; Ministerio de Desarrollo Social, 4. El total de contratos de 
adscritos a diciembre de 2015 en los términos que acabamos de expresar, es 
de 99, y hubo 5 bajas. 


También nos parece importante mostrarles las retribuciones mínimas y 
máximas de estos adscritos, por inciso, para que tengan una idea del 
panorama que dio origen a la preocupación e hizo que esto trascendiera. En 
este afán de precisar la información, corresponde establecer que en el 
Ministerio de Defensa Nacional, el promedio es de $49.743, habiendo 
retribuciones mínimas de $18.797 y máximas de $69.461, con doce 
adscriptos. 


En el Ministerio del Interior, el promedio es de $ 42.500, el mínimo es de 
$ 25.000 y el máximo es de $ 71.000, con trece adscriptos. 


En el Inciso 05, Ministerio de Economía y Finanzas, el promedio de 
retribuciones es de $ 64.681, el mínimo es de $ 53.882, siendo el máximo de 
$ 69.462. 


En el Inciso 06, Ministerio de Relaciones Exteriores, $ 41.126 de 
promedio, $ 37.890 el mínimo y $ 43.990 el máximo; hay cuatro adscriptos. 
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En el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el promedio es de 
$ 55.076, el mínimo $ 41.139 y el máximo $ 69.461; hay cuatro adscriptos. 


En el Inciso 07, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el 
promedio es de $ 66.856, el mínimo $ 52.096 y el máximo $ 69.461, con diez 
adscriptos. 


En el Ministerio de Turismo, el promedio es de $ 55.965, $ 22.000 es el 
mínimo y $ 69.000 es el máximo, con un total de seis adscriptos. 


En el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el promedio es de 
$ 48.631, $ 30.000 es el mínimo y $ 69.460 el máximo, con doce personas. 


En el Ministerio de Educación y Cultura, el promedio es de $ 61.743, 
$ 54.025 es el mínimo y $ 69.461 es el máximo, con ocho adscriptos. 


En el Ministerio de Salud Pública, el promedio es de $ 69.400, mínimo 
$ 69.400 y máximo $ 69.400, con cuatro adscriptos. 


En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el promedio es de 
$ 46.183, $ 29.366 de mínimo y $ 69.286 de máximo, con once adscriptos. 


En el Inciso 14, Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el promedio es de $ 69.462, $ 69.462 de mínimo y $ 69.462 de 
máximo, con cuatro adscriptos 


En el Ministerio de Desarrollo Social, el promedio es de $ 45.356, el 
mínimo es de $ 30.000 y el máximo de $ 69.460, con cuatro adscriptos. 


En total, estamos hablando de un promedio de $ 53.678, con un mínimo 
de $ 18.797 y un máximo de $ 69.462 para los noventa y nueve adscriptos. 
Según lo solicita la normativa, se adjunta la currícula de los jerarcas de cada 
uno. 


A los efectos de mostrar las actividades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, quisiera hacer una lectura muy rápida del material. No vamos a 
presentar una descripción de lo que hacemos, pero nos parece importante 
detallar esto para que tengan en cuenta no solo de dónde sacamos lo que 
tenemos, sino, además, para poder ofrecer a la Comisión y al Parlamento 
nacional los insumos que puedan requerir una vez que tengan en claro qué 
tenemos y lo que aún está en desarrollo. 


Dentro de la Oficina, tenemos unidades funcionales, es decir, formas de 
desplegar las actividades que esta dirección entendió necesario desarrollar en 
función de la estructura que ya tenemos en cuanto a la capacidad instalada. 
Contamos con Asuntos Jurídicos, Estrategias en Gestión Humana, Análisis 
Organizacional y Retributivo, Reclutamiento y Selección -Uruguay Concursa-, 
Observatorio de Gestión Humana, Registro de Vínculos con el Estado, la 
Escuela Nacional de Administración Pública. Al respecto de esta última, vamos 
a presentar un artículo porque necesitamos apoyo. Estamos llevando a nuestra 
Escuela, sin costo, al nivel terciario, algo que nos colocaría en un altísimo nivel 
para la formación académica dentro de la función pública. 


Por otra parte, contamos con Sistema de Gestión Humana -SGH-, en 
franco desarrollo con el 3.0, con Administración y con Comunicación 
Interinstitucional. Cabe señalar que nuestros sistemas informáticos se vieron 
muy potenciados. Al respecto, debo agradecer a la Administración que nos 
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habilitó pases en comisión -no contratamos gente- para fortalecer la gestión. 
Inclusive, estamos desarrollando programación propia, con ingenieros propios, 
que son propios, pero prestados. 


Tenemos la Unidad Concentrada de Informática -logramos crear una 
unidad que reúne a toda la capacidad instalada en materia de informática-, y la 
Gestión de Personal; a su vez, contamos con un grupo especial creado para la 
gestión de proyectos. Es bueno decir que nuestra Oficina está realizando el 
desarrollo de varios proyectos nacionales e internacionales. 


Un elemento de reciente creación funcional -no hablamos de estructura- 
refiere a un grupo de trabajo para el seguimiento y análisis de expedientes del 
Sistema de Gestión de Expedientes, GEX. Ello nos permite concentrar y 
abreviar los tiempos cada día más a través de un mecanismo de contralor. De 
esa forma, podemos saber dónde está cada expediente, quién lo tiene, cuánto 
demora, etcétera. Al mismo tiempo, trabajamos con esos funcionarios para 
darles el apoyo que precisan. 


Por último, quiero referirme a los ámbitos y comisiones en los que 
participa nuestra Oficina. 


A los efectos de ponernos a disposición, tengan en cuenta que la Oficina 
Nacional del Servicio Civil está relacionada, preside o actúa en la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, en la Comisión de Adecuación Presupuestal, en la 
Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional, en la Comisión de 
Compromiso de Gestión, en la Comisión de Equidad y Salud Ocupacional, en 
la Comisión de Implementación de la Ley N* 19.122, afrodescendientes, en la 
Comisión de Análisis de la Transformación de Vínculos del Mides de los no 
funcionarios en régimen de provisoriato y contrato de trabajo. Además, 
participamos de la Comisión de Seguridad Informática del Estado. Somos 
miembros activos -con un profundo reconocimiento anterior y reciente- del 
Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo. Destaco que en 
los primeros días del mes de agosto se realizará en Uruguay un foro cerrado 
con participación de veinticinco países para tratar el fortalecimiento de la 
función pública, felizmente -a los efectos del ahorro del gasto público-, con un 
fuerte financiamiento del organismo internacional. 


En el marco del Centro Latinoamericano de Administración para el 
Desarrollo -Uruguay es miembro activo-, integramos el consejo directivo, ese 
honor que tenemos los uruguayos cuando podemos representar al país. 
Además, somos integrantes de la Comisión de Programación y Evaluación -con 
tres miembros de los veinticinco- y de la Escuela lberoamericana de 
Administración y Políticas Públicas. La participación de la ONSC en todas estas 
funciones es solventada por el organismo internacional en lo que tiene que ver 
con los pasajes y el alojamiento. 


Luego, integramos la Comisión para la Aplicación del Artículo 56 de la 
Ley N* 18.719, que tiene que ver con el análisis y supresión de vacantes de 
conducción. Esta unidad la tenemos compartida entre la Contaduría General de 
la Nación y nuestra Oficina. También tenemos la Comisión para la Aplicación 
del Artículo 62 de la Ley N* 18.719 que, nada menos, tiene que ver con la 
transformación de cargos vacantes. Aquí tenemos el trabajo conjunto de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Contaduría General de la Nación y 
nuestra Oficina. Además, la ONSC integra la representación del Poder 
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Ejecutivo -esto es muy importante para nosotros, porque es un enorme desafío 
que, además, insume una muy fuerte carga horaria y dedicación de nuestro 
personal- ante el Consejo Superior de Salarios, conjuntamente con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la OPP 
en el ámbito de la negociación colectiva de la Administración Central, entes y 
servicios descentralizados. 


Aparte de nuestra participación en el Consejo Superior de Salarios, 
tenemos la responsabilidad de integrar -con los mismos organismos que acabo 
de mencionar- la representación del Poder Ejecutivo ante las ramas por 
actividad del sector público. Me refiero a las ramas de la Administración 
Central, a los entes y a los servicios descentralizados que salen del marco de 
lo colectivo para ser tratados área por área. 


Por otra parte, la Oficina Nacional del Servicio Civil integra los tribunales 
de concurso de la Administración Central. Felizmente, se considera una 
garantía la participación de los funcionarios de la Oficina en esos tribunales, lo 
que demanda una fuerte actividad de nuestro personal más capacitado en la 
materia. También está la integración de tribunales de concurso a solicitud de 
otros organismos en la administración autónoma y descentralizada. Estamos 
siendo convocados por organismos que no pertenecen a la Administración 
Central. En el marco de los convenios que tenemos, sentimos satisfacción en 
esta materia y queremos compartirlo con ustedes. 


Puedo citar la coordinación e integración de tribunales de evaluación de 
provisioratos para la presupuestación. Según el mecanismo, después del 
concurso, las personas primero pasaban por la etapa del provisoriato y, luego, 
debía haber una evaluación para saber si el período de provisoriato satisfizo la 
requisitoria como para incorporarlas. En el caso, la ONSC integra los tribunales 
con un alto nivel de responsabilidad. 


Luego, tenemos el estudio de remuneración de perfiles, el 
asesoramiento en carrera funcional y la gestión de gobierno electrónico y 
capacitación en innovación gubernamental, a través de un convenio entre 
nuestra Oficina y la Agesic, del que estamos muy orgullosos. Ello nos permite 
hacer esa imbricación de la que hablábamos, es decir, que el gobierno 
electrónico tenga un anillo transversal en el Estado, con la disponibilidad de la 
Oficina en materia de apoyo en gestión humana y gestión del talento humano. 


Por otra parte, en la Comisión para la Reglamentación de la Prima por 
Asiduidad, trabajamos en conjunto con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
con la Contaduría General de la Nación, con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este último 
punto nos exige una responsabilidad gigantesca porque el pago de la prima por 
asiduidad -en esta oportunidad se hizo de un modo colectivo- va a tener que ir 
decantándose para conseguir una precisión absoluta. En tal sentido, algunos 
elementos vinculados al Sistema de Gestión Humana y al desarrollo de algunos 
procesos -inclusive de legajo- nos van a ayudar mucho. Además, estamos 
llevando adelante un proceso con el Ministerio de Economía y Finanzas que, 
felizmente, está funcionando muy bien. 


Para terminar esta etapa, cabe mencionar muy brevemente algo que nos 
tiene -permítaseme la inmodestia- muy felices: los convenios firmados o en 
proceso de suscripción de la Oficina Nacional del Servicio Civil con la 
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estructura del Estado. Por supuesto, tenemos algunos convenios 
internacionales, como el vinculado a la ENA -la Escuela de Francia, que es la 
de mayor nivel-, que ya venía de antes y que hemos profundizado. Pero me 
voy a referir a lo nacional. 


A simple título enunciativo, sin agotar todos los que están en proceso, 
tenemos convenios firmados de apoyo para el fortalecimiento y 
profesionalización con los técnicos del Servicio Civil y a iniciativa de los 
requirentes, con los siguientes organismos: el INAU; la Agesic; la Fiscalía 
General de la Nación; la Corte Electoral -que nos ha hecho el honor de solicitar 
un convenio de apoyo-; el Tribunal de Cuentas -para nosotros ha sido un jalón 
que un organismo como el Tribunal de Cuentas confíe en Servicio Civil para 
dar asesoramiento y apoyatura en la actividad específica-; la Jutep -la Junta de 
Transparencia y Etica Pública; en este caso, puedo repetir lo que dije-; ASSE; 
la Secretaría de Derechos Humanos; el Banco Central del Uruguay; la Agencia 
Nacional de Vivienda; las Juntas Departamentales de Florida y de Maldonado; 
las Intendencias de Paysandú, Salto, Canelones y Durazno; la Dirección 
Nacional de Meteorología; el Inisa -ex-Sirpa-; la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional y convenios de capacitación de los que no son 
preceptivos por ley con otros organismos de la Administración. 


Quiero decir que, como anunciamos en su momento, hemos ofrecido al 
Congreso de Intendentes -que informalmente lo ha aceptado- la posibilidad de 
apoyar, en la medida de nuestras fuerzas, no solo con convenios bilaterales 
con cada Intendencia, sino también con un elemento que institucionalmente 
todos sentimos muy valioso como es el tercer nivel de gobierno, que requiere 
ayuda para que las personas que fueron elegidas tengan funcionarios cada vez 
con mayor capacidad informativa, en un sistema que cada vez se sofistica más. 
En las bases de los concursos para la Administración, se puede percibir la 
elevación de los estándares que estamos teniendo, precisamente, por este tipo 
de requisitos. 


Por último, es bueno que sepan cuántos somos, porque, dicho todo esto, 
parece que fuéramos muchísimos. Además, hemos prestado algunos 
funcionarios y también tenemos algunos que nos los han prestado. Al 1* de 
marzo de 2015, el total de funcionarios de Servicio Civil ascendía a 189 
personas, incluidos 28 en comisión. Ustedes se imaginarán lo que implica el 
despliegue en el territorio en cumplimiento de estas actividades, con una 
Unidad de esta naturaleza, que infelizmente, no tiene los estándares de 
retribución que hay en otras partes del Inciso. Por lo tanto, debo agradecer 
profundamente como director el sacrificio que me consta que muchos de los 
funcionarios están haciendo. 


Desde esa fecha hasta la actualidad, ingresaron 31 personas en 
comisión y se dio de baja a 6. Durante ese período, 9 funcionarios se jubilaron, 
9 renunciaron y culminaron su contrato 3 becarios, 1 pasante y 4 
arrendamientos de obra; si sumamos esto a los 6 funcionarios que cesaron en 
la comisión, el resultado es que la Oficina perdió 28 funcionarios. A junio de 
2016, el total de sus funcionarios asciende a 197, más 3 becarios auxiliares de 
servicio que firmarán contrato; por lo que, de 189 funcionarios, pasaríamos a 
contar con 200. Entonces, contará con 11 funcionarios más. 
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Aclaro que la Oficina, en el período, no ha realizado ningún llamado 
interno, salvo a los tres becarios. Y las personas que nos faltan sustituyen a los 
que cesaron en dicho período y son producto de la generosidad del resto de la 
Administración, que nos ha facilitado gente en comisión. 


Un detalle que es interesante -que ustedes conocen y que algunos 
inclusive disfrutan- es el hecho de que el personal de Servicio Civil adquiere tal 
nivel de expertise -que no se aprende en la Facultad ni en ninguna parte- que 
cuando los jerarcas de la Administración son designados, más allá de colores 
políticos, nos piden funcionarios, porque quieren tener personal con esa 
capacidad. También estamos muy agradecidos por la enorme comprensión que 
hemos tenido de quienes tienen derecho a pedir pases en comisión en forma 
preceptiva -o sea que no se les puede negar-, ya que cuando les explicamos 
nuestros roles y las dificultades de disponibilidad de personal, han tenido la 
enorme generosidad de dejar sin efecto esos pedidos, lo cual nos está 
permitiendo tener un staff lo más permanente posible para hacer frente a todos 
estos desafíos. 


Hasta acá, he realizado una síntesis de lo que somos, de lo que vimos y 
de lo que queremos informar. Por fuera de esto, nos quedan dos elementos: 
uno es el tratamiento de los únicos tres artículos que queremos poner a 
consideración y que les hemos remitido en el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, con total apoyo del Poder Ejecutivo; y el otro, el que tiene que ver con 
los artículos de dicha iniciativa que, de un modo u otro, vinculan a la comisión 
de Servicio Civil con algunas estructuras. 


Para nosotros sería de enorme importancia si la Comisión aceptara -por 
el mecanismo que entienda pertinente- que hiciera mención a unas pocas hojas 
donde están los tres artículos que hemos presentado, que para Servicio Civil 
son instrumentos de altísima importancia. 


Quiero agradecer la paciencia y la atención ante una exposición tan 
larga y tan aburrida -también cargada de números-, más allá de que ustedes 
nos tienen acostumbrados a esa cortesía. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Agradecemos a los representantes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y a su director toda la información brindada, que está 
cada vez más completa y es muy transparente; más allá de las conclusiones 
que se puedan sacar, es la información objetiva, por lo menos es confiable para 
nosotros. Por lo tanto, lo queremos destacar. 


Antes de entrar al análisis del articulado concreto del organismo -al que 
creo debemos pasar después-, quiero hacer algunas preguntas y comentarios. 


Para salir de dudas que se me generaron cuando el director estaba 
haciendo la exposición, voy a hacer la siguiente consulta. El relevamiento de 
vínculos con el Estado abarca toda la dimensión del Estado formalmente, 
desde el Estado central, los entes autónomos, los organismos del artículo 221, 
las intendencias, el Parlamento, está todo allí. Pero como tenemos algunas 
formas un poco mixtas del Estado, quisiera que se definiera si allí están las 
personas de derecho público no estatal. Usted hizo en algún caso referencias a 
Conaprole, que no cumple con las obligaciones, que es una persona de esas 
características, pero tenemos muchas, algunas mucho más cercanas al Estado 
que Conaprole, como el LATU o el Plan Ceibal, que funcionan en ese régimen; 
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algunas como la Corporación Nacional para el Desarrollo, que funciona con 
fondos públicos exclusivamente, sin la participación del sector privado, como es 
el caso de la cooperativa láctea Conaprole. Entonces, quisiera saber si esos 
vínculos, que de algún modo comprometen al Estado porque tienen fondos 
públicos, están relevados. 


Lo mismo quisiera saber -supongo que no- respecto a las sociedades 
anónimas, que es una modalidad creciente. Este es un tema que nos preocupa 
porque integra la llamada huida del derecho público. Ya tenemos en esta 
Rendición de Cuentas la creación de al menos dos fundaciones, que también 
son formas de gestión privada de bienes y fondos públicos, para buscar formas 
más ágiles, pero a su vez, para escapar a algunos mecanismos de control, que 
agregan lentitud pero también transparencia y garantías, y que a veces también 
se usan para saltar algunas prohibiciones, inclusive, de rango constitucional, 
como, por ejemplo, que nadie puede tener dos empleos públicos. A veces, 
encontramos una sociedad anónima ciento por ciento propiedad de un 
organismo estatal en cuya plantilla hay funcionarios públicos, inclusive, del 
mismo organismo propietario de esa sociedad anónima. 


Para ser gráfico: ¿Ducsa está? ¿CABA está? ¿ALUR está? ¿La 
Fundación Ricaldoni está? Esta es una pregunta que apunta a saber hasta 
dónde se va ahora y hasta dónde se podría ir. Lo digo porque algunas normas 
de esta propia Rendición de Cuentas y otras han logrado ir un poquito más 
lejos. Por ejemplo, en el período anterior, en la Comisión Especial de Lavado 
de Activos, donde estábamos juntos con el diputado Asti, hubo iniciativas -que 
se concretaron en ley- de la Junta de Transparencia para incorporar a los 
jerarcas de algunas de estas formas jurídicas que no son puramente estatales 
al grupo de funcionarios que tienen la obligación de realizar declaraciones 
juradas. 


A su vez, en esta Rendición de Cuentas, hay un artículo que amplía la 
obligación vigente desde 2001 de que ningún funcionario público de la 
Administración central puede percibir remuneraciones sujetas a Montepío 
superiores al 60% del salario nominal del presidente de la República, y la 
extiende a los organismos del 221 de la Constitución pero también a personas 
de derecho público no estatal y a sociedades anónimas cuyo capital accionario 
es propiedad del Estado en determinado porcentaje. O sea, avanza sobre esas 
nuevas formas jurídicas. Es un tema interesante, por lo menos, para ir 
pensándolo. 


Asimismo, quisiera hacer un comentario respecto al cumplimiento de las 
leyes que hemos ido votando sobre los cupos para afrodescendientes y para 
personas con discapacidad. El cumplimiento es bajo. Ya no me refiero a quién 
cumplió la información; afortunadamente, la amplísima mayoría cumplió con 
ella, pero la información revela un cumplimiento bajo, muy bajo. Conozco a los 
jerarcas del Estado y, a pesar de que no sean de mi partido, confío en que en 
su mayoría tienen la sensibilidad suficiente para cumplir con la norma. O sea, 
tienen que cumplir por obligación, pero sin duda, la mayoría de ellos debe 
querer cumplirla, y por algo no se cumple. En algún momento tendremos que 
ver si no hemos hecho una reforma de papel, porque por algo el cumplimiento 
es tan bajo. Habrá que ver. Creo que es un tema a analizar. Quizás el motivo 
es que no se puede cumplir con los cupos. ¿Será que las discapacidades, por 
ejemplo, pueden cumplir con determinados perfiles de cargos y no con el ciento 
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por ciento de ellos y entonces ya no es un 8% de cien, sino de un número más 
limitado? Lo digo solo a modo de reflexión. ¿Será que para determinados 
cargos para los que hay que concursar, se presentan menos personas 
afrodescendientes y, por lo tanto, el porcentaje es bajo y que esto es parte del 
círculo vicioso de que estuvieron excluidas durante muchísimo tiempo y con 
mayores dificultades de llegar a la graduación universitaria y en la competencia 
quizás sean menos las que acceden a esos puestos? O sea que me preocupa 
que registtemos como incumplimiento algo que a lo mejor es imposibilidad. 
Simplemente lo digo así porque no tenemos que sentirnos culpables de algo 
que a lo mejor no es así. Tal vez hicimos una reforma voluntarista y debamos 
reformar otras cosas para que la reforma se cumpla. 


Dejo esto como análisis o reflexión porque, a veces, hemos querido 
hacer reformas que recogen un pensamiento, pero que no se adaptan a la 
realidad. Lo que sucede es que tienen que aplicarse ambas cosas: el jerarca 
tiene que aplicar normas de selección y a lo mejor la voluntad de incorporar 
personas trans, afrodescendientes, con discapacidad, es imposible de articular 
con la otra obligación. No digo que sea así en este caso, pero entiendo que a lo 
mejor hay razones que no responden a que los jerarcas o los organismos sean 
incumplidores. Esto lo preguntaremos a algunos organismos que figuran allí 
con muy bajo porcentaje de cumplimiento. 


Quiero dejar una pregunta general, que no refiere a la presentación que 
hicieron; después formularé otras relativas al articulado. 


El artículo 6* de la rendición de cuentas enviada por el Poder Ejecutivo 
establece el abatimiento de incrementos de recursos aprobados para 2017 en 
relación al 2016 que afectan de modo general a todos los organismos que 
están en el Presupuesto nacional y establece algunas salvedades. Las 
salvedades parecen estar claras: quiénes no quedan afectados en los 
incrementos. Sin embargo, uno debe sacar por deducción o navegando en el 
planillado, cuáles son y en qué montos o áreas son afectados. La pregunta 
concreta -que es para la delegación, pero quizás para el área más contable- es 
si ese artículo 6* afecta a algún incremento que la Oficina haya recibido para 
2017 o si, simplemente, el presupuesto es la línea de base prevista, general y 
sin afectación alguna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una sugerencia. Si les parece y están de 
acuerdo, la idea sería culminar con la consideración general y algunas 
preguntas y luego se irán dando las respuestas correspondientes, sin perjuicio 
de que a lo largo de la reunión modifiquemos esto. 


(Apoyados) 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludamos a toda la delegación y los felicitamos, en 
particular al señor director, por el detallado análisis que ha hecho en forma 
personal, pero también el que nos ha llegado por escrito. 


Precisamente, de ese detallado análisis me surge una pregunta de 
carácter general. Acá tengo que acudir a la memoria institucional de la Oficina, 
más que a la actual integración. 


El detalle que nos han presentado, fundamentalmente en el tema de 
vínculos, nos lleva a preguntar si la información de que hoy dispone la Oficina 
y, por lo tanto, dispone la opinión pública y quienes tenemos responsabilidades 
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de Gobierno -porque el Parlamento tiene responsabilidades de Gobierno y 
ahora estamos con la responsabilidad de aprobar una nueva rendición de 
cuentas-, puede compararse, en calidad y en cantidad, con la que se disponía 
años atrás. 


En uno de los pasajes de la información, el señor director hablaba, por 
ejemplo, de vínculos que incluyen a personas que son contratadas por única 
vez para tribunales, a suplentes y a voluntarios sin salario. A veces, cuando 
comparamos cifras de 2014 o 2015 con las de 2005 -y lo hizo muy bien el 
señor director-, la pregunta que surge es si en aquel momento, se registraba 
-digamos- este tipo de información tan detallada y que eleva, obviamente, la 
cantidad de vínculos laborales con el Estado en situaciones extremas. Me 
refiero, por ejemplo, a computar como vínculo laboral a una persona que cobró 
una vez por integrar un tribunal, y quería saber si esa información estaba 
disponible años atrás. Por eso decía que recurro a la memoria institucional, si 
es que existe, en cuanto a cómo ha ido evolucionando esa información. 


Por supuesto, esto sirve para que tenga una mayor utilidad la 
comparación que hicimos en porcentajes de incremento o, en algún caso, en 
este 2015 o 2014, de baja de vínculos con el Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- En primer lugar, quería manifestar mi felicitación 
a la Oficina Nacional del Servicio Civil por el informe que ha elaborado y por el 
que brindó en Comisión. Quiero resaltarlo, porque llevo unos cuantos años en 
esta Comisión y he recibido muchos informes, pero nunca habíamos tenido el 
grado de precisión y claridad que nos permite inteligir, finalmente, este tema 
tan engorroso de los vínculos, las personas, las áreas de ocupación del Estado, 
los grados de remuneración, llegando inclusive hasta la aplicación de normas 
que hemos votado y que eran de muy difícil control para nosotros. Además, 
quiero hacer una reflexión seria sobre estos temas: esto hubiera sido imposible 
cuando, para empezar, era inexplicable definir cuántas personas y cuántos 
vínculos había en el Estado. A partir de allí, todo lo demás se volvía 
prácticamente impensable. 


Entonces, antes que nada, quería dejar sentado en la versión 
taquigráfica algo que es personal, pero justo: es la primera vez que recibimos 
un informe con este grado de detalle y que permite un proceso de inteligencia 
del Poder Legislativo sobre el conjunto del Estado en este rubro tan clave como 
es el de sus recursos humanos, básicamente. 


Respecto de los cargos de particular confianza, me interesa mucho la 
cantidad total y su discriminación, según Poder Ejecutivo, intendencias y resto 
del sistema y quisiera saber cuál es la masa salarial total que se destina a 
estos cargos y la remuneración promedio. Capaz que esa información está y no 
la supe encontrar, pero me parece interesante que aporten estos datos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- También desde el Partido Nacional -en este 
sentido, creo que el diputado Gandini ha hecho alguna referencia- quiero 
sumarme a las felicitaciones por la información que este año la Oficina 
Nacional del Servicio Civil nos ha brindado, tan detallada y completa. 
Realmente, debemos manifestar nuestra satisfacción por esa detallada 
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información, así como por su claridad y transparencia. En ese sentido, reitero, 
queremos expresar nuestras felicitaciones. 


Una de las preguntas está relacionada con algo que manifestaba el 
diputado Asti. Una cosa que nos ha llamado la atención de los cuadros de altas 
y bajas que vienen en ese informe es la cantidad que se pusieron de manifiesto 
en estas últimas oportunidades, que rondan las veinte mil, cuando 
tradicionalmente eran, más o menos, ocho mil al año. Nos gustaría conocer el 
motivo por el que se ha dado este aumento y saber cuáles son esos casos. 


También nos gustaría que la Oficina Nacional del Servicio Civil nos 
pudiera informar algo con relación a las reestructuras que algunos ministerios 
han llevado adelante. No nos olvidemos que en el Presupuesto pasado se 
destinaron casi US$ 60.000.000 para reestructuras de ministerios y se habían 
determinado algunos que debían iniciar ese proceso. Tal es el caso de los 
Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de 
Turismo y de Industria, Energía y Minería. Queríamos saber cuántos más se 
han plegado, cuántos están en vías de seguir adelante con esta reestructura o 
si en este período de Gobierno se continúa o abandonó esta política de 
reestructura que en aquel momento se había anunciado; es una más de las 
tantas que se habían anunciado en el correr de la historia reciente de todos los 
partidos políticos en el Gobierno. 


También queremos conocer cómo va la regularización de aquellos 
doscientos becarios o pasantes, cuya presupuestación se había resuelto desde 
el Ministerio de Desarrollo Social. En ese sentido, también queremos conocer 
en qué se encuentra esto y cuántos, en definitiva, fueron presupuestados. 


Otra pregunta está relacionada con algo que me parece muy importante, 
que quizás en algún momento deberíamos encomendar a la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, si ya no fue hecho, y es la relación del Estado con las 
organizaciones no gubernamentales. Sería bueno saber si la Oficina Nacional 
del Servicio Civil lleva algún tipo de registro de los convenios que se realizan 
por parte del Estado con las organizaciones no gubernamentales. ¿Por qué 
hago referencia a esto? Porque el vínculo de esas organizaciones no 
gubernamentales con el Estado, en muchos casos, son de carácter laboral y 
tienden a sustituir labores que en el pasado realizaban funcionarios públicos u 
otros vínculos laborales con el Estado. En ese sentido, queremos saber si la 
Oficina Nacional del Servicio Civil posee información respecto de este tema o 
no y, en todo caso, la opinión sobre si en una propuesta o puesta a punto de la 
legislación se le encomendara llevar adelante el registro de este tipo de cosas, 
estaría en condiciones de hacerlo. Lo planteo porque no es menor la 
vinculación laboral que sospechamos a priori que hay entre el Estado y 
personas a través de este nuevo sistema que es el vínculo de las 
organizaciones no gubernamentales en todo el Estado. Y me acota el señor 
diputado Irazábal, también con razón, que muchas de las tercerizaciones que 
se han llevado adelante, en general, tienen en su más diversa índole, una 
vinculación indirecta laboral con el Estado. En ese sentido, agrego esta 
consideración que me aporta el señor diputado. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Antes que nada, quiero agradecer los 
conceptos vertidos, como simple timonel porque, obviamente, todo esto es el 
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resultado de algo que viene desde hace tiempo, pero que también ha 
respondido con energía un equipo de gente que, como ven es escaso. 


En este sentido, quiero comentar brevemente que la gente que ha 
pasado, por ejemplo, en comisión debe insertarse en una estructura en la que 
es harto difícil trabajar, porque tiene características muy particulares, y eso hay 
que valorarlo. 


Por otra parte, agradezco los elogios; siempre es estimulante 
escucharlos en el Parlamento. 


Las preguntas son de distinta naturaleza. La primera tiene que ver con la 
inclusión de quienes no lo están en este momento, porque forman parte de 
estructuras del Estado de otra naturaleza. Como corresponde, la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tiene una ley orgánica -por llamarla de algún modo- 
con cometidos asignados. Lo que nosotros informamos es -espero- el ciento 
por ciento de los cometidos que tenemos asignados, es decir, la relación de 
vínculos con el Estado, de personas y funcionarios vinculados con el Estado. 
Todos aquellos otros vínculos -tema realmente apasionante-, es decir, los otros 
vínculos que son financiados con fondos públicos, pero que no tienen que ver 
con la estructura del Estado, forman parte de otra definición que requeriría la 
modificación de nuestro marco normativo. Es decir, la Oficina Nacional del 
Servicio Civil tiene la capacidad de "exigir" -entre comillas- la información que 
la ley nos habilita a pedir. Por lo tanto, no está tanto en el origen de los fondos 
con que se paga, sino en la naturaleza jurídica de los organismos que tienen la 
obligación de reportar. 


Caso similar podría mencionarse con relación a las asociaciones civiles 
o las ONG para separar fuertemente lo que son los contratos que la 
Administración Pública hace con una persona jurídica para prestar, por 
ejemplo, un arrendamiento de obra, que podría tener naturaleza comercial o sin 
fines de lucro, como una asociación civil, o quizás intermedia, como en el caso 
de una cooperativa; estos vínculos son inter-empresarial-Estado. Distinto es el 
otro caso del Estado contratando personas individualmente que tengan que ver 
con las ONG; ninguno de los dos casos está dentro de nuestras competencias. 


Sé que no es necesario mencionarlo, pero nunca está de más: la 
información que trajimos es la que está disponible en su totalidad, de acuerdo 
con lo que la ley nos habilita a registrar. Todo lo demás sería exorbitante, que 
es el cometido que tenemos legalmente prohibido por el principio general de 
que los organismos del Estado no pueden tener acción por fuera de los 
cometidos legalmente asignados. 


El señor diputado Gandini preguntó por el cumplimiento de cuotas. 
Compartimos su razonamiento, y lo venimos planteando hace mucho e, 
inclusive, fue propuesto acá por varios legisladores en diferentes momentos. 
No hay ninguna duda que compartimos la sensibilidad, porque si alguien no 
comparte la sensibilidad va a levantar la mano para decir que no está de 
acuerdo con la sensibilidad. Como siempre presumimos la buena fe, en este 
caso presumimos la sensibilidad. Tenemos algunos problemas. Por supuesto, 
los porcentajes siempre podrán estar en revisión sociológica para que se nos 
dé una idea de dónde estamos, pero lo que nos marca la normativa -y por eso 
proponemos un artículo- es cierto. En algunos casos puede existir la voluntad 
de cumplir la cuota en el llamado -tengo a mi lado al responsable del área 
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respectiva, quien ha llevado con enorme eficiencia todo lo que tiene que ver 
con Uruguay concursa y demás-, pero nos han explicado que en algunos casos 
se puede llamar para ocupar cargos con determinados perfiles, y puede o no 
haber personas que lo cumplan o se exija determinada condición física que no 
todos tienen. 


Lo que está claro es que tanto en el colectivo afrodescendiente como en 
el de personas discapacitadas no tenemos margen como para no hacer el 
máximo esfuerzo. En primer lugar, por lo que significan -hablo a título 
meramente personal- las asimetrías sociales por discriminación por etnia, raza 
u otras razones, pero en el caso de la discapacidad estamos hablando de un 
colectivo que no imagino una fragilidad mayor. Siempre digo que procedo de un 
hogar donde mi padre era discapacitado y cuando a uno para entender le 
alcanza con recordar, es muy fácil entender qué significa para una familia que 
tiene un ser querido con esos problemas pensar en un futuro en el que esté 
inserto del mejor modo posible. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil, porque la normativa lo habilita y si 
sumamos el artículo cuya aprobación estamos proponiendo, renueva el 
compromiso -que no digo que no se haya cumplido ni que antes se hiciera bien 
o mal- de poner toda su energía para cumplir estos objetivos, inclusive a través 
del sistema, que es tan apto, de la persistencia. A veces las normas establecen 
sanciones y demás, pero la persistencia es muy importante, y cuando 
analicemos el articulado, la Comisión verá que estamos estableciendo más que 
algo nuevo, como cosa excepcionalmente renovada, un mecanismo que obliga 
a la Administración a explicar qué está haciendo en este sentido en cada 
llamado. 


Con respecto a la pregunta sobre el abatimiento vamos a pedir a la 
gerenta de Organización y Planes de Trabajo, contadora Celia Tiscornia, que la 
conteste. 


SEÑORA TISCORNIA (Celia).- Las excepciones establecidas en el artículo 6? 
no nos alcanzan. Por lo tanto, en el Inciso Presidencia, estaríamos alcanzados 
por el abatimiento. 


En general, hemos mantenido en este ejercicio el presupuesto anterior. 


Es decir, si bien estamos alcanzados, no ha habido consecuencias por 
aplicación del abatimiento. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Andújar) 
(Intervención del señor representante Gandini) 


——-"No sabemos qué va a pasar en 2017, porque el artículo 7% establece un 
abatimiento para el Inciso "Presidencia de la República" que eventualmente 
podría alcanzarnos. 


Como nuestro presupuesto es muy chico, la incidencia en el Inciso es de 
muy baja significación y no creemos que nos alcance. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Otro tema que quiero dejar claro es que, 
más allá de la dirección de la Oficina Nacional del Servicio Civil que tengo el 
honor de ejercer y nos atribuye la primera responsabilidad, con la subdirectora 
formamos un equipo de trabajo formidable, conjuntamente con las jerarquías 
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de la oficina. Hemos desarrollado algunos mecanismos de redacción en 
pantalla y demás. Es decir, hay un equipo que, por supuesto, está abierto a que 
lo visiten los legisladores cuando quieran; sé que no tienen mucho tiempo, pero 
inclusive pueden enviar a sus secretarios para que vean cómo funciona este 
equipo, porque hay mucho para descubrir, nada trascendente, pero podría 
ayudar mucho a entender. 


El señor diputado Asti preguntó si la información podía compararse con 
lo que venía antes. Creo en los procesos aluvionales; creo para aquellos que 
hace muchos años que venimos cumpliendo funciones de dirección de 
gobierno la clave es solidificar lo existente para poner una hilera encima de 
ladrillos. Partimos de la base de que todo lo que viene de antes es sólido, de 
buena fue y si detectáramos algo ilegal, obviamente, lo diríamos. Sin embargo, 
el propio desarrollo de la tecnología que estamos aplicando nos lleva a manejar 
otros conceptos. Por ejemplo, el hecho de que para analizar la rendición de 
cuentas nos juntemos con una pantalla a proyectar texto y a debatir entre todos 
los operadores técnicos de la oficina, en pie de igualdad, sin saber quién es 
quién ni lo que piensa para llegar a un producto, nos está dando una calidad de 
producto. 


Asimismo, las propias fuentes informativas cada día están cada vez más 
sofisticadas. 


Por lo tanto, sin que pueda calificar la información anterior les puedo 
decir que la información de hoy, comparada con la que di yo mismo el año 
pasado, es mejor, más precisa y va por mejor camino. No es suficiente, pero 
vamos en ruta. 


Va a complementar mi respuesta la licenciada Analía Corti, jefa del 
Departamento de Gestión Humana del Estado y responsable del Observatorio 
de Servicio Civil, unidad que nos permite decodificar; la licenciada Analía Corti 
y su equipo, que es muy chico -otra cosa sorprendente-, apoyada por otros 
sectores, tiene un rol protagónico en el informe que presentamos. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a si la información que dispone la 
ONSC se puede comparar en cantidad y en calidad con la que disponía antes, 
es importante tener en cuenta que el esfuerzo se ha hecho como para que sea 
comparable. 


El informe incluye una aclaración de cuáles son los aspectos que hay 
que tener en cuenta para analizar la información comparativamente. En ese 
sentido, creemos que la información es comparable, pero hay que tener en 
cuenta que a partir de 2010 hubo precisiones y aclaraciones con los 
organismos, y por ejemplo algunos tipos de vínculos que algunos organismos 
no incluían se les aclaró que debían hacerlo. 


Con respecto a la cantidad de cargos Q, el Poder Legislativo informó 12 
al 31 de diciembre de 2015; el Poder Ejecutivo, 159; los organismos del artículo 
220, 32; del artículo 221, 28 y en los gobiernos departamentales, 440, lo que 
totaliza 671 cargos. 


No tenemos información de la remuneración. Todo esto figura en la 
página 29 del informe. 
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SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Es muy importante la mención a las 
páginas, porque sé que es un material muy intenso. Inclusive si luego, en la 
discusión en los próximos días, necesitan algún otro tipo de precisión, nos las 
hacen llegar y con mucho gusto las responderemos, porque todos los cuadros 
pueden ser cruzables de varias formas. 


El señor diputado Penadés ha formulado varias preguntas acerca de 
cantidades, estructuras y regularizaciones en el Mides. Si bien tenemos la 
información, la precisión la tiene la gente que domina este tema. 


SEÑORA CORTI (Analía).- Con respecto a las altas, el total de altas de 
vínculos en el 2015 fue de 39.952 y el total de bajas de 39.157. El año anterior, 
fueron 46.196 altas y 37.197 bajas. 


SEÑORA TISCORNIA (Celia).- En el período anterior se realizaron todas las 
reestructuras de los Incisos, con excepción de los Ministerios de Relaciones 
Exteriores, de Educación y Cultura -que solo hizo estructura de cargos-, del 
Interior y de Defensa Nacional. Las estructuras de los ministerios 
reestructurados fueron culminadas y procesadas desde los decretos que las 
autorizaron. 


En el caso del Ministerio de Relaciones Exteriores, se está iniciando el 
trabajo de reestructura en este proceso, pero lo hará con los créditos asignados 
al presupuesto nuevo, o sea que no tienen partidas especiales. 


La reestructura no necesariamente implica un aumento del gasto. Lo que 
también puede existir es una reestructura organizativa con una nueva 
estructura de cargos que implique transformación de cargos y, eventualmente, 
utilización de créditos ya autorizados. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Este tema que acaba de comentar la 
contadora Tiscornia -igual que con el anterior- es interesante tenerlo en cuenta. 
En estos convenios que mencioné que tenemos la suerte de seguir 
desarrollando e incorporando algunos organismos que ni pensábamos que 
íbamos a recibir esa iniciativa es muy importante tener en cuenta que el apoyo 
que da la Oficina en este tema es su expertise técnico. Es decir, se reúne con 
la contrapartida que tiene cada ministerio o cada organismo a reestructurar, y la 
Oficina Nacional del Servicio Civil pone a sus operadores para orientar ese 
mecanismo. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


———Creo que uno de los grandes desafíos de la gestión pública es que la 
funcionalidad, que permite el cumplimiento de los fines y los objetivos que 
persigue el Estado, esté cada día más adecuada a la estructura que es la que 
contiene las unidades que generan el cumplimiento. Ese es un proceso de 
verdadero desafío. Yo no lo llamo reestructura ni reforma; creo que es un tema 
de profesionalización y, sobre todo, de un principio que para mí es sagrado, 
que es la adecuación a la realidad. Es muy difícil administrar con unidades de 
gestión teóricas que no se condicen con las unidades que están aparentemente 
montadas, cuando luego la gente se tiene que entrecruzar y multiplicar. Por eso 
creo que ese es uno de los grande desafíos que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil tiene por delante para expandir a toda la Administración pública a 
través de este nivel terciario que también queremos promover. 
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Hay otra pregunta que formuló el señor diputado Penadés acerca de la 
regularización en el Mides, que va a responder el doctor Ariel Sánchez, que 
dirige el área de Uruguay Concursa y que junto a un equipo están trabajando 
sobre este tema. 


SEÑOR SÁNCHEZ (Ariel).- El proceso de transformación de los vínculos de 
personas que se van a vincular con el Mides surge en función de lo dispuesto 
por la Ley N* 19.355 -el presupuesto pasado-, que está vigente. En los 
artículos 523 y 524 de esa ley se disponen los vínculos que se van a considerar 
para incorporarse al Mides. 


En función de que la ley entra en vigencia el 1? de enero de 2016, la 
comisión se integró. Participan en ella los técnicos y jerarquías del Mides, 
funcionarias de Servicio Civil y representantes de COFE. La información se 
está analizando. Aún no hay ningún ingreso formal al Mides de estas personas 
que tenían distintos vínculos laborales o funcionales con el Mides. 


Como cualquier ingreso al Estado, el trámite de procedimiento a seguir 
es pasar por la Oficina Nacional del Servicio Civil, Contaduría, Ministerio de 
Economía y Finanzas y, posteriormente, resolución del Poder Ejecutivo, acto 
administrativo que determinará el ingreso de estas personas alcanzadas por 
estos dos artículos del presupuesto vigente. 


En consecuencia -para responder concretamente-, aún no se ha 
reflejado en la información de 2016 ningún ingreso efectivo a la plantilla del 
Mides en función de que el proceso de análisis de los vínculos contractuales de 
estas personas todavía está a estudio. Se trabaja en un régimen semanal de 
integración de la comisión y la información que se vierte luego se analiza por 
las oficinas respectivas y, semana a semana, se va avanzando. Pero, reitero, 
no ha ingresado ninguna de estas personas vinculadas por distintas 
modalidades contractuales al Mides. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Desde el punto de vista institucional, 
Uruguay está asistiendo a un proceso muy importante en temas altamente 
sensibles. Por un lado, el nacimiento de Inisa en sustitución del Sirpa, el 
mantenimiento del INAU con cometidos que tenía y algunos que se trasladaron 
y, por otro, lo que es el Mides como órgano rector de enlace con el Poder 
Ejecutivo de aplicación y definición de políticas, es realmente un desafío 
gigantesco en el que estamos tratando de poner el mayor apoyo, porque ahí la 
realidad es dinámica. Precisamente, uno no puede anestesiar la realidad 
mientras opera. Entonces, contamos con un mecanismo de enorme desafío y 
complejidad, que es tener los equipos técnicos desplegados, con recursos 
acotados pero, al mismo tiempo, con cometidos que implican, por ejemplo, el 
nacimiento de nuevas administraciones, porque lo que antes llevaba una 
administración centralizada en el INAU, hoy va a tener una unidad propia que 
gestiona sueldos -por poner un ejemplo- dentro del Inisa. Todo esto -lo locativo, 
el despliegue de estas unidades en el territorio, el respeto a los derechos de los 
funcionarios involucrados- requiere un desafío enorme, que lo hemos asumido 
con gran alegría -por la materia que impone-, pero se trata del cumplimiento de 
leyes aprobadas. Por lo tanto, no es un tema de teoría sino que hay que 
hacerlo, y es el esfuerzo de estos funcionarios de jerarquía el que lo está 
llevando adelante con sus propios equipos. 


30 


SEÑOR LAFLUF (Omar).- En primer lugar, quiero agradecer a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil por su presencia. Quiero destacar -como lo han 
hecho los colegas- el inmenso trabajo que nos han presentado, y dar fe -como 
exintendente- del trabajo y del apoyo permanente de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil a los gobiernos departamentales, que ha sido siempre 
fundamental. Se tenga o no convenio de trabajo, las consultas siempre han 
sido respondidas. 


A raíz de todo el planteo que se ha hecho, en el Parlamento se está 
manejando la posibilidad de presentar un proyecto de ley para controlar a los 
diferentes organismos de control del Estado, a aquellas empresas u 
organizaciones que trabajan en el derecho privado pero que son públicas, 
donde el Estado muchas veces es propietario del 90% o del 99%. 


En ese sentido, para tener una visión global y total del Estado, sería 
importante que la Oficina Nacional del Servicio Civil pudiera hacer este trabajo 
sobre esas otras organizaciones. Mi pregunta es bien concreta: si la Oficina 
Nacional del Servicio Civil puede realizar esto sin pedir más recursos, porque si 
lo hace en esta rendición va a ser imposible brindarlo. Creo que esto sería 
fundamental para tener la radiografía exacta de cuál es el Estado. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Como había anunciado, quiero hacer algunas 
preguntas vinculadas directamente al articulado. 


La primera, sobre lo que se anunció y no tiene. Cuando el ministro de 
Economía y Finanzas hizo su primera conferencia de prensa, había anunciado 
que entre los planes de recorte se preveía incorporar en la rendición de 
cuentas una norma para llenar dos de cada tres vacantes que se generaran. 
Esperábamos encontrar aquí esa norma, pero no está. Probablemente pueda 
haber instrucciones más de tipo político, restricciones más de tipo informal o 
administrativo, pero no hay obligatoriedad porque la norma no lo establece. 


Vamos a presentar un proyecto que establezca que no se podrán llenar 
las vacantes o se llenarán dos de cada tres vacantes en los organismos del 
presupuesto nacional, de todas las que se hayan generado al 31 de diciembre 
de 2016 y de las que se generen hasta el 31 de diciembre de 2018, para 
ayudar a disminuir los cargos y continuar en un proceso que, de hecho, se ha 
generado. Lo vamos a presentar estableciendo las excepciones que deben 
existir: el personal de salud de ASSE, el personal docente de los organismos 
de la educación, el personal dedicado a la atención de la minoridad en el INAU 
y en el Inisa, y el personal ejecutivo del Ministerio del Interior. 


Quisiera recabar una explicación de por qué no está esa norma 
anunciada y una opinión sobre el artículo que vamos a presentar. 


Simplemente, quiero recordar que la disminución de vínculos laborales 
que se nos presenta es de 3.068 vínculos. Si bien no tenemos una cifra exacta, 
creemos que debe representar no menos de US$ 30.000.000 de ahorro anual 
entre el salario y las obligaciones de leyes sociales a cargo del Estado. Es decir 
que con el proceso que naturalmente se aplicó en el año 2015 ya hubo una 
rebaja económica importante, y el Estado funciona. Sin embargo, es contrario 
al del año 2014, cuando ingresaron 13.800 vínculos laborales más, justo en el 
año electoral -esto contrasta radicalmente con el año pos electoral- y, si 
multiplicamos, quizás se aumentaron en US$ 100.000.000 los costos del 
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Estado, pero no quiero entrar en esa polémica. La pregunta es por qué no 
están las medidas anunciadas de que cada tres vacantes se ¡ban a llenar dos y 
qué opinión tiene sobre este artículo que vamos a proponer. 


En segundo término, nos vamos a referir a un artículo que no es de la 
Sección ll, relativa a funcionarios, pero que tiene mucho que ver con las 
funciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil. El artículo 41 refiere a la 
Dirección General de Casinos. Establece: "Exceptúase a la Unidad Ejecutora 
013 'Dirección General de Casinos' del Inciso 05 'Ministerio de Economía y 
Finanzas' de lo dispuesto en el artículo 7% de la Ley N* 19.355, de 19 de 
diciembre de 2015", que es la ley de presupuesto. ¿Qué dice ese artículo del 
que queda exceptuado? El artículo 7* de la ley de presupuesto establece que 
para aprobar las reestructuras organizativas y de puestos de trabajo de todas 
las unidades ejecutoras de los Incisos 02 al 15 del presupuesto se requiere el 
dictamen previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas en 
sus respectivos ámbitos. Posteriormente, el Poder Ejecutivo remitirá a la 
Asamblea General esas reestructuras de puestos de trabajo, la que tendrá que 
expedirse en un plazo de cuarenta y cinco días, vencido el cual, sin opinión en 
contrario, se entenderán aprobadas. Es decir, las reestructuras deben tener 
aprobación previa de esos tres organismos y, finalmente, de la Asamblea 
General. 


Al establecer que se exceptúa a esta Unidad de lo establecido por este 
artículo, la reestructura de la Dirección de Casinos la hará su director. No 
pasará por el Ministerio de Economía y Finanzas, no pasará por la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, no pasará por la OPP y no pasará por el 
Parlamento. La verdad es que será un reinado del director -como en tantas 
otras cosas-, generando una reestructura sin controles ni consultas. Eso nos 
parece poco apropiado. 


Obviamente, este es un tema para hablar con el Ministerio de Economía 
y Finanzas; esta Dirección está en ese Inciso, pero la Oficina Nacional del 
Servicio Civil tiene esta potestad general, hace esta tarea en todos los Incisos 
del presupuesto nacional. Parece extraño que nada menos que en este tema, 
que es su especialidad, no tenga que opinar. En la ley de presupuesto se puso 
varias llaves a las reestructuras, de manera que tuvieran armonía, consistencia 
entre ellas, para que no sucediera lo que a veces pasa, es decir, para que no 
respondan a la visión, los intereses o hasta el capricho de una organización o 
de un Inciso; inclusive, puede responder a la visión de la dirección o de la 
agremiación de funcionarios, pero estar alejada del funcionamiento del Estado, 
que es uno. La idea es dar coherencia al funcionamiento del Estado. En este 
caso, la reestructura no pasa por ningún lado: no opina la OPP, que tiene la 
mirada de la planificación; no pasa por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que tiene la mirada económica; no pasa por la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que tiene la especialidad en materia de funcionarios y, además, no pasa 
por el Parlamento. 


Me gustaría recabar opinión sobre estos dos aspectos. 
Gracias. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- En primer lugar, voy a contestar la pregunta 
del señor diputado Lafluf. En realidad, lo que se plantea es bastante análogo a 
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lo que veníamos comentando, es decir, la inclusión de otras informaciones que 
hoy no están previstas en el ámbito de jurisdicción y competencia de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Cualquier escenario que genere control de Servicio 
Civil requerirá el establecimiento de normativa específica. La cuestión es la 
preceptividad o la facultad de registrar. Hoy podemos hablar de facultad, pero 
no tenemos la preceptividad de recoger esta información. Por lo tanto, es una 
cuestión normativa. 


Lo que quiero dejar claro es que una oficina como la nuestra, que integra 
la Presidencia de la República, así como cualquier organismo del Estado, tiene 
un ámbito preciso de competencia. El señor diputado Lafluf -hoy legislador y 
exintendente- hablaba de los convenios. Nosotros tenemos mucha cooperación 
horizontal, pero también tenemos una enorme sensibilidad y cuidado de no 
rozar la autonomía departamental con un asesoramiento de una unidad del 
Poder Ejecutivo. Entonces, preferimos que sea iniciativa del gobierno 
departamental; que sea este el que desde su autonomía pida al Ejecutivo, pida 
a la Oficina Nacional del Servicio Civil. De esa manera nos quedamos 
tranquilos de que nuestros funcionarios van porque se ha solicitado e, inclusive, 
teniendo en cuenta el criterio utilizado desde de la administración municipal, 
con un expertise distinto. 


Tuve un diálogo muy similar -y no resisto la tentación de contarlo- con el 
Tribunal de Cuentas de la República o con la Corte Electoral, un organismo de 
contralor, que es casi un Poder del Estado; o el Banco Central. La respuesta de 
confiar en la idoneidad de la Oficina para poder hacer el aporte es algo que a 
todo nuestro equipo le da una gran satisfacción. 


Alguien preguntó sobre los recursos. Todos sabemos lo que está 
pasando con los recursos. Así que para cumplir cualquier cometido que se nos 
agregue tendremos que ir multiplicando esfuerzos. 


Con relación al planteo del señor diputado Gandini -que, como el de 
todos los legisladores, me parece muy relevante- les consulto si sería posible 
comenzar a considerar los tres artículos que incluimos, porque creo que 
contienen las respuestas a sus inquietudes. El primero de ellos refiere a la 
CARO y guarda relación con lo que el señor diputado planteaba. Si fuera 
posible, nos gustaría agotar en esta sesión el análisis de los tres artículos 
propuestos. Insisto: creo que en el marco de esos artículos se incluyen todos 
los comentarios relativos al tema. Por supuesto, nos atenemos a lo que el 
señor presidente y la Comisión dispongan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien. Puede proceder de esa manera. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- El Poder Ejecutivo ha incorporado tres 
artículos al proyecto de ley de Rendición de Cuentas. Uno de ellos tiene que 
ver con la Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional, la CARO; otro 
refiere al control de cuotas de personas de discapacidad y afrodescendientes y, 
por último, uno relativo al nivel terciario para nuestra escuela de función 
pública. Son los tres artículos que hemos presentado en esta materia. 


Voy a comenzar por el artículo 3%, para seguir el orden numérico y 
guardar relación con lo que planteaba el señor diputado Gandini y se ha 
comentado en sala. 
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En primer lugar, quiero dejar claro que la CARO, como Comisión de 
Análisis Retributivo y Ocupacional es una comisión preexistente, es decir, no es 
una creación que parte de cero. Sí va a requerir una profundización de su 
reestructura. 


Voy a tratar de señalar en la redacción del artículo 3* lo que ya venía de 
antes y lo que se incorpora. 


Dice lo siguiente: "Artículo 3*.- Sustitúyese el artículo 35 de la 
Ley N* 19.121, de 20 de agosto de 2013, por el siguiente: 'ARTICULO 35 
(Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional).- Créase en el ámbito de la 
Presidencia de la República la Comisión de Análisis Retributivo y Ocupacional". 
Reitero: no se crea; la comisión ya existía, deberá tener una conversión 
importante. 


Continúa: 


'La Comisión estará integrada por representantes de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, del Ministerio de Economía y Finanzas y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, que la presidirá,'. Y lo que sigue es nuevo: 'y 
contará con el apoyo técnico de la Contaduría General de la Nación en el 
ámbito de su competencia'. Por más que la teníamos con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, pareció importante que la Contaduría tuviera una 
presencia de asesoramiento directo por la especificidad de su materia. 


Sigue con el texto preexistente: 'Los cometidos de la Comisión serán el 
estudio y asesoramiento del sistema ocupacional y retributivo de los Incisos 02 
al 15 del Presupuesto Nacional y del proceso de adecuación de las estructuras 
de cargos,'. Y agrega; esto sí es nuevo y tenía relación con lo que se estaba 
mencionando: 'debiendo pronunciarse preceptivamente acerca de la 
oportunidad y mérito de la provisión de vacantes. 


El Poder Ejecutivo, previo informe favorable' -se agrega el término favorable; no 
alcanza con que haya un informe; debe ser favorable- 'de la Comisión de 
Análisis Retributivo y Ocupacional, sin perjuicio de lo establecido por la 
Ley N* 18.508, de 26 de junio de 2009,' -nos estamos refiriendo a la ley de 
negociación colectiva- 'definirá la asignación de retribuciones relacionadas al 
componente ocupacional y funcional y las de carácter variable y coyuntural 
relativo a actividades calificadas, siempre que el Inciso cuente con créditos 
suficientes. El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamiento de la Comisión 
que se crea por el presente artículo pudiendo establecer para su apoyo la 
creación de subcomisiones técnicas, con participación de representantes de los 


funcionarios". 


De manera que se agrega que contará con el apoyo técnico de la 
Contaduría General de la Nación en el ámbito de su competencia, debiendo 
pronunciarse preceptivamente acerca de la oportunidad y mérito de la provisión 
de vacantes y que el informe previo debe ser favorable. 


Este artículo está basado en el siguiente argumento. La modificación 
normativa propuesta pretende el fortalecimiento de la Comisión de Análisis 
Retributivo Ocupacional, CARO, ampliando cometidos y aclarando su 
redacción, con la finalidad de dotar al Poder Ejecutivo de una herramienta que 
lo provea de elementos de juicio diferenciales a la hora de decidir en los 
ámbitos alcanzados por la materia que es competencia de esta Comisión. 
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Las principales modificaciones son la intervención en todas las 
adecuaciones de estructuras de cargos. De acuerdo con la redacción anterior, 
la CARO solo intervenía en las adecuaciones que surgieran por aplicación de la 
estructura escalafonaria prevista por la Ley N*19.121, del estatuto del 
funcionario público de la Administración Central. La ampliación de dicho 
cometido a todas las adecuaciones de estructuras obedece a que la integración 
de la Comisión -Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Ministerio de 
Economía y Finanzas y Oficina Nacional del Servicio Civil, con el apoyo técnico 
de la Contaduría General de la Nación- no solamente la habilita desde el punto 
de vista orgánico para emitir dichos pronunciamientos, sino que torna aún más 
sustentable toda decisión del Poder Ejecutivo que se asuma en la materia, 
apoyada en la previa valoración que dicha Comisión haya emitido respecto de 
las propuestas de estructuras de cargos. 


El pronunciamiento preceptivo en cuanto a la oportunidad y mérito de la 
provisión de vacantes es algo muy importante, porque el arte de gobernar es la 
oportunidad, el tiempo en el que las cosas se hacen, y el mérito es el valor de 
lo que se va a hacer. El mismo fundamento expuesto precedentemente, es 
decir, la composición orgánica de la comisión, es la que le permite contar con 
una visión integral de las ocupaciones en la Administración Central, 
constituyéndose por ese motivo en el ámbito natural para la adecuada 
valoración de los aspectos estructurales que justifiquen las decisiones que 
deban adoptarse por el Poder Ejecutivo en cada caso en materia de provisión 
de vacantes. Es cometido de la Oficina Nacional del Servicio Civil la aprobación 
de la planificación anual de las necesidades de recursos humanos de los 
Incisos 02 al 15, documentos que los organismos deben remitir a la 
mencionada Oficina en el segundo semestre de cada año. Esto resulta del 
artículo 4% del Decreto N* 223 del año 2013, que es reglamentario del sistema 
de reclutamiento y selección. 


Por último, se introduce el asesoramiento de la Contaduría General de la 
Nación, entendiendo que la naturaleza de los cometidos de la referida comisión 
impone la asistencia técnica de la Contaduría. 


A los comentarios, las consultas y las opiniones que se vertieron en 
relación a este tema, lo que la Oficina debe dejar muy en claro es que una cosa 
son las filosofías y las políticas que marcan el Parlamento o el Poder Ejecutivo 
y, otra cosa, los organismos que tienen el cometido de llevar adelante el 
cumplimiento, el control y el seguimiento de las medidas adoptadas. Debo 
señalar que cuando se crea, se recrea o se readapta una comisión de este tipo, 
ello implica una enorme responsabilidad para esta Oficina por la jerarquización 
de que se trata. Quiero que ustedes entiendan la preocupación que a uno le 
genera el hecho de tener que opinar sobre la oportunidad y mérito de una 
propuesta ministerial o de un inciso del 02 al 15, que están inmersos en la 
realidad cotidiana de tener que ejecutar tareas de gobierno y cumplir con los 
fines del Estado. 


En este caso, se crea un órgano fortalecido. Por principio personal y por 
convicción jurídica, política e institucional, es totalmente preferible para la 
Oficina Nacional del Servicio Civil que la comisión no incluya ningún tipo de 
acotamiento porcentual o de proporción en el sentido de si van a entrar dos, 
tres u ocho por cada tres que salgan; esa es decisión política del Poder 
Ejecutivo, que es asesorado por esta comisión. Por supuesto, después, la 
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norma podrá contener lo que se disponga. Nosotros tenemos el deber de 
proponer un artículo que genere el mecanismo y señale el organismo que deba 
cumplir con la política fijada por el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo. 


La oportunidad y la conveniencia -muchos de ustedes tienen una larga 
experiencia en la gestión pública- están referidas a las contingencias. Uno no 
puede legislar organismos sobre la base de la contingencia incierta de que un 
hecho se produzca o no por la propia aleatoriedad de la realidad. Uno, como 
responsable de cualquier gestión, tiene el compromiso, a igualdad de 
circunstancias, de mantener una política o adecuarla. El cambio de las 
circunstancias provoca las reacciones: podrá ser un tres-dos, un tres-uno, un 
tres-cero, un cuatro-tres; eso lo va a marcar una realidad que no depende de 
esta Oficina. Esta comisión establece un asesoramiento al Poder Ejecutivo que, 
además, visualizamos de la siguiente manera. Cada inciso nos vendrá a decir: 
"Nosotros queremos incluir tal cantidad de cargos". Pero deberá explicarnos 
-hablamos de ministerios- por qué es oportuno y por qué hay mérito para que el 
Estado ponga recursos para ese asunto. Obviamente, se tratará de una 
decisión que adoptará el Poder Ejecutivo con informe previo de esta comisión, 
que preside la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero que es parte de los 
organismos más poderosos del Poder Ejecutivo en la materia. Luego, de las 
redistribuciones que tenemos pendiente o de las personas que tenemos para 
poder proveer bajo el régimen de Uruguay Concursa, nosotros podremos decir: 
"No, espere. Usted aquí está precisando tal cosa. Mire que nosotros podemos 
obtener otra de tal lado". 


Los que tenemos algún tiempo, ya pasamos por la experiencia de 
normas que aspiran y establecen cerramientos a cal y canto del funcionamiento 
del ingreso a la Administración pública. Está claro que eso depende de los 
cometidos que el gobierno se marque y de los recursos de que se disponga o 
que destine el Parlamento. Personalmente, creo que vivimos un fracaso 
absoluto en aquellos diez años de prohibición, que fue la madre de la 
generación de patologías de la Administración que hoy -a iniciativa de muchos 
señores legisladores-, estamos tratando de ver cómo se puede reencauzar 
para tener todo dentro de la misma matriz. Eso afectó la carrera de los 
funcionarios públicos, generando una nueva especie de gente que desarrolla 
actividad pública, pero que no es funcionario público y que es tratado como 
privado, que está sometido al régimen penal de un funcionario público en 
cuanto a cohecho y peculado, pero que sigue estando en un régimen privado. 
Estará bien o estará perfecto, pero como la pregunta incluyó dos temas, dejo 
como respuesta oficial -lo otro fue un comentario personal y tangencial- que lo 
que se propone con este artículo es la creación y consolidación de una unidad 
integrada con organismos del Poder Ejecutivo con específica competencia en 
la materia para que puedan asesorarlo preceptivamente, de manera que pueda 
definir sobre el tema puesto en consideración, luego de que esta comisión -que 
presidiremos y que deberá ser readecuada con un decreto institucional- opine 
sobre la oportunidad y el mérito. 


Entonces, comparto absolutamente el criterio -si no fuera así lo diría- de 
que no aparezca en el marco normativo una cuotificación establecida para el 
funcionamiento de una comisión que tendrá carácter permanente. Si luego, en 
el marco del juego de la generación de lo político, del juego con mayúsculas de 
la institucionalidad democrática en un Estado republicano de derecho, se 
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marcan otras pautas, la Oficina Nacional del Servicio Civil las cumplirá como 
corresponde, provengan de la legislación o de la política que fije el Poder 
Ejecutivo. 


Nosotros exhortamos a que esta comisión se mantenga con la 
característica de tener un fuerte componente técnico de integración de las 
capacidades del Poder Ejecutivo en la materia como un órgano previo, 
preceptivo y favorable de información sobre oportunidad y mérito de lo que se 
proponga por cada uno de los incisos. En otras cosas que se establezcan, les 
pedimos -aunque no tenemos derecho- que no se nos afecte -iba a usar la 
palabra "contaminación", pero no sería justo- la creación de esta estructura que 
es trascendente hacia el futuro -la sentimos como algo muy importante para la 
fijación de políticas- con temas que pueden estar vinculados a lo circunstancial. 
Esta norma genera una unidad de trabajo que está informando al Poder 
Ejecutivo sobre políticas que diseñará por sí mismo o a través de la legislación. 
Este es el planteamiento respecto a este artículo. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Yo también pregunté sobre el artículo 41 dentro del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Allí se habla de exceptuar a la Dirección 
General de Casinos de la regulación general que estableció la ley de 
presupuesto para la aprobación de las reestructuras de los puestos de trabajo. 
Como eso afecta un rol que tiene la Oficina, pedí su opinión. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Nuestra Oficina no tiene participación en 
este tema. De todos modos, es interesante tener en cuenta -esto corre por 
cuenta personal- la figura de la Dirección General de Casinos. Se trata de una 
organización sobre la que hoy hay un proyecto de ley que tiende a su 
descentralización. Es ese tipo de organismo híbrido -existen otros, pero este es 
un caso que le cuesta muchos exámenes en la Facultad de Derecho a la gente- 
con capacidad de formulación presupuestal. Si se le exonera del cumplimiento 
del artículo 7* es porque efectivamente tendría que cumplirlo. De todas formas 
-esta es una opinión aventurada-, creo que todo esto va en el camino de 
transformarlo en un organismo de naturaleza descentralizada, y ahora estamos 
en un paso intermedio. 


No estoy en condiciones de poder contestar porque se trata de un 
artículo que proviene del Ministerio de Economía y Finanzas, que hizo sus 
estudios de un órgano que conexo a ese ministerio y del que nuestra Oficina no 
forma parte. Todos sabemos que en este Parlamento existe un proyecto de ley 
que tiende a la descentralización y que, al mismo tiempo, el organismo tiene la 
capacidad de ejecutar presupuesto. 


Si mañana nuestra Oficina es convocada para trabajar al respecto, lo 
hará. Si la Oficina es llamada para organizar la reestructura del servicio 
descentralizado -o lo que fuere; así como lo hicimos con la Fiscalía General de 
la Nación y con tantos organismos-, pondremos todo lo nuestro para hacerlo. 
No tengo otra posibilidad que limitar mi respuesta a este punto, que tiene más 
características de análisis. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- A la respuesta prudente y diplomática del señor 
director, anuncio que haremos la propuesta -que daremos a conocer en su 
momento- de desglosar este artículo y pasarlo a la Comisión de Hacienda para 
que lo considere junto con el proyecto de ley de la nueva forma institucional del 
juego. Se trata de elementos fuera del presupuesto nacional; no me parece que 
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corresponda tratarlos ahora. Eso es consistente con alguna opinión que se 
daba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Otros sectores políticos que integran esta Comisión tomarán nota de lo 
que acá se acaba de anunciar el señor diputado, y lo discutiremos en su 
momento. 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Como es nuestro deber, seremos fieles 
cumplidores de lo que se disponga por ese tema. 


Ahora, vamos a hablar del artículo 4% de la propuesta. Me refiero al 
control de cuotas de personas con discapacidad y afrodescendientes en los 
llamados a concurso. 


Antes de ingresar al artículo, debo decir lo siguiente. Nuestro 
observatorio ha elaborado un material sobre el tratamiento interpersonal de 
personas con discapacidad que, si la Comisión lo autoriza, me gustaría 
hacerles llegar. En un tema tan sensible, hay una posibilidad de establecer un 
mecanismo de denominación y diálogo que determine un modo para 
comunicarnos con esas personas. El artículo 4*, dice: 


"Los organismos comprendidos en el artículo 49 de la Ley N* 18.651, de 
19 de febrero de 2010 y en el artículo 4* de la Ley N* 19.122, de 21 de agosto 
de 2013, en cada oportunidad de iniciar un proceso de selección de personal 
para la provisión de vacantes, deberán indicar en forma expresa el o los 
perfiles que se cubrirán con los cargos, funciones y créditos presupuestales 
afectados al cumplimiento de dichas disposiciones. 


En el ámbito de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, estos 
organismos deberán comunicar a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la 
Contaduría General de la Nación los siguientes datos, que surgirán del padrón 
presupuestal vigente al 31 de diciembre del ejercicio inmediato anterior: 


a) Total de vacantes de cargos presupuestales y funciones contratadas 
de cualquier escalafón y grado, que reúnan las condiciones exigidas en la 
normativa citada en el inciso primero del presente artículo". 


Esto refiere al comentario que se ha hecho en sala de los perfiles que 
pueden tener las personas que están en estas situaciones, que queremos 
proteger y promover, para que nos digan con claridad cómo está prevista esa 
situación. 


Continúo leyendo el artículo 4*: 


"b) Importe total del crédito presupuestal correspondiente a los cargos 
presupuestales y a las funciones contratadas comunicadas. 


c) Cargos vacantes y funciones contratadas que se afectarán para dar 
cumplimiento a los porcentajes mínimos legales". 


El fundamento de esta norma es reafirmar las políticas públicas de 
inclusión de los grupos protegidos en las siguientes normas: Ley N* 18.651, de 
19 de febrero de 2010, sobre protección integral de personas con discapacidad; 
Ley N* 19.122, de 21 de agosto de 2013, sobre personas afrodescendientes. A 
los efectos de promover el acceso de las personas con discapacidad -el verbo 
es "promover"- y la inserción -segundo verbo nuclear- social equitativa del 
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colectivo afrodescendiente, es necesario profundizar las políticas públicas y dar 
cumplimiento a las normas ya dictadas. Al respecto, el presente artículo prevé 
la forma en que los organismos deben cubrir las vacantes, los requisitos de 
idoneidad para desempeñar los cargos y así garantizar la plenitud de los 
derechos de las personas protegidas. 


La nueva propuesta impone un nuevo requisito y un más efectivo 
mecanismo de control del cumplimiento de la normativa vigente; recalco las 
palabras "requisito" y "mecanismo". Con esta norma se pretende alcanzar a los 
organismos obligados en general: todo el Estado más personas públicas no 
estatales. En el caso de los incisos de la Administración central, deberán en 
forma expresa individualizar los cargos y funciones que se reservarán 
anualmente a tales efectos e identificar en cada oportunidad de tramitación de 
un llamado a concurso en qué perfiles se dará cumplimiento a las cuotas 
asignadas para los colectivos protegidos por la norma. Aquí quiero remarcar 
algo clave de este asunto. Acabo de decir que deberán en forma expresa 
individualizar los cargos y funciones e identificar en cada oportunidad en que 
comienza la tramitación de un llamado a concurso en qué perfiles se dará 
cumplimiento a las cuotas asignadas para los colectivos protegidos por la 
norma. Servicio Civil, que es la institución que tiene la responsabilidad de 
generar esos llamados, exigirá y condicionará el llamado a esta explicación, no 
al cumplimiento, sino a la explicación, porque aún en el error, si es de buena fe, 
tiene que tener una explicación. 


Entonces, lo que les vamos a estar exigiendo, si este proyecto de ley es 
aprobado por ustedes, es que nos justifiquen por qué hay los que hay y no hay 
los que podría haber. 


Por último, quisiera compartir una joyita con la que venimos soñando 
desde hace mucho tiempo y que tiene que ver con la ENAP, la Escuela de 
Servicio Civil. En su oportunidad lo planteamos aquí como un propósito y hoy 
se lo traemos en negro sobre blanco para que lo puedan considerar. Sin duda 
que el objetivo central de Servicio Civil y de todos nosotros -porque esto no es 
solo Servicio Civil- es el desarrollo del talento humano en la gestión pública, el 
desarrollo de la gestión humana, alejarnos cada vez más del concepto 
"recursos humanos" para trabajar sobre el concepto "gestión del talento 
humano"; alejarnos de considerar al trabajador como un recurso, sino como 
alguien a promover para el mejor cumplimiento de los fines; tener claro que es 
el funcionario para la función y no al revés, pero que el funcionario cada día 
debe estar con una mayor posibilidad de formación. 


Aquí estamos manteniendo la capa de formación que actualmente tiene 
la Escuela, pero le estamos agregando un escalón más, por lo que, de 
aprobarse, nos estaríamos colocando en el mayor grado internacional 
comparativo de quienes tienen la facultad de extender títulos de nivel terciario 
no universitario. Por ejemplo, estaríamos en condiciones de dar cursos que 
tienen más de setecientas horas de exigibilidad. Es decir que estamos 
hablando de una elevación cualitativa muy fuerte. Algo en lo que venimos 
soñando desde hace mucho tiempo. 


El artículo 5% que proponemos en esta rendición de cuentas dice: 


"Sustitúyese el literal c) del artículo 4% de la Ley N* 15.757, de 15 de julio 
de 1985, por el siguiente: 'c) Establecer los planes y programas de capacitación 
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de los funcionarios públicos, en función de las necesidades de los diferentes 
organismos y conforme a los principios de la carrera administrativa" -lo nuevo 
es lo que sigue- "pudiendo brindar asimismo cursos de formación terciaria no 
universitaria, vinculados a la función pública. Los títulos que como 
consecuencia de estos últimos se expidan, serán registrados en la Dirección de 


Educación del Ministerio de Educación y Cultura". 


Pasan por esta unidad, que establece el nivel académico para darle la 
calidad académica y técnica al título que se expida. Es un gran desafío para 
Servicio Civil, pero también llenamos un enorme vacío. 


La fundamentación establece que la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
en cumplimiento de su objetivo de promover, desarrollar y coordinar la 
formación permanente de los funcionarios públicos, se plantea a través de su 
Escuela Nacional de Administración Pública (ENAP) fortalecer su oferta, 
diversificando y ampliando la propuesta formativa. 


Los actuales requerimientos de los organismos de la Administración 
pública, relacionados con la puesta en práctica de procesos complejos en un 
Estado que se renueva y moderniza, exigen la adquisición de competencias 
nuevas, que solamente pueden ser satisfechas en formatos de mayor 
profundidad y extensión, afines al nivel terciario que permita avanzar en la 
profesionalización de la función pública. Si tuviera que quedarme con una idea 
fuerza es: "profesionalización de la función pública". 


En la actualidad se cuenta con las condiciones adecuadas para la 
implementación de cursos de nivel terciario no universitario, en tanto la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y la ENAP poseen la capacidad y experiencia, 
acumulada a través de sus años de funcionamiento y del dictado de cursos de 
diferente duración. A su vez, se cuenta con docentes de excelente nivel y con 
la infraestructura de apoyo a cursos tanto presenciales como virtuales, porque 
se ha desarrollado fuertemente la plataforma virtual. Y los invitamos a que, en 
algún minuto de sosiego, vayan a verlo, porque son esas cosas que uno ve 
materializadas del esfuerzo teórico que siempre significa legislar. 


El nivel terciario no universitario implica, además, el compromiso que 
requiere este nivel superior en términos de dedicación horaria, exigencia y 
profundidad de los temas tratados. 


Debo confesarles, que en la confianza de que esto contaría con el apoyo 
de ustedes, nos hemos anticipado y tenemos un grupo de trabajo 
interdisciplinario que cuenta con la colaboración de académicos de primer nivel, 
para que nos ayuden a ir diagramando esto, a la espera de lo que ustedes 
decidan, pero como la ansiedad con esto es más fuerte que yo, estamos 
trabajando ya en esa dirección. 


Es cuanto tenemos que informar en relación a Servicio Civil. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En el artículo proyectado que refiere a la capacitación 
de funcionarios públicos, ¿cuál es el concepto de funcionario público que 
debemos tomar: el amplio o el restrictivo, que maneja el Estatuto del 
Funcionario Público o incluso los artículos 59 y siguientes de la Constitución? 


SEÑOR SCAVARELLI (Alberto).- Si contesto exegéticamente, con precisión 
quirúrgica, digo que son los funcionarios públicos. Si contesto en función de 
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cuál es la aspiración, debo decir que deberíamos hacer el esfuerzo de abarcar 
a todo aquel que preste función pública, en el sentido amplio de la expresión. 


Nuestra concepción filosófica tiene que ver con la protección de los 
derechos humanos cotidianos, aquello que tiene que ver con el habitante del 
país que se enfrenta al mostrador de la Administración. No importa la 
naturaleza jurídica del organismo donde está el mostrador; lo que nos importa 
es que la persona que atiende a ese habitante cuente con lo mejor. 


En esta tercera oleada de generación de derechos humanos -de lo que 
todos nos congratulamos, porque implica un avance profundo de la 
humanidad-, tenemos la convicción de que, de pronto, si a un pasivo le llega 
una cuenta de agua desproporcionada o una factura de gas que no calcula, le 
puede producir una angustia de tal magnitud que puede costarle hasta su 
propia tranquilidad de vida. Entonces, es importante tener del otro lado un 
funcionario que pueda asumir esto. 


La Escuela hoy está dictando cursos que tienen que ver con la 
prevención de patologías de conducta advertidas en el trabajo, no como 
consecuencia del trabajo. Y esos cursos tienden a formar a jerarquías y 
mandos medios de la Administración para que adviertan cuando los 
funcionarios empiezan a decaer como consecuencia de su propia vida personal 
y no esperen a que caigan en un proceso depresivo para luego sancionar, es 
decir, para que intervengan preventivamente. Y ese es un tema en el que 
estamos trabajando, al igual que en adicciones, ludopatías y salud mental 
vinculada a las patologías, más que nada de conducta, vinculadas a la 
Administración. 


Además, estamos planteando otro cursito que tiene que ver con la 
preparación del funcionario para su período prejubilatorio, también desde la 
Escuela, aunque es en otro rango que no tiene nada que ver con ese. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al director de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil por la detallada explicación brindada y también por sus 
ansiedades, que son bienvenidas. Ha sido una muy completa presentación. 


Muchas gracias por su comparecencia. 
Se levanta la sesión. 
(Es la hora 12 y 34) 
———Continúa la sesión. 
(Es la hora 17 y 40) 


———Proseguimos con el análisis de la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2015. 


Es un gusto recibir en la tarde hoy a una delegación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente integrada por la señora 
ministra, arquitecta Eneida de León; el señor subsecretario, arquitecto Jorge 
Rucks; el director general, doctor Homero Guerrero; el director de Aguas, 
ingeniero Daniel Greif; el director de Vivienda, arquitecto Salvador Schelotto; la 
asesora, economista Sandra Rodríguez; el director nacional de Ordenamiento 
Territorial, arquitecto José Freitas; la directora de Planeamiento de Medio 
Ambiente, señora Cecilia Cairo; el director nacional de Medio Ambiente, 
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ingeniero químico Alejandro Nario, y la asesora, señora Paula Mosca, quienes 
han sido convocados para hacer la presentación de su Cartera. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Es un gusto estar aquí. 


Voy a trasmitir -no muy sucintamente- un balance de la situación del año 
pasado y la posición en la que estamos situados ahora. 


El Ministerio se propuso durante 2015 aplicar una política de trabajo 
integrado entre todas las unidades ejecutoras para atender la transversalidad 
de los temas, como el clima, el ambiente, el agua, el ordenamiento territorial, el 
hábitat y la vivienda. Esto ha resultado en una mayor eficiencia e impacto en la 
sociedad y mejora de la gestión. Por ejemplo, el apoyo de otras direcciones a la 
Dirección de Vivienda para elaborar el plan quinquenal -apoyo que recibió 
también Dinama de Dinot para evaluar situaciones de autorizaciones 
ambientales previas- ha sido una estrategia que ha fortalecido tremendamente 
nuestro Ministerio. Sin perjuicio de que por mandato constitucional se está en 
permanente coordinación con otros organismos que se comunican con el Poder 
Ejecutivo por intermedio de nuestro Ministerio, en materia de cooperación se 
interactúa permanentemente en forma coordinada con distintos ministerios u 
organismos. La coordinación que hacemos es sobre todo con los Ministerios de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, Industria, Energía y Minería, Relaciones 
Exteriores y Defensa Nacional, especialmente en materia de cambio climático y 
de agua. Naturalmente, esto conlleva que también se coordinen temas de 
medio ambiente. Es fundamental la coordinación con la Universidad de la 
República y con el LATU, especialmente en cuanto a la investigación y el 
monitoreo, que además nos ayuda muchísimo. 


Con respecto a la política de descentralización, hemos acordado 
diversos convenios -después vamos a hablar de ellos- con los distintos 
Gobiernos departamentales y, también, con el tercer nivel de gobierno. 


En el último cuatrimestre de 2015 y en lo que va de este año, el 
Ministerio inició una gira por el interior, por fuera de los Gabinetes, para 
generar una primera línea de acercamiento con los Gobiernos 
departamentales. Se presentaron allí, ante las nuevas autoridades que fueron 
elegidas en los departamentos, todas las líneas de nuestro Ministerio, se tomó 
conocimiento prioritario y se establecieron las relaciones institucionales 
correspondientes con los funcionarios que tenían que llevarlas adelante. Eso 
ha facilitado tremendamente la coordinación en territorio, porque si nuestro 
Ministerio no se comunica a través de las intendencias departamentales e, 
inclusive, de los otros niveles de gobierno, no podemos trabajar. 


Se reunió el equipo del Ministerio, integrado por prácticamente todos los 
presentes. Quiero agregar que a esto se une también el Sistema Público de 
Vivienda. Hoy están faltando Mevir, que está en otras actividades, y la Agencia 
Nacional de Vivienda, que no pudo asistir, pero está representado el Plan de 
Mejoramiento de Barrios, ex PIAl, que hace esta gira conjuntamente con 
nosotros. Empezamos esta gira el 10 de setiembre, y ya recorrimos Canelones, 
Florida, Durazno, Colonia, Soriano, Tacuarembó, Artigas, Treinta y Tres, 
Lavalleja, Maldonado, Rocha, Paysandú, Salto y Río Negro. Este año ya 
tuvimos dos encuentros en Montevideo y en los cuatro departamentos 
pendientes se van a realizar a la brevedad. Estas instancias han resultado 
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sumamente productivas y vamos a tener que repetirlas porque muchas veces 
las reuniones se reducen a la visita del intendente, cuando viene al Congreso 
de Ministros o a algún grupo, pero cuando viajamos con todo el equipo la 
interacción es mucho más activa y productiva. 


Quiero informar que este Ministerio tuvo doscientas cincuenta audiencias 
en los diez Consejos de Ministros que se han realizado en el interior, ochenta 
de las cuales fueron vinculadas a temas ambientales -denuncias sobre el agua, 
residuos, saneamiento, calidad del aire-, y ciento setenta relacionadas con 
viviendas, donde se atendieron solicitudes individuales, realojos en casos 
difíciles, cooperativas, organizaciones civiles y demás. 


Voy a hacer un resumen por Dirección. 


En la Dinagua, Dirección Nacional de Aguas, durante el año 2015 se 
concretó una propuesta de Plan de Aguas que fue una de las prioridades en la 
que se involucró toda la Dirección. Además de esta gestión integrada que se 
hace a través del Plan de Aguas, se busca pasar de la atención de emergencia 
a la gestión de riesgo, de manera anticipada, tanto para situaciones de 
inundaciones como de sequías, integrando acciones de prevención y de 
mitigación que son fundamentales para nuestro país. 


De ahí surgen los mapas de riesgo. A nivel urbano, se realizaron mapas 
de riesgo en las ciudades que presentan mayores vulnerabilidades. Son 
instrumentos de planificación para la construcción de infraestructuras y de 
viviendas públicas y privadas. A partir del trabajo coordinado de la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial con las intendencias departamentales se 
integran los planes de ordenamiento territorial departamentales. 


Con respecto a la Dinagua, esta gestión integrada y participativa se da a 
través de los consejos regionales y de comisiones de cuenca. Se han 
elaborado planes concretos, como implementación de zonas de amortiguación 
y reglamentación de obras de defensa. También se elaboraron propuestas de 
medidas para mejorar la calidad del río Negro, un plan de acción para la 
cuenca del río Santa Lucía -que ya tiene algunos años- y el plan de gestión 
integrada de dicha cuenca. 


Asimismo, se trabajó en el sistema del acuífero Guaraní, se propuso la 
reglamentación de la construcción de las obras de defensa hídrica -que viene 
del artículo 152 del Código de Aguas-, se propuso el Plan de Gestión Integrada 
para la Laguna del Cisne, se desarrolló el Sistema de Alerta Temprana -que 
nombramos- y se agregó la Comisión del Río Yí con el Sistema Nacional de 
Emergencia. 


A su vez, se ha hecho sustitución y renovación de las estaciones de 
monitoreo de niveles y caudales, y se realizaron estaciones con trasmisión 
remota piloto en la cuenca del río Santa Lucía. 


Los mapas de riesgo de inundación -de los cuales hablaba- son una 
herramienta fundamental no solo para los planes de ordenamiento territorial de 
cada departamento sino también para la elaboración de los planes de vivienda 
y la ubicación de los terrenos donde, por ejemplo, es muy común que las 
cooperativas se quieran asentar en las ciudades del interior. Estos proyectos se 
han hecho para las ciudades de San José, Treinta y Tres, Ciudad del Plata, 
Paysandú, Florida y Mercedes. Al incorporar estos planes de ordenamiento 
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territorial se contribuye a evitar la construcción de viviendas en áreas 
indudables, como ha pasado en las ciudades de Artigas, Bella Unión y 
Durazno, donde estos mapas ya están realizados. En cuanto a los planes de 
aguas urbanas, hay una planificación integrada que se realizó para las 
ciudades de Young y Salto. 


Tenemos un proyecto en marcha con la Agesic para que este año todos 
los trámites de la Dinagua se puedan iniciar en línea, aquellos que en la 
actualidad se realizan solamente en Montevideo a pesar de que existen 
oficinas en el interior. 


Algo muy importante a destacar es que Uruguay fue elegido como sede 
de la Conferencia de Directores Iberoamericanos del Agua para el año 2017. 


Hay un programa marco de la Cuenca del Plata entre Uruguay y Brasil 
por el río Cuareim por el que se han incorporado tecnologías de monitoreo, 
mediciones de cantidad y calidad de agua, modelación de crecidas y alertas 
tempranas para proteger las ciudades de Artigas y Quaraí. 


Hay un elemento muy importante que quiero mencionar: con el apoyo de 
las Naciones Unidas y de la Unesco, se instaló en Uruguay el Centro Regional 
para la Gestión de las Aguas Subterráneas. Nos enorgullece que nos hayan 
elegido como sede regional de esta organización. 


Se continúa trabajando en Ciudad del Plata. Como saben, es un asunto 
difícil. Se está trabajando junto a OSE, la Intendencia de San José y la OPP en 
consultorías y demás para resolver los problemas que tiene esta zona. 


Con respecto a ordenamiento territorial, se realizó el atlas de la cuenca 
del río Santa Lucía, que está en el sistema para uso y conocimiento general. 
Les recomiendo que accedan a él, ya que es un documento sumamente 
importante e interesante que muestra la historia del uso de toda la cuenca del 
río Santa Lucía y su situación actual. 


También se lanzó un reporte digital, Nuestro Territorio, del que ya se 
publicaron dos números. 


Asimismo, tenemos el desarrollo del sistema de información territorial, en 
el marco del proyecto Infraestructura de Datos Espaciales, que tiene la 
Presidencia de la República, con la que estamos coordinando de manera muy 
especial. 


Tenemos avances en el desarrollo de las estrategias metropolitanas, 
ordenando las actividades extractivas. Ustedes saben que en nuestro Ministerio 
se resuelven los temas de canteras de granito y de arena con las Intendencias 
de Montevideo, Canelones y San José, la Dinamige del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
fundamentalmente con Hidrografía y Vialidad. 


La Dirección de Ordenamiento Territorial ha firmado con casi todos los 
departamentos convenios para coordinación técnica y financiera. Entregamos 
un monto de dinero a las intendencias y les damos el apoyo técnico para que 
puedan desarrollar sus directrices departamentales en ordenamiento territorial. 


Se ejecutaron dos contratos de consultoría, en el marco del convenio del 
Ministerio con la OPP, para la formulación de guías metodológicas y 
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capacitación de técnicos en las diecinueve intendencias, que son instrumentos 
de gestión y ordenanzas departamentales de ordenamiento territorial. 


También hay un fuerte crecimiento de la formación de los recursos 
humanos. Estamos haciendo hincapié en la maestría en Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano que existe en la Universidad de la República. 


Hacemos investigación por el Sistema Nacional de Ciudades 
Intermedias del Uruguay, con el Instituto de Teoría y Urbanismo de la Facultad 
de Arquitectura. Para el estudio del país en general tenemos subsistemas en 
Artigas, Rivera, Tacuarembó y subzonas, que son muy importantes. Estos 
convenios con la Universidad de la República están dando muy buenos 
resultados. 


Se celebró un convenio de cooperación con la Fundación Ricaldoni, de 
la Facultad de Ingeniería, para el fortalecimiento institucional y la asistencia 
técnica, y hemos hecho varias jornadas sobre ordenamiento de territorios de 
frontera que, como es de conocimiento público, son situaciones problemáticas 
para nuestro país. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Vivienda, el sistema público de 
vivienda está integrado por la Dirección Nacional de Vivienda, el Programa 
Mejoramiento de Barrios -exPIAl-, la Agencia Nacional de Vivienda, el 
Movimiento de Erradicación de Vivienda Insalubre Rural, el Banco Hipotecario 
del Uruguay y el Plan Juntos. 


Voy a dar algunos números, y luego si necesitan alguna aclaración con 
gusto la proporcionaremos. En 2015 terminamos unas 3.018 nuevas viviendas 
y otorgamos 611 préstamos para refacción, ampliación o reforma, o sea 
acciones sobre el stock de viviendas, y 738 contratos de alquiler garantizados 
por nuestro Ministerio. Eso significó unas 4.367 soluciones habitacionales. En 
general son del año 2015, pero puede haber arrastre del año 2014. 


Con respecto a las que todavía están en gestión y han pasado a este 
año, son unas 13.000 soluciones habitacionales, que esperamos que se 
completen este año, entre viviendas nuevas -alrededor de 11.000- y 2.000 
préstamos para refacción o ampliación. 


Respecto a la calidad, el año pasado se elaboró el Plan Quinquenal de 
Vivienda, en el marco de la Comisión Asesora de Vivienda, Coavi. Allí 
participaron durante dos meses, en reuniones semanales, más de cincuenta 
representantes de organismos públicos y privados, sociedad civil organizada y 
demás. Se definieron las prioridades de intervención y contamos con 
dispositivos concretos de actuación interinstitucional, especialmente con el 
Ministerio de Desarrollo Social hacia los programas de proximidad: Uruguay 
Crece Contigo, Jóvenes en Red y Cercanías, que mejoran nuestra capacidad 
de respuesta. Estas respuestas integradas incluyen a Dinavi, el Plan de 
Mejoramiento de Barrios, Juntos, la Agencia Nacional de Vivienda y Mevir. 


Nuestro Ministerio se ha consolidado como generador de conocimiento 
en la problemática habitacional. Esto se ha hecho a lo largo de muchos años, 
con mucho trabajo de muchos funcionarios. Es un referente para otros 
organismos públicos y privados, por el cual se establecen los déficits 
habitacionales, se analizan las tendencias demográficas para el quinquenio y, 
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fundamentalmente, insistimos mucho en el análisis de la demanda. En este 
sentido, trabajamos en conjunto con el Instituto Nacional de Estadística. 


Increíblemente, la política de vivienda y hábitat instrumentada en los 
últimos diez años se ha constituido en referente para América Latina. Hemos 
recibido a representantes de gobiernos como Costa Rica, Chile y Bolivia, 
responsables de esta temática, que vienen a recibir los insumos que podamos 
darles con respeto a nuestras leyes y especialmente en lo relativo al 
cooperativismo en el Uruguay. 


Se redactó una normativa departamental de higiene y habitabilidad de la 
vivienda, con delegados del Congreso de Intendentes y la Sociedad de 
Arquitectos del Uruguay. 


Dentro del Sistema Público de Vivienda tenemos el Plan de 
Mejoramiento de Barrios, que en 2015 alcanzó a realizar cinco obras. Llegó a 
unas 2.100 personas, en 579 hogares en Montevideo, Maldonado, Artigas y 
Cerro Largo. Este plan trabaja fundamentalmente sobre la infraestructura. Por 
lo tanto, es muy importante en esos lugares donde se ha llegado a los más 
desfavorecidos para la atención de temas como saneamiento, agua potable, 
electricidad, vialidad, drenaje de pluviales, equipamiento comunitario y, 
además, mejoramiento de la vivienda. 


Tenemos tres obras adjudicadas, iniciadas en 2015, para garantizar los 
estándares de servicio para 2.500 hogares, lo que alcanza a 7.307 personas, 
en cinco asentamientos de Montevideo, Canelones y Artigas. Se aprobaron 
cuatro proyectos para ingresar a la fase de licitación, que abarcan nueve 
asentamientos de Montevideo y Salto. El total de hogares que se atendieron 
por este medio en 2015 -no incluyo este período de 2016- fue de más 3.600. 


El Programa de Mejoramiento de Barrios incorpora a los Municipios y 
valida las obras integradas en los proyectos de mejoramiento de barrios, lo que 
lleva a que la inversión que se hace sea legitimada y, por ende, mejoren los 
mecanismos de sustentabilidad en estos barrios tan carenciados. 


También se está tratando de acelerar la concreción de las titulaciones de 
los predios, elemento muy importante para los ocupantes que, en general, son 
precarios. El incremento de estas intervenciones en áreas precarizadas 
fortalece la legitimidad de la participación comunitaria, tanto en el tejido 
residencial informal como en el formal. 


Hemos traído algunos números con respecto al Plan Juntos, porque a 
pesar de que en el año 2015 todavía no estaba incorporado a nuestro 
Ministerio, ya habíamos comenzado a trabajar en conjunto. En 2015 el Plan 
Juntos brindó 272 soluciones habitacionales y comenzó la gestión de 322 más 
-muchas de las cuales ya están terminadas-, lo que da un total de 
aproximadamente 600 soluciones. Al integrar el Plan Juntos al Sistema Público 
de Vivienda, también lo incluimos en la elaboración del Plan quinquenal, por lo 
que resulta fundamental que tomemos los aprendizajes que derivan de él con 
respecto a la precariedad habitacional para poder mejorar nuestra intervención 
en esos niveles. El Plan Juntos hoy también integra el Comité de Proximidad 
del Consejo Nacional de Políticas Sociales. 


Como ustedes saben, Mevir realiza una serie de intervenciones y, 
además de hacer vivienda nucleada y dispersa, para lo cual hizo 19 programas 
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que representaron aproximadamente 732 viviendas, trabaja sobre unidades 
productivas y mejoras prediales, lo que implicó 140 más. Realiza una tarea muy 
importante en el interior, como conectar familias y a veces también escuelas 
rurales a UTE. Tiene 153 intervenciones de este tenor, 332 viviendas 
refaccionadas, 97 viviendas readjudicadas porque, por alguna razón, quedaron 
vacías, y 11 obras por convenio. En total, Mevir ha dado unas 700 soluciones 
habitacionales. 


También queremos mejorar este programa que es sumamente cercano a 
todos los uruguayos porque hace muchos años que está construyendo en el 
interior profundo y ahora se ha acercado más hacia algunos sectores. Por ese 
motivo, se están haciendo diagnósticos serios en los departamentos de Salto, 
Durazno, Florida y Canelones y se plantea la concreción de 979 planes de 
incremento en los participantes para garantizar la permanencia de las familias 
en la zona rural. 


En 2015, la Agencia Nacional de Vivienda entregó 2.350 créditos. Más 
de 1.400 familias escrituraron y cancelaron las deudas; se recuperaron 145 
inmuebles, que fueron ofertados a llamados públicos, e ingresaron 75 
proyectos al amparo de la Ley N* 18.795, relativa al acceso a la vivienda de 
interés social, lo que significa más de 2.000 viviendas. En total, el año pasado 
la Agencia llegó a aproximadamente 4.000 soluciones habitacionales. 


Además, desde el año pasado hay 36.280 créditos gestionados en 
proceso, 3.137 jóvenes adheridos al programa de inclusión financiera Ahorro 
Joven, y 6.500 viviendas en obra al amparo de la ley anteriormente 
mencionada. 


Resulta importante destacar que la Agencia ha logrado disminuir la 
morosidad de la cartera de créditos de fideicomiso del 4% al 3%, lo que 
significó 36.287 créditos. Asimismo, regularizó jurídica y notarialmente 26 
conjuntos habitacionales e incrementó la recaudación de la cartera del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que 
gestiona la Agencia en un 25%. 


En el año 2015, el Banco Hipotecario otorgó 2.000 préstamos, lo que 
implicó $ 4.230.000.000 y captó $ 1.243.000.000 de ahorro 


La participación en créditos hipotecarios del Banco Hipotecario 
representa un 55% del mercado. 


Por otra parte, se redujo la morosidad del total de la cartera por debajo 
del 2,5% y la de cartera nueva por debajo del 1%. Aclaro que estamos 
hablando de la cartera anterior. 


A la vez, se consolidaron acciones concertadas con nuestra Cartera para 
atender segmentos de menores ingresos con aporte del Ministerio a través de 
subsidios explícitos y transparentes. Asimismo, se desarrollo el programa 
Ahorro Joven, que tiene 2.800 cuentas abiertas. 


El total de inversión en vivienda nueva fue de $ 4.029.000.000. En 
acciones sobre el stock, considerando las variaciones que comentamos, entre 
las que incluyo el Plan Juntos, mantenimiento de viviendas del BPS, así como 
reparaciones y mejoras que se aplican en viviendas de pequeñas localidades, 
se invirtieron $ 810.000.000. En subsidios y garantías de alquiler se invirtieron 
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$ 382.000.000 y en programas de mejoramiento de barrios, aproximadamente 
$ 400.000.000, más $ 200.000.000 en otra serie, por lo que la inversión total 
llegó a $ 5.800.000.000. 


En cuanto a la Dirección Nacional de Medio Ambiente podemos decir 
que el plan más importante que se manejó durante el año 2015 fue el de acción 
en el río Santa Lucía y su cuenca. En 2015 se destacó la definición e 
identificación de los padrones incluidos en la zona de amortiguación libre de 
laboreo, la ejecución de los procesos de comunicación a infractores y el control 
de cumplimiento con coordinación interinstitucional. Estamos trabajando muy 
cerca de las intendencias y respondiendo a las denuncias recibidas con las 
inspecciones. En ese sentido, se profundizó el seguimiento y control de las 23 
industrias que están en la zona de protección del río Santa Lucía. Estas 
industrias representan el 90% del vertido industrial que se da en la cuenca. En 
diciembre de 2015, 14 de estas empresas ya habían finalizado la adecuación y 
9 estaban en obra, de las cuales algunas ya están terminadas. 


Nosotros desarrollamos un protocolo relativo a la cuenca en el que 
incluimos al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y a la Intendencia de 
Canelones, tendiente a mejorar el control y seguimiento por aire, tierra y agua. 
Como ustedes saben, todo esto se hace a través de una coordinación muy 
cercana con los Ministerios de Defensa Nacional; Ganadería, Agricultura y 
Pesca e Industria, Energía y Minería -que colabora a través del LATU con los 
monitoreos y demás-, pero esto se ubica dentro de un programa de 
fortalecimiento de la Dirección Nacional de Medio Ambiente y de toda la gestión 
ambiental del país. Sabemos lo que representa el río Santa Lucía y, por tanto, 
nos genera una especial preocupación. 


Naturalmente, otra de las cuencas hidrológicas importantes es la de la 
Laguna del Sauce. En junio de 2015 se aprobó el plan que contiene doce 
medidas que tienden a controlar, revertir y detener el proceso de deterioro de la 
cuenca. En este marco, en el segundo semestre del año pasado se realizó una 
serie de jornadas con expertos extranjeros de Holanda, Estados Unidos y 
Argentina para evaluar estrategias de intervención en cuerpos lagunares. 
Además, se fortalecieron las coordinaciones con el CURE de la Universidad de 
la República, el Ministerio de Defensa Nacional y OSE, porque todo esto hace 
que podamos vigilar tempranamente las floraciones algales y tomar medidas 
con rapidez. Como todos saben, las lagunas tienen un gran problema con las 
floraciones, porque no es agua que corra. Por eso, se estableció todo un 
protocolo de vigilancia y se hacen vuelos cada dos días. Tenemos sensores 
automáticos y muestreos embarcados. 


Por otra parte, continuamos con el monitoreo de la calidad ambiental, 
tanto en matriz agua, aire o suelo. En particular, quisiera destacar que tenemos 
163 estaciones de monitoreo de calidad de aguas que están extendidas por 
todo el país, y el seguimiento de al menos 40 parámetros en cada una de las 
estaciones. Todo este sistema es sumamente complicado, por lo que tratamos 
de coordinar los esfuerzos para medir con los mismos parámetros y no tener 
dispersiones o datos que no nos sirvan. 


Se da esta coordinación para evaluar todos los recursos hídricos. Como 
ejemplo, destacamos la constitución de la Mesa Técnica del Agua, en el 2015, 
con públicos, privados y la Academia; el repositorio ambiental que se hizo con 
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Antel Data, en el que participó la comisión interministerial que formó el 
presidente de la República enseguida de que asumimos. Con la conformación 
de este repositorio se definen estos parámetros para controlar el plan piloto que 
se está instrumentando. También tenemos el grupo de monitoreo costero para 
generar una estructura de monitoreo permanente de nuestra costa, con la 
participación de la Prefectura Nacional Naval, de la Dinara y del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


El número de actividades productivas y empresas que se encuentran 
bajo control ambiental en el año 2015 fueron unas 2.500. El incremento del 
sujeto control es permanente debido a las nuevas autorizaciones ambientales 
otorgadas. Este número es creciente y sigue aumentando. A partir de esto se 
inicia el control, que puede llevar varias décadas y aborda diferentes 
actividades productivas, que son las que afectan más al medio ambiente. 


En el 2015 se aprobaron 218 autorizaciones ambientales previas. Como 
se sabe, estas pueden ser A, B o C; las A son las menos problemáticas y las B 
y las C, las más difíciles. 


Tenemos 206 certificados de clasificaciones de proyectos y un monitoreo 
on line, minuto a minuto, tanto para UPM como para Montes del Plata. 


Se puso a disposición del uso público el visualizador ambiental, que es 
otra herramienta a la que aconsejo que accedan, puesto que integra 
información ambiental en diferentes niveles. Es una herramienta clave para la 
mejora de la gestión ambiental nacional, que cuenta con la información 
actualizada de calidad del agua, aire, áreas protegidas y emprendimientos con 
trámite en la Dinama, porque todos los trámites que se realizan en esa 
Dirección son de acceso público. En el visualizador fueron incluidos todos los 
padrones de la cuenca del río Santa Lucía para potenciar el control ciudadano. 
Esta línea está dirigida a fortalecer la implementación integrada de la política 
ambiental, y las intendencias son elementos fundamentales y claves para 
desarrollar estos programas. 


En el 2015 hemos avanzado en cuanto a la articulación de la gestión de 
áreas protegidas; ese era otro de los problemas que teníamos. Las áreas 
protegidas se han desarrollado en todo el país y, como desde Montevideo es 
difícil hacerlo, resulta fundamental la participación en territorio de las 
intendencias; vamos a seguir buscando su apoyo para mejorar la participación 
pública y privada. 


Asimismo, se mejoró la instrumentación de las denuncias, que se 
pueden hacer on line, y se alcanzaron acuerdos institucionales para que, ante 
una denuncia, inmediatamente pueda movilizarse una inspección de las 
intendencias del interior. 


Tenemos en marcha el tema de residuos sólidos industriales. Se aplicó 
el Decreto N* 182, de 2013, que regula la gestión de dichos residuos y permitió 
dar un salto estratégico en el ordenamiento de la gestión de residuos, además 
de promover alternativas de producción más limpia y puesta en valor de los 
residuos. 


Es importante destacar que data de noviembre de 2015 el primer sitio de 
disposición final de residuos industriales, producto de un proyecto de la 
Cámara de Industrias del Uruguay, que invirtió alrededor de US$ 18.000.000 en 
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esta iniciativa de enorme interés para el país que, además, permite el 
crecimiento de nuestra industria, atendiendo a la calidad del medio ambiente y 
mejorando la posible exportación de nuestros productos. 


En materia de sustancias, se destacan los avances en el Proyecto 
Mercurio. Hemos realizado programas de capacitación para detectar los 
lugares con contaminación de mercurio, con el apoyo de Japón, que es el país 
donde surgió la idea. Es importante saber que Uruguay fue el segundo país en 
firmar el Convenio de Minamata y que participó en la IV Conferencia 
Internacional sobre la Gestión de Productos Químicos que se realizó en 
Ginebra, en el 2015. 


Con respecto al Sistema Nacional de Áreas Protegidas, es importante 
destacar que se trabajó en coordinación con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y que se logró una serie de avances en cuanto a la 
protección de áreas. En el 2015 Uruguay realizó la Convención de Humedales 
de Ramsar, que tuvo un enorme éxito. El subsecretario de nuestra Cartera es 
quien hoy preside esa convención, en la que participa una enorme cantidad de 
países. Los humedales de la laguna de Rocha ingresaron a un sistema que 
Ramsar aceptó y se sumaron los bañados del este, de la franja costera y los 
Esteros de Farrapos, además de las islas del río Uruguay. 


En el 2015 se hizo un plan estratégico del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas e ingresaron los humedales del río Santa Lucía. 


Cabe destacar la importancia de la cogestión de estas áreas con las 
organizaciones de territorio y la sociedad civil. A la fecha el sistema tiene 14 
áreas protegidas. 


Con el Banco Mundial tenemos un proyecto de fortalecimiento de la 
capacidad para mejorar el desempeño ambiental y promover la producción más 
limpia en el sector industrial. Esto implica a los sectores de curtiembre -que son 
importantes para nuestro país, pero muy contaminantes-, al sector del tambo 
-con el apoyo de la OPP, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y del 
LATU-, y en materia de plaguicidas se aprobó el fortalecimiento de las 
capacidades para una gestión ambientalmente adecuada de estos productos. 
Este es un proyecto financiado por el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, 
que tiene mucho dinero para este tipo de actividades. Esto se ejecuta con el 
apoyo de la FAO y están incluidos el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y la Dinama. 


Con respecto al cambio climático, en París, en la COP21, hubo un 
acuerdo muy importante, por el cual Uruguay podrá recibir subsidios y 
financiamientos para enfrentar este problema. Se evitó la amenaza que existía 
por ser productor de alimentos. Naturalmente, nuestra contaminación proviene 
del avance de la producción ganadera y agrícola, que genera emanaciones. Ya 
hicimos una presentación de este acuerdo y de los compromisos que tiene que 
asumir Uruguay en las comisiones de la Cámara de Diputados y del Senado. 
Las Naciones Unidas ya pidieron a nuestro presidente la ratificación de ese 
acuerdo por parte del Parlamento; por lo tanto, en breve llegará el mensaje 
para su aprobación. 


Vamos a utilizar el Fondo Verde para el Clima a fin de fortalecer la 
institucionalidad. Ustedes saben que somos punto focal con respecto al cambio 
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climático. Hoy todo el sistema está reforzado por la creación de la Secretaría 
en la Presidencia; además, están incorporados en el Gabinete Ambiental 
Nacional los Ministerios de Economía y Finanzas, Salud Pública y Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


Si alguien quiere preguntar por la situación en Dolores, traje los 
números; de lo contrario, podemos comenzar a analizar artículo por artículo. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- A instancias de nuestro Ministerio se han 
incorporado cuatro artículos que son de muy fácil lectura. 


El artículo 96 se fundamenta en que, de acuerdo con los planes de 
nuestro Ministerio, se han expropiado bienes que se encuentran abandonados 
por sus dueños, para construir viviendas. Sin embargo, para hacer la toma 
urgente de posesión es necesario realizar lo que se llama oblación y 
consignación del monto de la tasación; es lo que la Constitución llama "justa y 
previa compensación". 


Esa compensación es depositada por nuestro Ministerio en el Juzgado, a 
nombre de autos, sin que muchas veces ningún interesado vaya a cobrarla o la 
reclame, porque sencillamente los propietarios no existen o no están enterados 
de la situación. Por lo tanto, es necesario salvaguardar los intereses de los 
propietarios o de los legitimados para el cobro, pero también el dinero de la 
sociedad. 


En definitiva, se propone que el Ministerio pueda solicitar al Juzgado la 
restitución de esa suma. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Me parece muy exiguo el plazo de cinco años 
que se establece. Me gustaría que se ampliara la explicación del artículo, 
porque no se establece expresamente qué destino se le dará al dinero: si 
pasará a formar parte de la construcción de viviendas o irá a gastos de 
funcionamiento. Esto puede ser una forma de generar una deuda, hasta que no 
prescriba. Digo esto por lo que establece el último inciso: "Lo dispuesto en el 
inciso anterior, no obsta el ejercicio de cualquier otra acción de los expropiados 
para cobrar la compensación que correspondiera por la expropiación [...]". 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Se han planteado dos aspectos. Por un lado, 
ese dinero sale del Fondo Nacional de Vivienda; por lo tanto, si se restituye, 
vuelve a él. 


En cuanto al último inciso, si pasados los cinco años aparece una 
persona que presuntamente tiene derecho sobre ese dinero o sobre esos 
bienes, hará la reclamación prevista en el Código Civil como norma general. Lo 
que nosotros queremos es que ese dinero no quede depositado en el Juzgado 
y vuelva al Ministerio. Por más tiempo que haya pasado, el Ministerio es 
solvente y se podrá accionar contra él. 


Lo único que se cambia de la legislación actual es que se le pueda 
reclamar al juez que el dinero no quede depositado in eternum en un banco; 
repito que, generalmente, queda en el Banco de la República, a nombre de 
autos. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- Supongamos que el Ministerio se hizo del 
dinero, el reclamante recurre y el fallo termina siendo a su favor. El Ministerio 


51 


invirtió ese dinero, ya no lo tiene, se evaporó. ¿Cómo hace el Ministerio 
presupuestalmente para hacer frente a los fallos favorables a los reclamantes? 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Reitero: ese dinero está depositado a 
nombre de autos y pasará al Ministerio. Cuando una persona tiene derecho y 
por la vía correspondiente, ya sea administrativa o judicial, lo reclama, va 
contra el Ministerio. En los distintos presupuestos se establecen sumas para 
imprevistos, en los que también están comprendidos los juicios. 


Reitero que lo único que se hace es permitir que el dinero salga de la 
órbita del Banco República y vaya al Ministerio. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- La posición del diputado Cardoso es 
exacta, en el sentido de que cinco años parece un plazo bastante exiguo. 
Pongamos el ejemplo de una persona propietaria de estos bienes que son 
expropiados que fallece y se tiene que hacer una sucesión. Cabe la posibilidad 
de que no se declaren herederos en un tiempo prudencial y no se pueda cobrar 
ese dinero. Pero eso no se debe a la voluntad de los herederos, sino a un 
trámite sucesorio que puede demorar cinco años. Reitero que es un plazo 
bastante exiguo. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Hay dos procesos judiciales; uno es el 
expropiatorio, que lleva su tiempo. En la hipótesis que el diputado plantea se 
trata de un proceso sucesorio; los dos corren por caminos distintos. Si se 
termina la sucesión y el certificado de resultancia de autos declara universal 
heredero a alguien, esa persona, si tiene derecho, va contra el Ministerio, 
porque este se hizo del dinero. Si yo fuera heredero, qué mejor que ir contra un 
ente del Estado y no contra una persona que se insolventó. No creo que eso 
vaya en desmedro de los derechos de posibles personas que puedan reclamar 
a instancias de esa expropiación. 


El plazo de los cinco años se estableció para que el dinero no quedara 
eternamente en el banco. Creo que se salvaguarda el derecho de los 
herederos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias doctor Guerrero por su explicación. De todas 
maneras, cuando analicemos el articulado en general podremos hacer las 
consultas correspondientes. 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Continúo mi exposición sobre los artículos 
del Ministerio. 


El artículo 97 deroga el último inciso del artículo 26 de la Ley N* 18.795, 
en la redacción dada por el artículo 224 de la Ley N* 18.996. 


El artículo 26 -que, como dije, fue modificado- establece que para la 
enajenación, cesión o constitución de gravámenes respecto de viviendas de 
interés social y demás -el texto es extenso; remite a otras leyes- se prescinde 
del certificado previsto en la Ley N* 16.070 del año 1990. 


El último inciso de la norma fija un plazo: que se puede prescindir de ese 
certificado hasta el 31 de diciembre del año en curso. Se trata del Certificado 
Especial para enajenar una vivienda, que se conoce como certificado del BPS y 
que se requiere cuando se traslada un dominio. 
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Nosotros pedimos la derogación de ese último inciso para que a partir 
del 31 de diciembre de 2016 podamos seguir trabajando y no se exija ese 
certificado. De lo contrario sería bastante complicado escriturar viviendas de 
interés social y regularizar asentamientos. 


SEÑOR LAFLUF (Omar).- En primer lugar, agradecemos a la delegación del 
Ministerio por su visita. 


¿La derogación prevista en este artículo haría posible que cuando se 
fuera a pedir este certificado hubiera, por ejemplo, construcciones sin declarar 
en la vivienda y por lo tanto el BPS no podría dar el certificado? 


SEÑOR GUERRERO (Homero).- Estamos hablando del documento 
comúnmente conocido como certificado del BPS, que es necesario para 
enajenar una vivienda. 


Muchas veces el problema para regularizar asentamientos es que se 
trata de terrenos que hace mucho tiempo que están abandonados. Inclusive, en 
Montevideo hay una cantidad de edificios de la década del ochenta -de la 
época en que cayó la tablita- que quedaron sin terminar. Evidentemente, no se 
puede conseguir certificado del BPS de esos inmuebles. En consecuencia, 
existe el peligro de que no se puedan escriturar. Por eso pedimos la prórroga. 
Esto tenía una prórroga que vencía el 31 de diciembre; con el tiempo habrá que 
mejorar esto y establecer una solución definitiva. Por ahora, pedimos esto. 


El artículo 98 crea en la Dirección Nacional de Aguas el Registro de 
Técnicos Profesionales de Aguas, de acuerdo con lo previsto por el artículo 4* 
del Decreto-Ley N* 14.859, conocido como el Código de Aguas. 


Nuestro Ministerio, por intermedio de la Dinagua y de otros organismos, 
tiene atribuciones para supervisar y vigilar todas las obras que tienen que ver 
con el curso de aguas. Eso se hace a instancias de un técnico, que puede ser 
un ingeniero hidráulico o, por lo general, un ingeniero agrónomo. Eso se 
registra en la Dinagua 


A través de este artículo estamos pidiendo la creación de un cargo de 
técnico profesional de agua para llevarlo en el registro y que esto sea 
controlado por la Dinagua. 


El artículo 99 sustituye un artículo de la Ley de Presupuesto; tiene varios 
incisos. Solicito que lo explique la economista Sandra Rodríguez, de la Dinavi, 
ya que estuvo trabajando en él. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Sandra).- El artículo plantea ordenar lo que ya se 
había aprobado a través del artículo 491 de la Ley de Presupuesto. La novedad 
es que establece que los recursos adicionales que reciba el Ministerio con 
destino a la reconstrucción de Dolores no se computen en el ajuste bimensual 
del Fondo. O sea: asegura que esos créditos efectivamente son adicionales y 
que no se van a afectar los recursos previstos para la inversión del Fondo 
Nacional de Viviendas en otros programas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Voy a hacer una pregunta estrictamente 
presupuestal, vinculada a la propuesta general del Ministerio de Economía y 
Finanzas, referida a la eventual afectación que pueda generar al presupuesto 
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del Ministerio lo dispuesto en el artículo 6%, que aplica a todos los organismos 
que allí no están excepcionados. Quisiera saber si más allá de la excepción 
que se menciona, esta medida afecta algún incremento que estuviera previsto 
en la Ley de Presupuesto para alguno de los programas o de los rubros del 
Ministerio. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- loba a realizar la misma pregunta que ha 
hecho el señor diputado Gandini, es decir, sobre la afectación de las 
asignaciones presupuestales. 


Las otras dos consultas que voy a hacer tienen que ver con el informe de 
gestión y los desafíos de 2016, que están en el material que nos brindaron. 


La primera es relativa a las viviendas, que nuclean a muchísimas 
familias uruguayas. Es de público y notorio conocimiento que durante el año 
2015 y lo que va del 2016 ha habido alguna problemática con el Plan de 
Vivienda Sindical. No escuché a la Ministra mencionar este tema. El Ministerio 
otorgó cientos de créditos por este motivo. Hoy la gran mayoría de estas obras 
están momentáneamente paradas. Más allá de los problemas que existen con 
temas empresariales en la justicia -no es lo que nos interesa-, quisiera saber 
qué opina el Ministerio y cómo prevé solucionar esta problemática. 


El otro asunto tiene que ver con la Dinama; tampoco se lo menciona en 
el informe de gestión ni en los desafíos 2016; quizá esté y no lo percibí. Me 
refiero a la actuación de la Dinama sobre la franja costera uruguaya, sobre 
todo, en aquellos lugares en los que hay grandes modificaciones de 
ecosistemas. He hecho algún pedido de informes sobre la desembocadura de 
los arroyos Solís Grande, Solís Chico y Pando. Me gustaría tener un informe de 
gestión 2015 y qué es lo que va a pasar en 2016 en relación a las 
modificaciones, el manejo de arenas y las dunas, y todo lo que eso conlleva. 


SEÑOR LAFLUF  (Omar).- Voy a hacer algunas apreciaciones y otras 
consultas. 


En primer lugar, manifiesto mi preocupación -ya le pedí una entrevista a 
la ministra por este tema- por el costo de las viviendas. Por suerte y gracias a 
Dios, en Río Negro se ha hecho mucha construcción de viviendas en sistema 
cooperativo. Realmente, conociendo la situación del país y el nivel salarial que 
existe, trasmití a la señora ministra, y hoy quiero hacerlo acá, mi preocupación 
en cuanto a que me parece muy difícil poder pagar una vivienda, que tal vez 
cuesta más de US$ 100.000, cuando quinientas mil personas ganan $ 15.000. 
Estoy totalmente de acuerdo con que todas las personas tengan acceso a una 
buena vivienda, pero el problema se suscita por lo que cuesta la vivienda y por 
los ingresos que percibe la gente. En este sentido, me gustaría saber a quién le 
estaría llegando esa vivienda. 


Por otro lado, considero que debería haber otra opción de vivienda, que 
también sea digna, pero de menor valor, a efectos de que determinado tipo de 
ciudadanos pueda acceder a ella. Quizás podría implementarse algún sistema 
nuevo de construcción que todavía no se haya desarrollado. Hace diez años, 
cuando formamos parte de la Intendencia, hablamos con las empresas 
forestales de las casas de madera y, además, estuvimos por ir a Chile para 
conocer su experiencia en la construcción de viviendas. Reitero: me parece 
que tiene que haber alguna solución para otro tipo de gente, para que no se 
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genere frustración al no poder pagar la vivienda y tener que entregarla, o por 
no poder acceder a ella. En ese sentido, quisiera saber si está evaluado el 
costo que ha tenido el Plan de Vivienda Social y el monto de exoneración fiscal. 
El Estado hace un esfuerzo enorme resignando recursos para que la población 
acceda a ese tipo de vivienda. 


Por otro lado, quisiera saber si en el Plan Juntos podrían ingresar 
proyectos como los que hicimos en Río Negro de Ladrilleros y Sin Techo. Se 
trata de viviendas dignas, con un costo de US$ 40.000, con participación del 
Ministerio, de Mevir y de la Intendencia. 


Por otra parte, reitero la preocupación que ya trasmití con respecto a la 
responsabilidad que tienen los institutos técnicos de asistencia sobre la obra. 
Hay muchos casos en los que las familias que trabajan construyendo la 
vivienda no saben construir, pero hacen el esfuerzo. Por esa razón, se 
construye mal y después hay que romper, y el instituto no se hace responsable 
de eso. 


En lo que refiere a la garantía de alquileres, es muy difícil conseguirla en 
el interior -tal vez es una percepción mía- porque las inmobiliarias no aceptan 
los instrumentos que sí se aceptan en Montevideo. 


Por último, quiero hacer un planteo que ya hice a la señora ministra y 
ahora aprovecho a hacerlo ante el director nacional de Medio Ambiente, el 
ingeniero químico Alejandro Nario. La UTU está formando técnicos en medio 
ambiente y sería bueno que los egresados pudieran tener una participación en 
empresas constructoras que deben tener en cuenta este tema. A mi modo de 
ver, además de un técnico prevencionista, debería haber un técnico en medio 
ambiente. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Antes que nada, quiero agradecer la 
presencia de la señora ministra y de su equipo y también la presentación, que 
ha sido muy clara. 


Hemos analizado los más de cuarenta proyectos que tiene el Ministerio, 
que están graficados en la Rendición de Cuentas, y vemos que se ejecutó 
93,5% de los montos asignados. Es una buena ejecución. De esos 
US$ 190.000.000 que se ejecutaron, casi 56% se ejecutó en Montevideo y 44% 
en el interior. Y esto sucede en un país donde el 39% de la población vive en 
Montevideo y 61% en el interior. Se habla de que existen asimetrías; entonces, 
habría que empezar a corregirlas. En la medida en que no se construye en el 
interior, lamentablemente, la gente va a seguir emigrando a Montevideo. La 
gente no es tonta y advierte que si se viene a un asentamiento en Montevideo 
consigue más fácilmente la solución habitacional que si se queda en el interior. 


Aprovechando la gira que realizó la señora ministra y su equipo por el 
interior, quisiera plantear lo siguiente. 


En 2015 comenzó a trabajar como ministra, pero el presupuesto 
correspondía al ejercicio del quinquenio anterior; por lo tanto, me gustaría 
conocer su visión para 2016 y los años siguientes que corresponden a este 
mandato. Además, quisiera saber si está dentro de las políticas del ministerio 
buscar un equilibro -no digo que se pendule y se pase de un extremo al otro- 
para que los ciudadanos del interior tengan la posibilidad de acceder a la 
vivienda con mayor facilidad, como hoy lo hacen los montevideanos. 
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SEÑOR AROCENA (José Andrés).- Antes que nada, quiero saludar a todo el 
equipo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, 
particularmente, a la señora ministra. 


Tengo entendido que Mevir quiere bajar el número de viviendas que 
viene construyendo y dar soluciones de refacción a aquellas que tienen 
muchos años de construidas, por otra vía, por ejemplo, en cocinas, baños, 
etcétera. Soy un poco escéptico a esa nueva metodología. Me gustaría saber si 
después de un año de implementado este presupuesto el Ministerio cree que 
hay algo para reformar o merece algún ajuste. Para analizar este tema en 
profundidad debemos consultar porque esta es una nueva visión de cómo 
llegar con Mevir a localidades donde hay casas muy vetustas, que tienen 
muchos problemas, y sería bueno darles una solución y dejarlas cero 
kilómetro. 


Quizás el tema del plan de viviendas no debería plantearlo ahora porque 
es muy general, pero entiendo que la llegada a los más pequeños núcleos 
urbanos del Uruguay no está en la política de Gobierno según la visión que 
tenemos de estos planes de vivienda. Estoy hablando de pequeñas 
poblaciones de doscientas o trescientas personas que hoy no están 
contempladas en estos planes de vivienda. Por lo tanto, en la medida en que la 
gente más joven no construya su vivienda, esas localidades están condenadas 
a desaparecer en poco tiempo. Esta es una realidad que uno puede entender 
desde el punto de vista económico; puede ser más práctico que la gente esté 
en la ciudad, donde tiene mejor saneamiento, iluminación y servicios. No todo 
pasa por ahí y no todo el mundo quiere estar amontonado. Hay personas que 
tienen otra visión. No se trata de un tema de presupuesto o del artículo, pero 
hace a la cuestión del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
corresponde, con mucho respeto, indicarlo en este lugar. 


Con respecto al Plan Juntos, he sido muy crítico en sus comienzos 
porque entendía que no daba respuestas suficientes a las expectativas que 
existían con su aplicación, pero quizás ahora esté un poco mejor. Entendemos 
que aún falta muchísimo para que dé soluciones en tiempo y forma como se 
espera. 


La pregunta sobre el Plan Juntos es qué es lo que le falta todavía para 
ser un plan de ejecución un poco más eficiente y no tan lento en sus 
respuestas. 


Con respecto a los humedales, queremos felicitar al arquitecto Jorge 
Rucks porque tenemos claro que su trabajo ha sido importantísmo para la 
Dinama. En más de una oportunidad hemos señalado esto. También nos 
queda claro que, gracias a su trabajo cuando estuvo de Director de la Dinama, 
no se habilitó la megaminería. Pero, precisamente, ya que hablamos de 
humedales, el mineraloducto pasaba por allí. En ese momento teníamos 
claramente la decisión de no proteger el humedal; entonces, hoy, que no 
tenemos encima la megaminería, sería necesario reafirmar y apoyar a sus 
directores para que cuando vengan las presiones económicas recuerden estos 
momentos en los que hablamos de Ramsar y de los humedales. 


Esto simplemente es un elogio porque no puedo ni imaginar las 
presiones que ha recibido de un espectro importantísimo del país para habilitar 
ese emprendimiento. Hoy, por la baja del hierro, no tenemos esa presión, pero 
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va a volver en algún momento. Entonces, tengamos las cosas claras como 
país, tengamos las cosas claras como Parlamento: si queremos proteger el 
humedal o lo queremos proteger mientras valga poco el hierro. 


Esta es una pequeña apreciación aparte de las felicitaciones que 
conlleva su cargo en Ramsar. 


Quiero decir que hemos estado muy atentos a la COP 21 y que, en ese 
sentido, hemos trabajado a nivel personal. Estamos esperando recibir al doctor 
Ramón Méndez antes de que parta a su nuevo trabajo; a propósito de eso 
queremos consultar quién va a ocupar esa Secretaría. Realmente, entendemos 
que la Presidencia de la República se ha llenado de Secretarías y no lo veo 
como algo positivo. Se menciona que se le quiere dar más ejecutividad, pero 
hubiéramos visto con muchísimo más valor que esa Secretaría estuviera en la 
órbita de su Ministerio. Hoy, la Presidencia de la República tiene Secretarías de 
todo, casi como una administración paralela a los Ministerios. El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tenía la capacidad para 
tener a esa Secretaría trabajando. 


Por último, me gustaría escuchar algo sobre Dolores. La vemos a la 
señora ministra en la primera línea de fuego. Me gusta que cuando ocurren 
cosas se lideren las soluciones, por eso entendemos que estuvo bien. 
Queremos que nos haga algún comentario al respecto para sacar alguna 
conclusión, más allá de lo que uno ve por la prensa; es muy escueto lo que uno 
puede opinar sin tener los elementos de juicio. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Quiero hacer una consideración por lo que decía 
el señor diputado Omar Lafluf, que compartimos, en cuanto a la falta de un 
Plan Nacional de Viviendas que abarque a sectores que hoy no tienen 
posibilidad de acceso a la vivienda. 


Nosotros presentamos un proyecto de ley que esperamos que algún día 
podamos tratar en la Comisión. Hablando con el nuevo director, arquitecto 
Schelotto, nos comprometimos a enviárselo. Entonces, como reflexión, 
decimos que hay un proyecto de ley que contempla un plan; podrá ser 
perfectible o rechazable, pero la inquietud está planteada. 


Quiero hacer una pregunta y pido disculpas porque es la primera 
rendición de cuentas que me toca abordar en el Parlamento y capaz que no es 
para plantear en este ámbito. Con relación a las cooperativas de viviendas, en 
los últimos meses hemos recibido a varias delegaciones con una preocupación 
muy grande por el interés que pagan del 5% aquellas cooperativas que se 
entregaron luego de 2008, lo que cambia sustancialmente el monto de la cuota 
porque antes tenían un interés de 2%. En algunos casos, que he podido 
comprobar, esto ha implicado que  nóveles cooperativistas terminen 
renunciando a la vivienda. No sé si se puede plantear acá si existe la 
posibilidad de cambiar ese interés y devolver ese carácter social que debe 
tener la cuota de una cooperativa. 


SEÑORA PEREYRA (Susana).- Me gustaría que la señora ministra -o quien 
ella entienda que corresponda- me diga dónde está la mayor parte de los 
asentamientos en el Uruguay y cuál es la política que se utiliza para abordar 
esa situación por parte del Ministerio. También quisiera saber si hay algún 
departamento al que se haya hecho alguna transferencia para viviendas y la 
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Intendencia esté en deuda con el Ministerio, si en esa sociedad que tiene la 
Cartera con muchas de las Intendencias todas responden o si hay alguna que 
está más demorada que otra. 


Por otra parte, me gustaría saber cuáles son las decisiones que se 
toman a los efectos de atender situaciones en las que el Estado tiene la 
responsabilidad de brindar los servicios, que terminan siendo derechos, que 
salen muy caros cuando se trata de poblaciones aisladas -me refiero a la luz, al 
saneamiento, a la vialidad, a la salud y a todo lo que tiene que ver con eso; la 
gente tiene derecho de instalarse donde quiera y el Estado tiene que respetar 
eso- y que van en detrimento de los derechos de una población mayor, ya que 
por tener que invertir más en un grupo aislado se dejan de hacer, por ejemplo, 
viviendas. 


Si la información que la señora ministra trajo sobre Dolores es un escrito, 
podría ser repartido para el trabajo de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha habido consideraciones generales, opiniones y 
preguntas sobre el articulado. La señora ministra definirá cómo responder y si 
quiere derivar alguna de ellas. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- En principio voy a hablar en general porque aquí se han 
tocado muchos temas. Luego, cada integrante del equipo intervendrá en lo que 
sea de su competencia para brindar más información. 


Con respecto a la afectación presupuestal, quiero decir que a nuestro 
Ministerio la reasignación del año 2017 al año 2018 es menor y refiere a ciertos 
programas de la Dirección Nacional de Medio Ambiente; seguramente no se 
podían ejecutar en ese año, pero ello no va a afectar a los programas actuales. 
El director de la Dinama podrá extenderse más sobre esto. 


También me gustaría contestar sobre el Plan de Vivienda Sindical, que 
para el Ministerio es una cooperativa como todas. Al Plan de Vivienda Sindical 
se presentan cooperativas, que realizan el mismo trámite que todas las 
cooperativas y tienen un instituto de asistencia técnica; simplemente están 
apoyadas por el PIT-CNT, de una forma u otra. Nosotros somos conscientes 
de los problemas que tienen, fundamentalmente por el sistema constructivo 
que aplican. La empresa que tiene ese sistema constructivo no puede cumplir 
con los plazos con los que se comprometió. Las medidas que están dentro de 
las potestades de nuestro Ministerio las venimos tomando desde hace tiempo 
como, por ejemplo, recibir a las cooperativas y a los institutos para conversar 
con ellos. De hecho, nosotros tenemos un registro de institutos. Además, se 
hicieron intervenciones como auditorías, por como se manejan. Es así que con 
unas cuantas cooperativas acordamos que no usaran el mismo instituto, 
porque eso superaba las posibilidades de respuesta. Como bien dijeron 
algunos de los diputados que hicieron uso de la palabra, para una cooperativa 
es crucial que la actuación del instituto sea eficiente y buena. Otra cosa que se 
hizo con respecto al proveedor de la mayoría de las cooperativas que están en 
marcha -que es lo único que podemos hacer- fue suspenderle el DAT, que es 
la certificación que acredita que se está ante un sistema constructivo alternativo 
aceptado por la Facultad de Arquitectura. De ese modo, las cooperativas 
sindicales o no sindicales -porque hay otras que también lo utilizan y que no 
necesariamente pertenecen al PIT-CNT- no pueden utilizar más este sistema 
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que está saturado y no puede cumplir, llevando a la propia cooperativa a una 
frustración por el incumplimiento de la empresa. Como no podemos llegar más 
lejos, porque no somos representantes de las cooperativas ante la empresa ni 
ante nada, tomamos la medida primera, que es suspender la autorización de 
seguir ampliando su capacidad de trabajo. Estamos analizando el tema con 
cada una de las cooperativas, porque no es un asunto solo de la cooperativa 
sindical, sino de cada una de las cooperativas, según el nivel en el que está su 
obra. Veremos qué podemos hacer para que terminen rápidamente y puedan 
ocupar sus viviendas. Algunas ya ocuparon sus viviendas y les queda algo 
menor, como puede ser un salón de uso múltiple. Quiero aclarar que la 
vivienda sindical para el Ministerio es una cooperativa como cualquier otra. 
Nosotros tratamos de intervenir, porque hay cooperativas que se manejan muy 
bien y que en uno año y medio o dos ya prácticamente pueden ocupar sus 
viviendas, pero hay otras a las que les lleva años por sus propias 
características y por la actuación de los institutos. Esa conjunción es muy 
importante por cómo capacita el instituto a los cooperativistas para que puedan 
manejarse con fortaleza y esa cooperativa se concrete. Me gustaría opinar 
sobre los costos de las viviendas. Como siempre he trabajado en estos temas 
de ambos lados del mostrador sé que la construcción ha sido siempre un 
negocio muy bueno para un inversor o constructor. En la construcción se 
obtienen porcentajes de beneficios que no se obtienen en otro tipo de 
negocios. Esa es una realidad. Con respecto a las viviendas de interés social 
-mal llamadas así, porque son las viviendas promocionadas y exoneradas-, 
hemos visto que los topes de precios no están afectando la vivienda. En 
muchos lugares las viviendas se venden por debajo de esos topes de precios. 
Lo que nos resulta difícil es el sector al cual se llega, que es con lo que 
estamos en este año. Nosotros vamos a resolver a qué sectores estamos 
llegando con esas viviendas. Obviamente, lo haremos en acuerdo con la 
Asociación de Promotores Privados de la Construcción del Uruguay y la 
Cámara de la Construcción del Uruguay, que son las dos grandes 
organizaciones que intervienen en esto. En definitiva, esta evaluación de 
costos ya está en marcha. Sabemos cuánto puede llegar a ser el costo de 
construcción; el problema es el costo de venta. Ahí es donde seguramente 
actuemos. En cuanto a los temas de Montevideo y el interior, me gustaría que 
se informara por qué hay más intervenciones. Igualmente con respecto a Mevir. 


Con respecto al Plan Juntos a partir de este año estará dentro del Ministerio y 
duplicará su presupuesto. Además, tendrá una institucionalidad más eficiente 
en cuanto a su trabajo. No tendrá un directorio con tres cabezas, sino que tiene 
una dirección y tendrá un gerente general técnico. Consideramos que así su 
actuación será mucho más eficiente. Tenemos grandes esperanzas de que, 
además, en la coordinación con el Plan de Mejoramiento de Barrios, con 
realojos, con Mevir y con todo el sistema público de vivienda, logremos muchos 
mejores resultados. Ojo que no fueron malos en estos años que pasaron: el 
Plan Juntos ha hecho muchas más viviendas de lo que muchos esperábamos. 


SEÑOR NARIO (Alejandro).- El señor diputado Sebastián Andújar planteaba 
los temas marino costeros. Creo que está bien la consulta. En lo que hace a la 
política marino costera, probablemente no quedó establecido con la suficiente 
fuerza la serie de acciones que estamos tomando en el marco de los 
programas que estamos trabajando. Hay por lo menos tres o cuatro aspectos 
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en los que venimos trabajando en forma especial. Uno está asociado al 
monitoreo. La señora ministra mencionó el grupo de monitoreo en el que 
participan la Dinara, el Ministerio de Defensa Nacional y los demás actores 
involucrados en el tema. Esto implica pensar en la protección de nuestros 
recursos marinos, que debido al incremento de la plataforma marina que tuvo el 
Uruguay consideramos que es un tema crítico. Se trata de una comisión que 
venía funcionando desde el período pasado -terminó de consolidarse durante 
2015- y en la que se está trabajando fuerte para conocer cuál es nuestra 
riqueza y biodiversidad en el área marino costera. 


En lo que es más tradicional el ministerio viene trabajando fuertemente 
con todas las intendencias costeras en el financiamiento del clásico monitoreo 
de playas, fortalecido en época estival pero que, en realidad, se hace de 
manera continua. Ese es un tema en el que se viene trabajando muy bien 
desde hace muchos años y que está muy aceitado. 


Por otra parte, podemos considerar el manejo de infraestructura costera, 
desembocadura de arroyos y barras de lagunas. En ese sentido, hay dos 
formas de trabajo. Por un lado, se está trabajando con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a través de un decreto, estableciendo el 
mecanismo para afrontar principalmente lo que puedan significar obras de 
infraestructura con un costo elevado, de manera de tener un sistema de 
priorización. Por otro, estamos haciendo convenios a través del fortalecimiento 
de los procesos de participación y descentralización, que es una de las áreas 
presupuestales que quizás no estaba claramente explicitada. 


En el caso concreto de la Intendencia de Canelones buscamos fortalecer 
las políticas de decisión y en cuanto a la laguna de Rocha hay un protocolo de 
intervención de apertura de barra. El problema que tenemos ahí es que la 
intervención humana histórica ha afectado principalmente la desembocadura 
de los arroyos que tenía su sistema de amortiguación a través de humedales y 
demás. Hoy en día eso no existe y, obviamente, hay una dinámica hidráulica 
que genera que esas desembocaduras se vayan moviendo afectando 
principalmente a las personas que tienen sus casas de balneario allí. Se trata 
de sistemas complejos y a veces una intervención a lo loco termina siendo 
contraproducente, tal como lo demuestran intervenciones pasadas. Por ese 
motivo, queremos una intervención técnica seria para lo cual el ministerio tiene 
un convenio con las Facultades de Ciencias y de Ingeniería a fin de relevar 
toda la costa y evaluar de qué manera se puede intervenir. 


Hace poco también hemos trabajado en conjunto en el problema de 
Jaureguiberry y del arroyo Pando brindando dar asistencia técnica a la 
intendencia y esta aportando infraestructura y maquinaria para generar 
determinadas intervenciones que minimizaran esos impactos. En este sentido, 
vamos a terminar firmando un convenio con la Intendencia de Canelones para 
generar un protocolo de intervención de manera de anticiparnos a la situación y 
actuar. 


La otra línea de trabajo ministerial, pero en la que también actuamos en 
conjunto, es la relativa a la adaptación al cambio climático en el sector costero, 
que también es muy importante. Nuestro país tiene diversas vulnerabilidades 
en lo que respecta al cambio climático y la zona costera es una de ellas. El 
área de cambio climático viene trabajando fuertemente en este sentido y se 
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están generando modelos de predicción a través de financiamiento 
internacional. Habrá un llamado para contar con un modelo predictivo que 
luego permitirá tomar decisiones en el directorio analizando cómo 
razonablemente pueden evolucionar los efectos del cambio de nivel del mar 
sobre la costa. Eso lo trabajamos en conjunto de una manera muy fluida entre 
los técnicos del área de cambio climático y de la Dinama, junto con las 
intendencias costeras. 


El último ítem que considero que no es menor es el relacionado con todo 
lo que implica la presión inmobiliaria sobre la zona costera, que es una 
preocupación muy importante para este ministerio. Si no entendemos que allí 
tenemos un patrimonio turístico y natural a proteger vamos a estar cometiendo 
un error como país y eso es algo que nos preocupa. Las directrices costeras 
han tenido media sanción en el Senado y deberán discutirse en esta Cámara, 
por lo que hay una herramienta de protección sobre la costa y el capital natural 
y turístico que tiene nuestro país. En ese sentido, venimos trabajando de 
manera muy coordinada entre la Dirección Nacional de Agua, la de 
Ordenamiento Territorial y la Dinama para definir reglas de juego que permitan 
una protección sin trancar lo que implican los desarrollos turísticos pero sí 
definiendo reglas de juego que permitan que ese patrimonio que es el que 
atrae a los turistas no termine siendo hipotecado por las presiones 
inmobiliarias. 


Respecto a lo costero esas son las áreas en las que venimos trabajando. 
Agradezco que se haya formulado esta pregunta porque nos permitió 
expresarnos más específicamente a este respecto ya que quizás estas áreas 
no quedaron plasmadas con claridad en la rendición de cuentas porque están 
en otras líneas de trabajo pero es bueno que Uruguay entienda la importancia 
de su área costera. 


En cuanto a lo que expresaba el señor diputado Lafluf, el Director 
Nacional de Agua me decía que, en realidad, el pedido de informes fue hacia 
su dirección y no hacia la mía, por lo que no conozco el planteo concreto por 
más que la señora ministra me trasladó la idea general y me parece positiva. 
Precisamente, en el día de hoy estuvimos trabajando con la Dirección Nacional 
de Vialidad analizando cómo podría interactuarse con respecto a los permisos 
ambientales y a la gestión ambiental de las obras viales y concluimos que 
quizás sería bueno incorporar en las licitaciones y pliegos la necesidad de tener 
una contraparte ambiental en las obras viales; lo digo como un ejemplo. 


Quisiera destacar otro aspecto que también considero bueno. Hace poco 
estuvimos recorriendo las industrias cercanas al río Santa Lucía, que hicieron 
una inversión muy fuerte en su reconversión hacia sistemas terciarios de 
remoción de nutrientes. De esta manera, lo que antes eran dos lagunas a las 
que nadie iba hoy en día son sistemas de reactores biológicos que implican la 
necesidad de personal técnico capacitado específicamente para operar esas 
plantas de tratamiento. Ya no son el último rincón al cual se mandaba al 
empleado que nadie quería sino lugares tecnológicamente de punta que 
requieren formación y capacitación específica también a nivel operativo 
terciario, por lo que creo que el perfil de UTU calza perfectamente. Uruguay va 
hacia sistemas de tratamiento más complejos y la situación general del país y 
de nuestras aguas implica que la industria deberá moverse en ese sentido, por 
lo que es bueno que haya capacidades nacionales formadas. 


61 


Reitero que no conozco específicamente el material enviado por el señor 
diputado Lafluf pero en términos conceptuales me parece correcto. 


SEÑOR ASTI.- Saludo a la delegación y agradezco todas las informaciones 
que nos está brindando. 


Se habló de los sistemas alternativos que están utilizando las 
cooperativas, en particular las de vivienda sindical aunque hay otras que 
también los emplean, por lo que quisiera saber el número de cooperativas y la 
cantidad de viviendas que los tienen. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Este es un tema que queda a decisión de cada 
cooperativa. Nosotros no podemos establecer que habrá determinado número 
de cooperativas que usarán un sistema alternativo. Lo que podemos hacer es 
decir a la cooperativa que ahora no puede usar este sistema y presentarle otras 
posibilidades. 


Hay unas cuantas cooperativas que están en trámite y que representan 
aproximadamente 3.000 familias en todo el país, porque hay muchas en el 
interior ya que ha habido un gran rebote de cooperativas en esas ciudades. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Tomé nota de las inquietudes planteadas 
por algunos de los señores diputados y varias respuestas ya fueron brindadas 
por las señora ministra. 


Con relación a este último tema que surgió por inquietud del diputado 
Andújar y respecto al cual planteó una pregunta el diputado Asti, 
específicamente relacionada con los sistemas constructivos, me gustaría 
reafirmar lo que dijo la señora ministra. Para el ministerio el plan de vivienda 
sindical es simplemente una referencia porque cada cooperativa se tramita por 
los mecanismos institucionalizados, de acuerdo con los reglamentos vigentes, 
una por una, y se presenta con su instituto de asistencia técnica, su terreno, su 
proyecto, su sistema constructivo y su asesoramiento. Si fuera necesario 
podemos acercar los datos, pero no estamos hablando de centenares de 
créditos sino de algunas decenas. Probablemente estemos hablando de 
centenares de familias involucradas en el total de cooperativas. En particular, 
en el caso de aquellas cooperativas impulsadas desde el propio movimiento 
sindical, desde la central sindical -como ya explicó la señora ministra- optaron 
inicialmente por un sistema constructivo no tradicional y por un instituto de 
asistencia técnica lo cual generó una demanda importante, concentrada. 
Quizás esta opción -no podemos decirlo con total contundencia- haya 
desbordado las capacidades de producción y suministro. Por lo tanto, existe un 
desfase entre la programación de obras y la ejecución, pero no tenemos obras 
detenidas; lo que hay es un elentecimiento de las obras, lo que nos preocupa 
mucho. Hemos recibido inquietudes de parte de grupos cooperativos de 
distintas localidades de Montevideo y del interior y, como bien dijo la señora 
ministra, se está dando respuesta, caso a caso, a cada una de esas 
inquietudes, tratando de encontrar los caminos más adecuados para facilitar la 
continuidad de las obras y su culminación de manera exitosa. 


En cuanto a la pregunta del señor diputado Asti, los sistemas 
constructivos que hasta el momento han sido autorizados por el Ministerio son 
diez; no todos están siendo utilizados en este momento y hay algunos más en 
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trámite. Se trata de alternativas posibles a la construcción tradicional, pero por 
el momento nosotros no tenemos una evaluación de resultados que permita 
efectuar una comparación de ventajas y desventajas de unos y de otros; 
simplemente contamos con el certificado DAT que emite el Ministerio luego de 
recabar el asesoramiento técnico específico de la Facultad de Arquitectura, que 
acredita que cumple con los estándares de calidad y con capacidad de 
suministro por lo que están aptos para ser utilizados en el marco de los créditos 
que otorga el Ministerio dentro del sistema y de las reglamentaciones que rigen 
al sistema cooperativo en particular. En ese sentido, hay varios que están en 
pleno proceso de ejecución. Nuestra impresión es que representa una buena 
apuesta la diversificación de sistemas constructivos para facilitar el desarrollo 
de un número importante de obras en simultáneo. 


Estamos en un momento de alta ejecución de obras; los señores 
diputados tienen los datos. Aquí me remito a la información que el Ministerio 
elevó al Parlamento, vía el Sistema Nacional de Inversión Pública. Nuestra 
presencia aquí en el día de hoy, por un lado, obedece a los datos y a la 
información correspondiente a la ejecución del año 2015. Por otra parte, 
nuestra previsión presupuestal, aprobada en el presupuesto quinquenal el año 
pasado -para lo cual comparecimos oportunamente tanto en la comisión de la 
Cámara de Senadores como en la de la Cámara de Diputados- prevé un 
incremento sustantivo de la inversión pública en vivienda a través de un 
reforzamiento del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, el Fonavi. Este 
proceso arranca el 1? de enero de 2016, estamos exactamente a seis meses 
de la ejecución del nuevo presupuesto por lo que no podemos traer datos al día 
de hoy en materia de ejecución en el marco del presupuesto quinquenal 
aprobado, el cual en uno de sus artículos dice "Apruébase el plan quinquenal 
de vivienda 2016-2020", y que es el que está vigente. Ese plan supone una 
continuidad de las políticas de vivienda y hábitat con respecto a los dos planes 
anteriores. Es decir que se da continuidad a los criterios generales de esas 
políticas y supone una profundización de esa política en el sentido de una 
importante diversificación de instrumentos y una coordinación entre ellos. Ya la 
señora ministra hizo referencia a la incorporación del Plan Juntos del Ministerio, 
que es otro de los elementos nuevos que se concreta a través del presupuesto 
nacional y que se efectiviza a partir del 1? de enero. La incorporación ha sido a 
la Dirección Nacional de Vivienda como un programa de esta dirección. 


Esto nos permite -y aprovecho para contestar la pregunta con relación al 
Plan Juntos- fortalecer la coordinación interna y la optimización de los recursos. 
Uno de los grandes logros que ha tenido el Plan Juntos en este período es 
contar con presupuesto propio. Hay que tener en cuenta que en el período 
anterior tenía un presupuesto mínimo y se apoyaba mayormente en 
donaciones y contribuciones de distinta índole; ahora cuenta con presupuesto 
propio y con recursos que adicionalmente le asignó el propio Ministerio. Este 
programa ya está actuando con otros en coordinación con el Plan de 
Mejoramiento de Barrios -anteriormente llamado PIAlI, Programa de Integración 
de Asentamientos Irregulares-, cuya coordinadora Cecilia Cairo está aquí 
presente, y tiene un financiamiento mixto del Banco Interamericano de 
Desarrollo y del presupuesto nacional a través del Fondo Nacional de Vivienda 
y Urbanización como contraparte local, y como coejecutoras a las intendencias 
departamentales. Asimismo, una tercera pata de esta política es el Plan 
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Nacional de Relocalizaciones que fue creado en el plan quinquenal anterior y 
en este es reforzado y articulado con estas dos otras vías de intervención. 


Por tanto, hoy tenemos tres instrumentos de intervención que, 
coordinados, nos va a dar una mejor capacidad para resolver algunos de los 
problemas más críticos. Hay que tener en cuenta que el Plan Juntos tiene 
como población destinataria a aquellas familias de mayor precariedad que se 
encuentran distribuidas de una manera aleatoria en el territorio. El Plan de 
Mejoramiento de Barrios interviene fundamentalmente en asentamientos 
irregulares ubicados en terrenos públicos y el Plan Nacional de Relocalización 
interviene en aquellas situaciones de precariedad urbana y habitacional -y, por 
supuesto, social-, que están situadas en algunos contextos particularmente 
críticos, como son las áreas inundables. El señor diputado lrazábal del 
departamento de Durazno conocerá muy bien esta situación como otros tantos 
departamentos que han sido afectados recurrentemente por estas situaciones 
y, también, terrenos que tienen algún tipo de afectación específica como, por 
ejemplo, suelos contaminados. 


La articulación de estos tres instrumentos nos da una confianza muy 
grande en cuanto a la capacidad de una respuesta más eficiente ante 
situaciones de precariedad crítica. 


Hay que tener en cuenta la propia información aportada por nuestro 
Ministerio en relación a la ejecución del Fondo y su distribución geográfica que 
nos dice que la precariedad no se encuentra uniformemente distribuida en el 
territorio nacional. Hay una enorme concentración de la población en situación 
de pobreza y de los asentamientos precarios en particular en la región 
metropolitana, es decir, en la corona periférica de Montevideo, en el 
departamento de Canelones y en San José, particularmente en Ciudad del 
Plata. Entonces, una buena parte de la inversión en esa materia, que no es 
solamente en vivienda sino también en aspectos vinculados con la dotación de 
infraestructuras básicas para esos barrios, se localiza en ese territorio. 


También quisiera comentar que los cómputos de la inversión 
geográficamente localizada, o sea la georeferenciación de la inversión pública 
en vivienda, también puede verse afectada por algunas otras consideraciones 
que no están estrictamente asignadas a departamentos específicos. Todos los 
gastos generados en el Ministerio están imputados a Montevideo. El Fondo 
Nacional de Vivienda y Urbanización tiene un 5% de gastos de administración 
que está imputado al departamento de Montevideo. Esto puede estar 
distorsionando algunos de los datos que los señores diputados manejan pero, 
claramente, es un servicio que se presta al conjunto del territorio nacional. De 
todas maneras, me interesa señalar como un éxito -es un elemento muy 
valioso- la expansión del sistema cooperativo a prácticamente la totalidad de 
los departamentos del país, algo que no había ocurrido en el pasado. Si 
miramos los datos de 2015, prácticamente el 60% de las obras en ejecución 
-en términos de cantidad de cooperativas- se está llevando a cabo en el interior 
del país, lo que muestra por primera vez una tendencia de predominio de la 
construcción de vivienda nueva por el sistema cooperativo fuera de 
Montevideo; es un dato altamente estimulante. 


También hay que decir que esto tiene cierta imprevisibilidad, porque en 
el sistema cooperativo, dentro de la Dinavi, no trabajamos con cuotas 
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asignadas por departamento. Si bien puede haber una correlación estadística 
en la demanda, es decir, en la cantidad de cooperativas que han logrado 
culminar su proceso para postularse -lógicamente tiene una proporción 
estadística a lo largo del tiempo respecto a las que resultan sorteadas y 
financiadas-, hay que tener en cuenta que el sistema es de sorteo, por lo que 
hay una aleatoriedad que puede determinar que en un sorteo concreto o en un 
año concreto haya más cooperativas en un departamento que en otro, y que la 
diferencia no solo sea entre Montevideo e interior, porque, reitero, no está 
cuotificado. 


Algo similar ocurre con los convenios que tenemos con las intendencias. 
El Ministerio tiene convenios para distintos tipos de instrumentos de ejecución 
de políticas de vivienda con las diecinueve intendencias. Al día de hoy están 
operativos más de cincuenta convenios, lo cual no quiere decir que todos se 
encuentren en el mismo grado de avance. Esto tiene mucho que ver con la 
capacidad de ejecución de las intendencias y con algunas dificultades 
inherentes al sistema, por ejemplo, la obtención de tierras para intervenir. 
Entonces, podemos tener la disponibilidad de los recursos y el convenio 
firmado, pero la ejecución puede estar postergada en el tiempo, porque hay 
factores que están condicionando el inicio de la ejecución de algunas acciones. 


El diputado Lafluf hablaba del departamento de Río Negro. Es uno de los 
que efectivamente ha tenido altísima ejecución de los convenios concertados, 
pero no ha sido la regla. Puede ocurrir que la inversión esté más espaciada en 
algunos casos que en otros y esto no obedece a una asignación de recursos; 
aunque así se hiciera, no sería posible efectivizarlos año a año en los 
diecinueve departamentos en que está organizado el país. 


La señora ministra habló en particular de los precios y la capacidad de 
pago que tienen algunas familias en relación a una legislación que es llamada 
de promoción de vivienda de interés social, pero que en realidad es de 
promoción de la inversión privada con destino a la construcción de viviendas de 
interés social. Debemos decir que esta legislación -que vemos muy positiva y 
que ha dinamizado la industria de la construcción, no solo en Montevideo, sino 
prácticamente en todo el país, ya que dieciséis de los diecinueve 
departamentos han recibido algún tipo de inversión en relación a esta ley- no 
está en principio destinada a la población objetivo del sistema público de 
vivienda, que es cubierta por otros instrumentos. Esta es una preocupación que 
tenemos -seguramente en los próximos meses vamos a tener noticias- y 
estamos buscando alternativas para empalmar esta inversión pública con el 
alto número de unidades que se están incorporando al stock y la demanda que 
existe en todo el país. 


Es una preocupación permanente controlar los costos de las viviendas 
que está produciendo el sistema público por sus diferentes instrumentos: por la 
construcción vía licitación de viviendas para activos o para pasivos; por el 
sistema cooperativo; por Mevir; por el Programa Nacional de Relocalizaciones 
en convenio con las intendencias; por el Programa de Mejoramiento de Barrios, 
etcétera. Queremos que los costos se ajusten a las condiciones del mercado y 
de producción, y a la calidad del producto que buscamos, pero no hay relación 
entre lo que paga una familia y el costo de la vivienda, ya que el principal 
instrumento de la política de vivienda y hábitat -ha sido una de las claves de la 
reforma de esta política en 2008- es el llamado subsidio a la cuota. Ha 


65 


implicado un esfuerzo muy grande transparentar el sistema, lo que llevó a 
cambiar su génesis, pasando del subsidio a la oferta, al subsidio a la demanda, 
es decir, a las familias beneficiarias. Si bien puede haber un costo teórico de la 
cuota, normalmente existe un subsidio que puede ser mínimo, medio o total. 
Promedialmente, en todo el sistema tenemos un subsidio del 60%. Por más 
que se fije una cuota en relación a lo que sería un préstamo hipotecario con 
todas las condiciones vinculadas al costo de la unidad de vivienda, 
promedialmente los beneficiarios del sistema público de vivienda están 
recibiendo un subsidio del 60%. Es decir, están pagando un 40% y el 60% 
restante lo está aportando el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, con 
esa gama que les explicaba. 


La otra modalidad, que es la ley de promoción de inversión pública de 
vivienda de interés social es financiada con otra lógica: la renuncia fiscal, y 
creemos que está cumpliendo sus objetivos solo en parte. Estamos buscando 
mecanismos para llegar a sectores de población que no son los más 
sumergidos, ya que prácticamente la población que atiende el Ministerio llega 
al séptimo decil de ingresos, que es una altísima proporción de la población 
nacional. Esto tiene que ver con lo que se ha manifestado aquí con respecto a 
los ingresos de las familias, y al tema que ha estado en el debate en esta 
semana con relación a la imposición del IRPF. Estamos atendiendo una 
población que, por ingreso familiar, no supera los $ 55.000 líquidos, o sea, 60 
unidades reajustables de ingresos totales. 


Con respecto a las preocupaciones con relación a la producción de 
Mevir, debo decir que las inquietudes que planteó el diputado Arocena son las 
mismas que las nuestras. Mevir es un instrumento que tiene una llegada muy 
eficiente, a lugares donde no llegan otros instrumentos del sistema público, 
pero no solamente con viviendas nuevas o con vivienda nueva agrupada. Aquí 
aplicamos al caso de la vivienda rural -tanto agrupada como dispersa- y a las 
localidades menores a cinco mil habitantes, los mismos criterios de 
heterogeneidad y diversidad de instrumentos que aplicamos en el resto del 
sistema público. Mevir ha mejorado notablemente su capacidad de llegada y su 
conocimiento del territorio, y está mejorando también su capacidad de 
intervención, diversificando los instrumentos. En 2015 se culminaron 732 
viviendas en programas de vivienda nucleada y dispersa  -pero 
fundamentalmente nucleada, la tradicional forma de intervención de Mevir-, 
más 131 unidades productivas -estas sí son dispersas en el territorio rural-, 
más 332 refacciones. Estamos llegando a una población que no se alcanzaba 
antes y se está optimizando el stock existente. Mal haríamos si en una 
localidad muy pequeña del interior construyéramos cuarenta o cincuenta 
unidades en forma agrupada al borde de esa localidad y tuviéramos una 
enorme cantidad de viviendas, que tienen propietario o algún tipo de título por 
parte de las personas que las habitan, y no pudiéramos ayudarlos a 
refaccionarlas y ponerlas en condiciones. Se trata de un stock que ya existe, 
que tiene un valor y que con pocos o medianos recursos se puede mejorar y 
poner en condiciones de habitabilidad adecuadas, consolidando a la población 
en el lugar donde ya vive 


Ese es el objetivo y vamos a seguir trabajando con esos instrumentos. A 
priori, no tenemos recetas. Cuando Mevir llega a un territorio, hace un llamado 
a postulaciones, investiga las familias, hace un trabajo social intensivo, un 
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trabajo técnico muy importante y, luego, ejecuta la intervención con esta 
diversidad de instrumentos. 


Ahora, voy a referirme a la pregunta del señor diputado Rubio. Ya 
contestamos algo con respecto al tema de los subsidios 


Cabe aclarar que los subsidios no afectan nunca más del 25% del 
ingreso de las familias. El subsidio establece que el pago que realiza la familia 
por concepto de cuota nunca supera el ingreso familiar; es importante hacer 
esta precisión. Muchas veces en el interior la gente piensa -lo hemos 
comprobado en las reuniones de los Consejos de Ministros- que no tiene 
ingresos suficientes como para acceder a un programa del Ministerio. Esto no 
es así. No hay familia que por tener escasos ingresos no pueda acceder. 
Consideramos razonable que no se afecte más del 25% del ingreso familiar. 
Cabe aclarar, también, que esto incluye la tasa de interés. Si les parece, este 
asunto lo puede explicar con mayor detalle la economista Rodríguez. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Antes de continuar, quiero hacer una 
aclaración para que quede constancia. 


Quizás no sean cientos de créditos, pero sí hay más de doscientas 
cooperativas involucradas en este plan. Eso significa que son miles las 
expectativas. 


Sobre si hay obras detenidas o no en los últimos quince días, puedo 
decir que he recorrido personalmente obras, sobre todo en el departamento de 
Canelones. Algunas, hace sesenta días que no reciben materiales y, otras, en 
los últimos sesenta días han recibido apenas zócalos para cuatro o cinco 
casas. 


Quizá desconozca la terminología técnica adecuada, pero creo que se 
entendieron cuáles fueron mis expresiones y en qué sentido iban. 


Por otra parte, fueron altamente satisfactorias las explicaciones que dio 
la Ministra y comprendo su preocupación; para nosotros, no hay necesidad de 
agregar más nada respecto a la inquietud que planteamos. 


SEÑOR IRAZÁBAL (Benjamín).- Comparto la explicación del arquitecto 
Schelotto sobre cómo funciona el sistema de sorteo, el sistema de las 
cooperativas y lo relativo a los terrenos, pero ese es un análisis de la realidad 
actual; mi pregunta tenía que ver con la estrategia futura. 


Entiendo que el Estado es quien debe, a través de las políticas públicas, 
corregir esas inequidades, esas asimetrías. Pero no se corrigen con un sorteo. 
Capaz que es un atrevimiento de mi parte establecer un lineamiento, pero 
pienso que el 60% de los fondos para vivienda deberían ejecutarse en el 
interior. Estoy de acuerdo con que se sorteen, pero entre las cooperativas del 
interior. ¿Por qué? El director sabe mejor que yo a qué me refiero. El problema 
es que en el interior hay más complicaciones para acceder a terrenos urbanos 
-que son los que se le habilitan a las cooperativas- que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente considera aptos, porque 
el saneamiento no está desarrollado o porque la energía eléctrica o el agua 
potable no les llegan. 


Teniendo en cuenta esas dificultades se podría establecer como política 
pública la flexibilización de algunos requisitos. Voy a poner un ejemplo claro, 
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que ocurrió en Durazno y que debe repetirse en los dieciocho departamentos 
restantes. 


La Intendencia de Durazno adquirió una cartera de tierras en zona 
urbana, pero sin consolidar; es decir que no tenía saneamiento. La Intendencia 
de Durazno habló con OSE para firmar un convenio y llevar adelante el 
saneamiento. También habló con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente -esto pasó hace tres años- para trasmitirle el 
compromiso de la Intendencia de Durazno y de OSE de hacerse cargo del 
saneamiento. La intención era que tuviera en cuenta a quince cooperativas de 
vivienda que podían llegar a afincarse en ese lugar, les tomara los proyectos, 
los estudiara y las hiciera participar de los sorteos. El compromiso asumido 
consistía en que, una vez que salieran sorteadas, la Intendencia y OSE se 
hacían cargo del saneamiento. Entendemos el temor que tiene el Ministerio -y 
lo compartimos- de que se terminen las viviendas y no se puedan habitar 
porque no tienen el servicio de saneamiento. 


Si se flexibilizaran algunos de estos requisitos -con las garantías 
correspondientes-, el interior agradecería, porque la mayor parte de las trabas 
surgen por la falta de algún servicio, en especial, saneamiento. 


Si los actores públicos -intendencias, ministerios, UTE, OSE- no nos 
ponemos las pilas y esperamos que esto cambie solo, no va a haber solución; 
esto no va a cambiar y las desigualdades no solo van a seguir, sino que se van 
a acentuar. 


En lo personal, creo que el Estado debe tomar la iniciativa en este 
sentido y debe tratar de corregir esta situación a través de la flexibilización de 
las políticas y de cambios en algunas políticas, aunque sin perder aspectos 
como el sorteo, que comparto. También entiendo que se debe asegurar un 
mínimo para el interior, a fin de corregir la desigualdad que hoy se está 
produciendo y que, si no actuamos, va a seguir existiendo. Entonces, 
vendremos aquí el año que viene, haré el mismo análisis, repetiré la misma 
pregunta y me contestarán lo mismo. Yo quiero mirar hacia adelante y que 
juntos trabajemos -para eso estamos- para mejorar la vida de los ciudadanos 
de este país. 


SEÑOR SCHELOTTO (Salvador).- Lo que señala el diputado Andújar es 
exactamente así; no tengo nada que agregar a lo que dijo ni a lo que manifestó 
la señora Ministra. El Ministerio hace un seguimiento caso a caso de estas 
cooperativas y conoce el estado actual de avance, las dificultades y los logros 
de cada una de ellas. 


Por otra parte, conocemos el planteo del diputado Irazábal. Ese tipo de 
casos no solo se manifiestan en la ciudad de Durazno; tenemos situaciones 
análogas en distintas ciudades del interior y, también, en Montevideo. La 
inquietud es de recibo. Estamos convencidos de que la inversión en 
saneamiento es uno de los grandes temas sobre los cuales tenemos que seguir 
profundizando. 


Si me permite, señor presidente, voy a ceder la palabra a la economista 
Sandra Rodríguez para que culmine la explicación del tema de la tasa de 
interés, que es la última inquietud que quedó pendiente. 
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SEÑORA RODRÍGUEZ (Sandra).- La tasa de interés de alguna forma está 
asociada al concepto del instrumento del subsidio a la cuota. 


El subsidio a la cuota lo que busca, en primer lugar, es trasparentar los 
subsidios y que los reciba quien realmente lo necesita. Por ejemplo, cuando 
damos un subsidio al capital y subsidiamos a todos por igual, le daríamos el 
mismo subsidio a una familia que tiene un ingreso de $ 10.000, que a una que 
tiene un ingreso de $ 50.000. 


Otra práctica era subsidiar la tasa de interés, y con esta también 
estamos siendo desiguales en cuanto a los ingresos de las familias, porque 
estamos subsidiando por igual a quienes tienen necesidades diferentes. 


Lo que se busca con el subsidio a la cuota es trasparentar cuál es el 
costo real que tiene una vivienda. La política es fijar el valor en función del 
costo que esa vivienda tuvo para el Ministerio o del monto del préstamo en el 
caso de una cooperativa, y se establece un interés con las condiciones que fija 
el mercado. Hoy por hoy, los financiamientos son en UR y la tasa es 5%. Esto 
nos da una tasa similar a la tasa de financiamiento del mercado hipotecario. En 
el caso de una familia que, por ejemplo, tiene cuatro integrantes y $ 10.000 de 
ingreso, podría tener un subsidio en la cuota total. Aquella familia que tiene 
$ 55.000 de ingreso y está compuesta por una sola persona podría no llegar a 
recibir subsidio En todos los casos existen franjas de subsidios, y dependiendo 
de la cantidad de integrantes del hogar y de los ingresos, el porcentaje de 
afectación puede ser del orden de 7%, 10%, 14%,17%, 21%, 0 25%. 


El objetivo del subsidio a la cuota es igualar en la desigualdad; es decir, 
que las viviendas que reciben las familias del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sean de calidad. Un cambio 
importante que se ha producido es que las viviendas que otorga el Ministerio a 
partir de la reglamentación de productos son adecuadas al tamaño de las 
familias y, a su vez, todas pueden acceder a ellas y cada uno aporta lo que 
realmente puede aportar, ya sea a través del trabajo o del ingreso, si está en 
condiciones de hacer frente a su valor real. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Antes que nada, quiero agradecer la respuesta 
que se ha dado y voy a hacer un comentario al respecto. 


Me parece que fijar tasas de mercado a viviendas de interés social como 
las cooperativas no es un criterio lógico. Por esta razón, entiendo que las 
cooperativas de vivienda, además del subsidio -sería bueno que se le diera a 
este decreto carácter de ley para que tuviera permanencia-, deberían tener 
acceso al crédito no con un interés al valor de mercado, sino por un valor 
social, como tenían antes de 2%. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Las cooperativas llevan muchos años en este país y han 
ido evolucionando. Esto lo puedo afirmar por los años que tengo y porque 
empecé a trabajar como arquitecta en cooperativas de ayuda mutua de 
usuarios. En esa época había un grupo humano con una gran solidaridad que 
trabajaba mucho. Se juntaban personas no necesariamente iguales en pos de 
su vivienda. Las cooperativas de usuarios surgían por todos lados. Era otra 
historia. Hoy, en general, todas las cooperativas son de propietarios. Eso 
cambia sustancialmente la situación. 
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Nuestro Ministerio administra dineros públicos, y trabaja sobre 
poblaciones vulnerables, da subsidios, viviendas -luego, vamos a hablar del 
caso de Dolores-, pero en los hechos no se puede desfinanciar. En realidad, no 
nos acercamos a los intereses de los créditos hipotecarios que, como saben, 
rondan el 7%. 


Hoy las cooperativas funcionan de otra forma y sus ingresos son 
distintos, y la atención caso a caso que hace el Ministerio es una muy buena 
solución por ahora; pero habría que discutirla a más largo plazo. 


Por otra parte, me quiero referir al doctor Ramón Méndez, que fue 
nombrado aquí, y a la situación en la que se encuentra la Secretaría de Cambio 
Climático. 


Cuando asumimos el Ministerio, y a instancias del Presidente de la 
República, la Secretaría de Cambio Climático era una sección de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Hoy, depende de la Dirección General de 
Secretaría, es como una dirección nacional. El doctor Ramón Méndez, quien 
hizo un buen trabajo, se retiró para asumir una responsabilidad en la 
intendencia. Puedo asegurar que tenemos un excelente equipo, que trabajó 
codo a codo en la COP 21 de París; la próxima va a realizarse en Marruecos y 
en 2017 en Argentina, que vamos a apoyar. Si alguien quiere saber algo más 
de la Secretaría de Cambio Climático, si me permiten, voy a ceder la palabra al 
señor subsecretario, arquitecto Rucks, que participó en el decreto que la creó. 


SEÑOR RUCKS (Jorge).- Agradezco al señor diputado José Andrés Arocena 
Argul por el reconocimiento que me ha hecho. 


Quiero señalar que el cargo que ocupo a nivel mundial no es personal, 
sino del país. Es un honor presidir la Convención de Ramsar, que la señora 
ministra delegó en mí como subsecretario. Es un cargo que pertenece al país y 
que se lo ganó, precisamente, por su seriedad en el manejo ambiental y por 
haber sacado a los humedales del este de la lista negra de humedales el año 
pasado. 


En cuanto al tema de la Secretaría, puedo afirmar que todos los 
ministerios que participan mantienen todas sus responsabilidades. En el tema 
específico de cambio climático es clara la ley nacional de protección ambiental, 
que dice que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente es la autoridad en estos temas en relación a la convención de cambio 
climático. Como ya se dijo, esa responsabilidad no la pierde y ahora está en 
una unidad que se ha jerarquizado al interior del Ministerio, y que funciona en 
la órbita de la Dirección General de Secretaría, directamente dependiente de la 
ministra. En todos los otros aspectos, tanto de agua como ambientales, el 
Ministerio mantiene todas sus responsabilidades. 


Es importante decir que la Secretaría se creó en el presupuesto en el 
marco del decreto presidencial relativo al Sistema Nacional Ambiental. Este 
sistema crea un Gabinete ambiental integrado por nuestro Ministerio, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Economía y 
Finanzas y el Ministerio de Salud Pública. Este Gabinete ambiental tiene una 
Secretaría con roles específicos en relación a las directrices que de allí 
emanan. 
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El Gabinete ambiental tiene la responsabilidad de articulación y 
coordinación para el desarrollo de las políticas ambientales. ¿Qué significa 
esto? Que el país, por su propia decisión, al aprobar leyes, busca el desarrollo 
sostenible. El desarrollo sostenible tiene tres pilares fundamentales: el 
desarrollo económico, el desarrollo social y cultural y el desarrollo ambiental, es 
decir la gestión ambiental. Esta dimensión entra en todos los aspectos que 
hacen al desarrollo y está inserto en todas las responsabilidades que tienen los 
ministerios que construyen y que hacen al desarrollo nacional. Por lo tanto, lo 
que se crea es una capacidad de articulación y de coordinación que hace que 
un ministerio como el nuestro no quede aislado defendiendo los temas 
ambientales sino inserto, en coordinación y articulación con ministerios que 
toman decisiones sobre el uso del suelo, de los recursos naturales y de los 
ecosistemas del país. 


Este es un avance sustantivo y en esta experiencia hemos sido vistos 
por la comunidad internacional como un país piloto. La gente del Programa 
Mundial para el Medio Ambiente nos decía que es normal que los ministerios 
del ramo sean segregados en los temas de desarrollo, que muchas veces está 
condicionado por aspectos económicos y sociales. 


La posibilidad de incorporar mecanismos de articulación y coordinación 
es un paso adelante en la política ambiental, y en ese sentido entendemos que 
se respeta la voluntad constitucional y de la legislación nacional. Cada 
ministerio mantiene sus responsabilidades en la gestión. En este caso somos 
responsables de la gestión ambiental, coordinando las acciones en el marco de 
ese Sistema Nacional Ambiental que tiene un Gabinete y una Secretaría, y que 
integra otros órganos como OSE, el Sistema Nacional de Emergencia o el 
Instituto Uruguayo de Meteorología. Me refiero a que integra y articula todo lo 
que significa el apoyo a una política ambiental. Esto es muy importante en 
términos de avance y articulación. Cuando actuamos en la protección de la 
cuenca del río Santa Lucía, por ejemplo, el control de las emisiones de los 
tambos es una responsabilidad que, evidentemente, hace a la política 
productiva del país, al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Nosotros 
podemos dar las directrices, pero si eso no está inserto en una política 
productiva, difícilmente se lleve adelante. Esta es la gran ventaja que el país 
tiene en este momento con el sistema ambiental que se ha generado, y en 
particular con la Secretaría que se inserta en la Presidencia, solo con roles de 
articulación y coordinación -repito- para el desarrollo de la política que 
corresponde a cada uno de los ministerios en sus respectivas áreas. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Rápidamente, quiero informar sobre lo acontecido en la 
ciudad de Dolores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pareció entender que tenían un resumen por 
escrito. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Si así lo prefieren, podemos enviarlo por correo 
electrónico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, lo recibiremos y con gusto será 
distribuido a todas las legisladoras y a todos los legisladores. 
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(Apoyados) 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE.- Como en el informe figuran planos explicativos de la 
situación, quisiera expresar que a medida que los relevamientos han ido 
avanzando las situaciones han cambiado. 


El total de parcelas es de 6.214. Se relevaron 2.721 en las zonas más 
afectadas, y las que no tienen daño son 1.083. Las totalmente destruidas son 
304. Todavía estamos ajustando los números, una vez que se analiza el núcleo 
familiar, si hay hacinamiento, etcétera. 


El informe sobre la situación va a ser a junio. La inversión que hizo el 
Gobierno a través de diferentes medios ha sido alta. Quiero decir públicamente 
que la solidaridad que se manifestó tanto en la ciudad de Dolores como en el 
resto del país implica que todavía haya dos depósitos repletos de donaciones y 
que se hayan entregado más de ochocientas canastas de materiales. Se está 
interviniendo en muchas viviendas por diferentes sistemas. 


Los detalles por escrito van a ser más efectivos que si los dijera ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de todo el equipo, que 
han brindado insumos muy importantes para nuestro trabajo. 


(Se retira de sala la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente) 


-—La Mesa informa que han llegado en tiempo y forma los informes de 
Rendición de Cuentas de la Fiscalía General de la Nación y de la ANEP. 


Se levanta la sesión. 
(Es la hora 19 y 25) 


